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			Sinopsis

		

		
			En esta colección de ensayos, Ayn Rand y sus colegas definen una nueva visión del significado del capitalismo, su historia y sus bases filosóficas, y se proponen demoler muchos de los mitos que lo rodean.

			¿Nos conduce irremediablemente el capitalismo a depresiones, monopolios, trabajo infantil o guerras? ¿Por qué existe tanto odio a las grandes empresas? ¿Por qué no han logrado los conservadores detener el crecimiento del Estado? ¿Es la religión compatible con el capitalismo? ¿Es la regulación gubernamental la solución a los problemas económicos o es su causa? ¿Qué es la libertad y qué tipo de gobierno requiere? ¿Es el capitalismo moral?

			Este libro, un auténtico best-seller en Estados Unidos, ha tenido una influencia clave en el desarrollo de intelectuales como John A. Allison, Tyler Cowen, Marc Emery, James Ostrowski, Joseph T. Salerno, Chris Matthew Sciabarra o Larry J. Sechrest.

			Capitalismo: el ideal desconocido aborda estas y otras preguntas atemporales sobre el capitalismo y expone la tesis de Rand: que el sistema del capitalismo de laissez-faire es un ideal moral.

		

	
		
			Capitalismo: el ideal desconocido

			

			Ayn Rand

			 

			 Traducción de Verónica Puertollano
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			Introducción

			Este libro no es un tratado sobre economía. Es una colección de ensayos sobre los aspectos morales del capitalismo.

			El mejor resumen de nuestro enfoque es mi enunciado en el primer número de The Objectivist Newsletter (enero de 1962):

			El objetivismo es un movimiento filosófico; puesto que la política es una rama de la filosofía, el objetivismo aboga por ciertos principios políticos —en concreto los del capitalismo del laissez faire— como la consecuencia y la principal aplicación práctica de sus principios filosóficos fundamentales. No considera la política como un objetivo separado o primario, es decir, como un objetivo que se pueda alcanzar sin un contexto ideológico más amplio.

			La política se basa en otras tres disciplinas filosóficas: la metafísica, la epistemología y la ética —a propósito de una teoría de la naturaleza del hombre y la relación del hombre con la existencia—. Sólo a partir de esa base se puede formular una teoría política coherente y lograr llevarla a la práctica. [...] Los objetivistas no somos «conservadores». Somos radicales por el capitalismo; estamos luchando por esa base filosófica que el capitalismo no tenía y sin la cual estaba condenado a perecer.

			Quiero recalcar que nuestro principal interés no es la política o la economía como tales, sino «la naturaleza del hombre y la relación del hombre con la existencia», y que abogamos por el capitalismo porque es el único sistema orientado hacia la vida del ser racional.

			A este respecto, hay una diferencia fundamental entre nuestro enfoque y el de los defensores clásicos y los apologistas modernos del capitalismo. Con muy pocas excepciones, son responsables —por omisión— de la destrucción del capitalismo. La omisión consistió en su incapacidad o su falta de voluntad para librar la batalla donde había que librarla: en sus bases moral-filosóficas.

			Ningún sistema político-económico de la historia ha demostrado jamás su valor con tanta elocuencia ni ha beneficiado tanto a la humanidad como el capitalismo; y ninguno ha sido nunca atacado de manera tan salvaje, mezquina y ciega. La avalancha de desinformación, desfiguración, distorsión y flagrante falsedad sobre el capitalismo es tal que los jóvenes de hoy no tienen ninguna idea —ni prácticamente forma alguna de descubrir ninguna idea— de su naturaleza real. Mientras los arqueólogos rebuscan entre las ruinas milenarias para hallar restos de alfarería y pedacitos de huesos y reconstruir a partir de ellos alguna información sobre la existencia prehistórica, los acontecimientos de hace menos de un siglo se ocultan bajo un túmulo más impenetrable que los sedimentos geológicos de los vientos, diluvios y terremotos: un túmulo de silencio.

			Borrar la verdad a tamaña escala, ocultarle al mundo un secreto a voces, ocultar —sin ningún poder de censura, pero tampoco ningún ruido de protesta significativo— que un sistema social ideal estuvo una vez casi al alcance del hombre no es algo que pueda hacer ninguna conspiración de malhechores; no se puede hacer, excepto con la conformidad tácita de los que conocen la verdad.

			Es por su silencio —por su evasión del conflicto entre el capitalismo y el altruismo— por lo que los supuestos defensores del capitalismo son responsables de que esté siendo destruido sin una audiencia, sin ningún juicio; sin ningún conocimiento público de sus principios, su naturaleza, su historia o su significado moral. Está siendo destruido al modo de un escalofriante linchamiento; como si una turba loca de atar estuviese quemando a un hombre de paja, sin saber que ese fardo de paja grotescamente deformado esconde el cuerpo viviente del ideal.

			El método de destrucción del capitalismo se basa en no dejar nunca que el mundo descubra qué es lo que se está destruyendo, en no permitir nunca que sea identificado y puedan escucharlo los jóvenes.

			La finalidad de este libro es identificarlo.

			La culpa del actual estado del mundo descansa sobre los hombros de los que hoy son mayores de cuarenta años (con muy pocas excepciones); aquellos que, cuando hablaron, dijeron menos de lo que sabían y con menos claridad de la que exigía el asunto.

			Este libro se dirige a los jóvenes —por edad o por espíritu— que no temen saber y que no están dispuestos a rendirse.

			Lo que tienen que descubrir, lo que todos los esfuerzos de los enemigos del capitalismo se proponen frenéticamente ocultar, es que el capitalismo no es sólo «lo práctico», sino que es el único sistema moral de la historia (véase La rebelión de Atlas).

			Los aspectos políticos de La rebelión de Atlas no son su tema. Su tema es principalmente ético-epistemológico: el papel de la mente en la existencia del hombre; y la política es, por necesidad, una de las consecuencias del tema. Pero el caos epistemológico de nuestra época, fomentado por la filosofía moderna, es tal que a muchos lectores jóvenes les resulta difícil traducir las abstracciones a principios políticos y aplicarlos a la valoración de los acontecimientos de hoy. El presente libro les puede ayudar. Es una nota al pie, de no ficción, de La rebelión de Atlas.

			Puesto que todos los sistemas políticos se basan en alguna teoría de la ética, sugiero a aquellos lectores realmente interesados en comprender la naturaleza del capitalismo que lean antes La virtud del egoísmo, una colección de ensayos sobre la ética objetivista, que es un necesario fundamento para este libro. Puesto que ninguna exposición política puede tener significado o ser inteligible sin una comprensión clara de dos conceptos cruciales, los «derechos» y el «Estado» —y sin embargo se evaden los dos con ahínco en las actuales técnicas de ofuscamiento—, sugiero que antes de leer este libro leas (o releas) dos ensayos de La virtud del egoísmo: «Derechos del hombre» y «La naturaleza del gobierno».

			La mayoría de los ensayos de este libro aparecieron originalmente en The Objectivist Newsletter (ahora, en formato de revista, The Objectivist);1 otros están basados en conferencias o artículos académicos, como se indica. Algunos de los ensayos se ocupan, por resumirlo brevemente, de responder a las falacias más difundidas sobre la economía del capitalismo. Estos ensayos aparecieron en la sección «Intellectual Ammunition Department» [Departamento de Munición Intelectual] de The Objectivist Newsletter, y fueron escritos para responder a las preguntas de nuestros lectores. Los que estén interesados en estudiar la economía política encontrarán al final del libro una bibliografía recomendada sobre el tema.

			Ahora, unas palabras sobre los colaboradores de este libro: Robert Hessen está realizando actualmente su doctorado en Historia en la Universidad de Columbia y da clase en la Escuela de Negocios de Columbia. Alan Greenspan es presidente de la firma de consultoría económica Townsend-Greenspan & Co., Inc. A Nathaniel Branden, psicólogo teórico y codirector, conmigo, de The Objectivist, no hará falta que se lo presente a mis lectores.

			AYN RAND
Nueva York,
julio de 1966

			
		

	
		
			Parte I
Teoría e historia

		

		
			
			

		

	
		
			1

			¿Qué es el capitalismo?

			La desintegración de la filosofía en el siglo XIX y su colapso en el XX han conducido a un proceso similar, aunque mucho más lento y menos obvio, en el curso de la ciencia moderna.

			El actual desarrollo frenético del campo de la tecnología posee un rasgo que recuerda a la antesala del crac de 1929: a lomos de los impulsos del pasado, sobre los restos no reconocidos de una epistemología aristotélica, es una expansión agitada, febril, que no presta atención a su saldo teórico, en números rojos desde hace mucho tiempo, ni a que, en el campo de la teoría científica, los científicos, incapaces de integrar o interpretar sus propios datos, están siendo cómplices del resurgimiento de un misticismo primitivo. En las humanidades, sin embargo, el crac ya ha pasado, y ahora se ha instalado la depresión, y el colapso de la ciencia es casi completo.

			La prueba más clara de ello se puede ver en ciencias relativamente jóvenes como la psicología y la economía política. En la psicología, se puede observar el intento de estudiar la conducta humana sin ninguna referencia a que el hombre es consciente. En la economía política, se puede observar el intento de estudiar e idear sistemas sociales sin ninguna referencia al hombre.

			Es la filosofía la que define y establece los criterios epistemológicos para guiar el conocimiento humano en general y las ciencias específicas en particular. La economía política cobró protagonismo en el siglo XIX, en la era de la desintegración poskantiana de la filosofía, y nadie se alzó para comprobar sus premisas o cuestionar su base. De forma implícita y acrítica, y por omisión, la economía política aceptó como axiomas los principios fundamentales del colectivismo.

			Los economistas políticos —incluidos los defensores del capitalismo— definieron su ciencia como el estudio de la administración, dirección u organización o manipulación de los «recursos» de una «comunidad» o de una nación. No se definió la naturaleza de estos «recursos»; se dio por sentada su propiedad colectiva y se asumió que el objetivo de la economía política era el estudio de cómo utilizar estos «recursos» para «el bien común».

			El hecho de que el principal «recurso» en cuestión fuese el propio hombre, que él fuese una entidad de una naturaleza específica con capacidades y requisitos concretos, recibió una atención superficial, cuando la recibió. El hombre fue considerado simplemente uno de los factores de producción, junto con la tierra, los bosques o las minas; uno de los factores menos significativos, puesto que se dedicó más estudio a la influencia y la calidad de estos últimos que al papel del hombre o su calidad.

			La economía política era, en efecto, una ciencia que empezó a mitad de camino: observó que los hombres estaban produciendo y comerciando, dio por sentado que siempre lo habían hecho y siempre lo harían —aceptó este hecho como dado, sin precisar de ninguna consideración más— y se dedicó al problema de cómo idear la mejor manera para la «comunidad» de disponer del esfuerzo humano.

			Había muchas razones para este punto de vista tribal sobre el hombre. La moralidad del altruismo era una; el creciente dominio del estatismo político entre los intelectuales del siglo XIX era otra. Desde el punto de vista psicológico, la principal razón era la dicotomía alma-cuerpo, que caló en la cultura europea: la producción material era considerada una tarea degradante de un orden inferior, sin relación con las preocupaciones del intelecto del hombre, una tarea asignada a esclavos o siervos desde los inicios de la historia registrada. La institución de la servidumbre había perdurado, de una forma u otra, hasta bien entrado el siglo XIX; su abolición política sólo se produjo con la llegada del capitalismo; su abolición política, pero no intelectual.

			El concepto del hombre como individuo libre e independiente era profundamente desconocido para la cultura de Europa. Era una cultura tribal hasta la raíz; en el pensamiento europeo, la tribu era la entidad, la unidad, y el hombre era sólo una de sus células desechables. Esto afectaba por igual a los gobernantes y a los siervos: se creía que los gobernantes mantenían sus privilegios sólo en virtud de los servicios que prestaban a la tribu, servicios considerados de un orden superior, en concreto, la fuerza armada o la defensa militar. Pero un noble era tan esclavo como un siervo: su vida y su propiedad pertenecían al rey. Debe recordarse que la institución de la propiedad privada, en el sentido pleno y jurídico del término, nace sólo con el capitalismo. En las épocas precapitalistas, la propiedad privada existía de facto, pero no de iure, es decir, por costumbre y tolerancia, pero no por derecho o ley. Por ley y por principio, toda propiedad pertenecía al jefe de la tribu, el rey, y se conservaba sólo con su permiso, que podía ser revocado en cualquier momento a su antojo (el rey podía expropiar las haciendas de los nobles recalcitrantes, y lo hizo a lo largo de la historia de Europa).

			Los intelectuales europeos nunca comprendieron del todo la filosofía estadounidense de los derechos del hombre. La idea de emancipación predominante en Europa consistía en sustituir el concepto del hombre como esclavo del Estado absolutista encarnado en el rey por el del hombre como esclavo del Estado absolutista encarnado en «el pueblo»: es decir, que se pasa de la esclavitud respecto a un jefe tribal a la esclavitud respecto a la tribu. Un punto de vista no tribal de la existencia no podía penetrar unas mentalidades que consideraban el privilegio de los productores materiales dominantes —privilegio adquirido por la fuerza física— un distintivo de nobleza.

			Así, los pensadores europeos no se percataron de que, a lo largo del siglo XIX, los esclavos de las galeras habían sido reemplazados por los inventores de los buques de vapor, y los herreros de los pueblos, por los propietarios de los altos hornos, y siguieron pensando en términos tales —en oxímoron tales— como «esclavitud asalariada» o «el egoísmo antisocial de los industrialistas, que tanto obtienen de la sociedad sin dar nada a cambio» a partir del axioma indiscutido de que la riqueza es un producto anónimo, social y tribal.

			Ese concepto no ha sido cuestionado hasta la fecha, y representa la presuposición implícita de la economía política contemporánea y su base.

			Como ejemplo de este punto de vista y sus consecuencias, citaré la entrada de capitalismo en la Encyclopaedia Britannica. En el artículo no se define su objeto, y empieza así:

			CAPITALISMO, término utilizado en referencia al sistema económico dominante en el mundo occidental desde la desintegración del feudalismo. Lo fundamental para cualquier sistema denominado capitalista son las relaciones entre los propietarios privados de medios de producción no personales (tierras, minas, plantas industriales, etcétera, conocido colectivamente como capital) [las cursivas son mías] y los trabajadores libres, pero sin capital, que venden sus servicios laborales a los empleadores [...]. Las negociaciones salariales resultantes determinan en qué proporción el producto total de la sociedad será compartido entre la clase de los trabajadores y la de los empresarios capitalistas.1

			(Cito del discurso de Galt en La rebelión de Atlas, de un fragmento que describe los principios del colectivismo: «Un empresario... evasión, no existe tal persona. Una fábrica es un “recurso natural”, como un árbol, una piedra o un lodazal».)2

			El éxito del capitalismo se explica en la Britannica como sigue:

			El uso productivo del «excedente social» fue la virtud especial que permitió al capitalismo aventajar a todos los sistemas económicos previos. En lugar de construir pirámides y catedrales, quienes estaban al cargo del excedente social decidieron invertir en barcos, almacenes, materias primas, productos finales y otras formas materiales de riqueza. El excedente social fue convertido así en una capacidad productiva aumentada.

			Esto se está diciendo sobre una época en que la población de Europa subsistía en medio de tal pobreza que la mortalidad infantil rondaba el 50 por ciento y las hambrunas periódicas eliminaban a la población «excedente» que las economías precapitalistas no podían alimentar. Sin embargo, sin hacer ninguna distinción entre la riqueza expropiada mediante los impuestos y la producida industrialmente, la Britannica afirma que los primeros capitalistas estaban «al cargo» del excedente de riqueza de la época y que «decidieron invertir», y que esta inversión fue la causa de la formidable prosperidad de la época siguiente.

			¿Qué es un «excedente social»? En el artículo no se define ni se explica. Un «excedente» presupone una norma; si la subsistencia al nivel de la inanición crónica es superior a la norma implicada, ¿cuál es la norma? En el artículo no se responde.

			Por supuesto, no existe ningún «excedente social». Toda la riqueza es producida por alguien y pertenece a alguien. Y «la virtud especial que permitió al capitalismo aventajar a todos los sistemas económicos previos» fue la libertad (un concepto reveladoramente ausente de la explicación de la Britannica), lo que no condujo a la expropiación, sino a la creación de la riqueza.

			Diré más sobre ese vergonzoso artículo (vergonzoso en muchos aspectos, y el de la erudición no es el menor). Ahora lo he citado sólo como ejemplo sucinto de la premisa tribal que subyace a la economía política de hoy. Esa premisa es compartida por los enemigos y los defensores del capitalismo en igual medida; provee a los primeros de una cierta coherencia interna y desarma a los segundos mediante un aura sutil, pero devastadora, de hipocresía moral, como atestiguan sus intentos de basar su justificación del capitalismo en «el bien común», o «el servicio al consumidor», o «la mejor asignación de los recursos» (¿los recursos de quién?).

			Si se quiere comprender el capitalismo, es esta premisa tribal la que se debe revisar y cuestionar. La humanidad no es una entidad, un organismo o un arrecife de coral. La entidad involucrada en la producción y el comercio es el hombre. Y es el estudio del hombre —no del colectivo conocido como «comunidad»— por donde debe empezar cualquier ciencia de las humanidades.

			Esta cuestión representa una de las diferencias epistemológicas entre las humanidades y las ciencias físicas, una de las causas del merecido complejo de inferioridad de las primeras respecto a las segundas. Una ciencia física no se permitiría (no todavía, al menos) ignorar o soslayar la naturaleza de su sujeto. Dicho intento sería como una ciencia de la astronomía que mirara al cielo pero se negara a estudiar las estrellas, planetas y satélites por separado; o una ciencia de la medicina que estudiara la enfermedad, sin ningún conocimiento o criterio sobre la salud, y tomara un hospital en su conjunto como sujeto básico de estudio, sin concentrarse nunca en los pacientes de forma individual.

			Se puede aprender mucho sobre la sociedad estudiando al hombre; pero este proceso no puede ir a la inversa: no se puede aprender nada sobre el hombre estudiando a la sociedad, estudiando las interrelaciones de entidades que nunca se han identificado o definido. Sin embargo, ésa es la metodología que adopta la mayoría de los economistas políticos. Su actitud equivale en la práctica al postulado no declarado, implícito: «El hombre es lo que se ajusta a las ecuaciones económicas». Como obviamente no es así, esto conduce al curioso hecho de que, a pesar del carácter práctico de su ciencia, los economistas políticos son extrañamente incapaces de relacionar sus abstracciones con los concretos de la existencia real.

			También conduce a una desconcertante especie de doble moral o doble punto de vista sobre el hombre y los acontecimientos: si observan a un zapatero, no les resulta difícil extraer la conclusión de que trabaja para ganarse la vida; pero, en cuanto economistas políticos, declaran, partiendo de la premisa tribal, que el objetivo (y el deber) del zapatero es proveer de zapatos a la sociedad. Si observan a un mendigo en la esquina de una calle, lo identifican con un holgazán; en la economía política, se convierte en un «consumidor soberano». Si oyen la doctrina comunista de que toda propiedad debe pertenecer al Estado, la rechazan con énfasis y opinan, sinceramente, que deberían luchar a muerte contra el comunismo; pero, en la economía política, hablan del deber del Estado de emprender «una redistribución justa de la pobreza» y de los empresarios como los mejores y más eficientes fideicomisarios de los «recursos naturales» de la nación.

			A esto es a lo que lleva una premisa básica (y una negligencia filosófica); a esto ha llevado la premisa tribal.

			Para rechazar esa premisa y empezar por el principio —en el enfoque de uno sobre la economía política y la valoración de diversos sistemas sociales—, se debe empezar por identificar la naturaleza del hombre, es decir, aquellas características esenciales que lo distinguen de otras especies vivientes.

			La característica esencial del hombre es su facultad racional. La mente del hombre es su medio de supervivencia básico, su único medio de adquirir conocimiento.

			El hombre no puede sobrevivir, como hacen los animales, guiándose por meras percepciones [...]. Él no puede satisfacer sus necesidades físicas más básicas sin un proceso de pensamiento. Necesita un proceso de pensamiento para descubrir cómo plantar y cultivar su alimento o cómo fabricar armas para cazar. [...] Ningún percepto y ningún «instinto» le dirán cómo encender un fuego, cómo hacer una rueda, cómo fabricar un avión, cómo realizar una apendicectomía, cómo producir una bombilla eléctrica o una válvula electrónica o un ciclotrón o una caja de fósforos. Y, sin embargo, su vida depende de tales conocimientos y sólo un acto volitivo de su consciencia, un proceso de pensamiento, puede proporcionarlo.3

			Un proceso de pensamiento es un proceso enormemente complejo de identificación e integración que sólo la mente del individuo puede llevar a cabo. Los cerebros colectivos no existen. Los hombres pueden aprender unos de otros, pero el aprendizaje requiere un proceso de pensamiento por parte de cada aprendiz. Los hombres pueden cooperar en el descubrimiento de nuevo conocimiento, pero dicha cooperación requiere el ejercicio independiente de la facultad racional de cada científico. El hombre es la única especie viviente que puede transmitir y expandir su provisión de conocimiento de generación a generación; pero esa transmisión requiere un proceso de pensamiento de cada individuo que lo recibe. Así lo atestiguan los colapsos de la civilización, las épocas oscuras de la historia en el progreso del hombre, cuando el conocimiento acumulado de varios siglos desapareció de las vidas de los hombres que no tuvieron la capacidad o la voluntad para pensar, o que se les prohibió.

			Con el fin de sustentar su vida, toda especie viva ha de seguir una cierta línea de actuación requerida por su naturaleza. La acción requerida para sustentar la vida humana es principalmente intelectual: todo lo que el hombre necesita tiene que ser descubierto por su mente y producido por su esfuerzo. La producción es la aplicación de la razón al problema de la supervivencia.

			Si algunos hombres eligen no pensar, sólo pueden sobrevivir imitando y repitiendo un hábito de trabajo descubierto por otros; pero esos otros tuvieron que descubrirlo, o nadie habría sobrevivido. Si algunos hombres eligen no pensar o no trabajar, sólo pueden sobrevivir (temporalmente) saqueando los bienes producidos por otros; pero esos otros tuvieron que producirlos, o nadie habría sobrevivido. Al margen de qué elija, en esta cuestión, cualquier hombre o cualquier cantidad de hombres, al margen de qué camino ciego, irracional o malvado elijan tomar, la razón sigue siendo el medio de supervivencia del hombre, y los hombres prosperarán o fracasarán, sobrevivirán o perecerán en función del grado de su racionalidad.

			Puesto que el conocimiento, el pensamiento y la acción racional son propiedades del individuo, y puesto que la elección de ejercer o no su facultad racional depende de él, la supervivencia del hombre requiere que quienes piensan no sufran las injerencias de quienes no piensan. Puesto que los hombres no son ni omniscientes ni infalibles, deben ser libres para estar de acuerdo o en desacuerdo, para cooperar o para seguir su propio camino independiente, cada uno según su propio juicio racional. La libertad es el requisito fundamental de la mente del hombre.

			Una mente racional no trabaja bajo coerción; no subordina su comprensión de la realidad a las órdenes, las directivas o los controles de nadie; no sacrifica su conocimiento, su visión de la verdad, a las opiniones, las amenazas, los deseos, los planes o el «bienestar» de nadie. Dicha mente puede verse entorpecida por otros, puede ser silenciada, proscrita, encarcelada o destruida; no puede ser forzada; un arma no es un argumento (un ejemplo y símbolo de esta postura es Galileo).

			Es del trabajo y de la integridad inviolable de dichas mentes —de los innovadores intransigentes— de donde surgió el conocimiento y los logros de la humanidad (véase El manantial). Es a dichas mentes a las que la humanidad debe su supervivencia (véase La rebelión de Atlas).

			El mismo principio se aplica a todos los hombres, en todos los niveles de capacidad y ambición. En la medida en que un hombre se guía por su juicio racional, actúa en concordancia con los requisitos de su naturaleza y, en esa medida, consigue una forma humana de supervivencia y bienestar; en la medida en que actúa de forma irracional, actúa como su propio destructor.

			El reconocimiento social de la naturaleza racional del hombre —de la conexión entre su supervivencia y su uso de su razón— es el concepto de los «derechos individuales».

			Debo recordarte que los derechos son un principio moral que define y sanciona la libertad de acción de un hombre en un contexto social, se derivan de la naturaleza del hombre como ser racional y representan una condición necesaria de su modo de supervivencia particular. Debo recordarte también que el derecho a la vida es la fuente de la que manan todos los derechos, incluido el derecho de propiedad.

			Respecto a la economía política, es necesario hacer hincapié en esto último: el hombre tiene que trabajar y producir con el fin de sustentar su vida. Tiene que sustentar su vida mediante su esfuerzo y la orientación de su mente. Si no puede disponer del producto de su esfuerzo, no puede disponer de su esfuerzo; si no puede disponer de su esfuerzo, no puede disponer de su vida. Sin derechos de propiedad, no se puede ejercer ninguno de los demás derechos.

			Ahora, teniendo en cuenta estos hechos, consideremos la cuestión de qué sistema social es apropiado para el hombre.

			Un sistema social es un conjunto de principios moral-político-económicos encarnados en las leyes, las instituciones y el Gobierno de una sociedad que determinan las relaciones, las condiciones de asociación, entre los hombres que viven en un área geográfica determinada. Es obvio que estas condiciones y relaciones dependen de una identificación de la naturaleza del hombre, que serían diferentes si pertenecieran a una sociedad de seres racionales o a una colonia de hormigas. Es obvio que serán radicalmente diferentes si los hombres se tratan entre ellos como personas libres e independientes, con la premisa de que todo hombre es un fin en sí mismo, o como miembros de una manada, donde cada uno considera a los demás un medio para su fin y para los fines de «la manada en conjunto».

			Hay dos preguntas fundamentales (o dos aspectos de la misma pregunta) que determinan la naturaleza de cualquier sistema social: ¿reconoce un sistema social los derechos individuales?; y: ¿prohíbe un sistema social la fuerza física en las relaciones humanas? La respuesta a la segunda pregunta es la ejecución práctica de la respuesta a la primera pregunta.

			¿Es el hombre un individuo soberano dueño de su persona, su mente, su vida, su trabajo y sus productos, o es propiedad de la tribu (el Estado, la sociedad, el colectivo), la cual puede disponer de él como le plazca y dictarle sus convicciones, prescribir el rumbo de su vida, controlar su trabajo y expropiar sus productos? ¿Tiene el hombre derecho a existir en su propio beneficio, o nace en la esclavitud, como siervo no remunerado que debe seguir comprando su vida sirviendo a la tribu pero no puede adquirirla nunca libre y completamente?

			Ésta es la primera pregunta por responder. El resto son consecuencias y traducciones en la práctica. La cuestión básica es sólo: ¿es libre el hombre?

			En la historia de la humanidad, el capitalismo es el único sistema que responde: sí.

			El capitalismo es un sistema social basado en el reconocimiento de los derechos individuales, incluidos los derechos de propiedad, por los cuales toda propiedad es de carácter privado.

			El reconocimiento de los derechos individuales conlleva el rechazo de la fuerza física en las relaciones humanas: básicamente, los derechos sólo pueden ser vulnerados por medio de la fuerza. En una sociedad capitalista, ningún hombre o grupo puede iniciar el uso de la fuerza física contra otros. La única función del Estado, en dicha sociedad, es proteger los derechos del hombre, es decir, protegerlo de la fuerza física; el Estado actúa como el agente de los derechos del hombre a la defensa propia, y puede usar la fuerza sólo como represalia y sólo contra quienes iniciaron su uso; así, el Estado es el medio para someter el uso de la fuerza en represalia a un control objetivo.

			Es el hecho básico, metafísico, de la naturaleza del hombre —la conexión entre su supervivencia y su uso de su razón— el que el capitalismo reconoce y protege.

			En una sociedad capitalista, todas las relaciones humanas son voluntarias. Los hombres son libres para cooperar o no, para relacionarse unos con otros o no, como dicten sus propios juicios, convicciones e intereses. Pueden relacionarse unos con otros sólo en los términos de la razón y por medio de ella, es decir, por medio del debate, la persuasión y el acuerdo contractual, por decisión voluntaria para el mutuo beneficio. El derecho a estar de acuerdo con los demás no es un problema en ninguna sociedad; es el derecho a discrepar el que es crucial. Es la institución privada del derecho de propiedad el que protege y ejerce el derecho a discrepar y, por tanto, despeja el camino al atributo más valioso del hombre (personal, social y objetivamente valioso): la mente creativa.

			Ésta es la diferencia cardinal entre el capitalismo y el colectivismo.

			El poder que determina la instauración, los cambios, la evolución y la destrucción de los sistemas sociales es la filosofía. El papel del azar, el accidente o la tradición, en este contexto, equivale a su papel en la vida de un individuo: su poder es inversamente proporcional al poder del equipamiento filosófico de una cultura (o de un individuo), y crece cuando la filosofía colapsa. Es, por tanto, mediante la referencia a la filosofía como se ha de definir y valorar el carácter de un sistema social. En correspondencia con las cuatro ramas de la filosofía, las cuatro piedras angulares del capitalismo son: en el ámbito metafísico, los requisitos de la naturaleza y la supervivencia del hombre; en el epistemológico, la razón; en el ético, los derechos individuales; y en el político, la libertad.

			Ésta es, en esencia, la base del enfoque adecuado para la economía política y para comprender el capitalismo, y no la premisa tribal heredada de las tradiciones prehistóricas.

			La justificación «práctica» del capitalismo no reside en la afirmación colectivista de que lleva a cabo «la mejor asignación de los recursos nacionales». El hombre no es un «recurso nacional», ni tampoco lo es su mente; y, sin el poder creativo de la inteligencia del hombre, las materias primas no serán más que materias primas inservibles.

			La justificación moral del capitalismo no reside en la afirmación altruista de que representa el mejor modo de alcanzar «el bien común». Es cierto que el capitalismo lo hace —si es que ese cliché significa algo—, pero esto es una mera consecuencia secundaria. La justificación moral del capitalismo reside en que es el único sistema en consonancia con la naturaleza racional del hombre, que protege la supervivencia del hombre en cuanto hombre y cuyo principio rector es la justicia.

			Todo sistema social se basa, explícita o implícitamente, en alguna teoría de la ética. La noción tribal del «bien común» ha servido como justificación moral de la mayoría de los sistemas —y de todas las tiranías— de la historia. El grado de esclavitud o libertad de una sociedad se correspondió con el grado en que ese eslogan tribal fue invocado o ignorado.

			El «bien común» (o el «interés público») es un concepto indefinido e indefinible: no existe ninguna entidad tal como «la tribu» o «el público»; la tribu (o el público o la sociedad) es sólo un número de individuos. Nada puede ser bueno para la tribu como tal; el «bien» y el «valor» pertenecen sólo a un organismo viviente —al organismo vivo de un individuo—, y no a un conjunto incorpóreo de relaciones.

			El «bien común» es un concepto sin significado, a menos que se interprete literalmente, en cuyo caso su único significado posible es la suma del bien de todos los individuos implicados. Pero, entonces, el concepto no tiene significado como criterio moral: deja sin respuesta la pregunta de cuál es el bien del individuo y cómo se determina.

			Sin embargo, no es con su significado literal con el que se suele utilizar ese concepto. Es aceptado precisamente por su carácter elástico, indefinible y místico, que no sirve como guía moral sino como una huida de la moralidad. Puesto que el bien no es aplicable a lo incorpóreo, se convierte en un cheque en blanco moral para quienes intentan encarnarlo.

			Cuando el «bien común» de una sociedad es considerado como algo aparte del bien individual de sus miembros, y superior a él, significa que el bien de algunos hombres prevalece sobre el bien de otros, y que esos otros son relegados al estatus de animales de sacrificio. Se asume tácitamente, en dichos casos, que el «bien común» significa «el bien de la mayoría» frente a la minoría o al individuo. Obsérvese el significativo carácter tácito de esa presuposición: incluso las mentalidades más colectivizadas parecen sentir la imposibilidad de justificarla moralmente. Pero «el bien común de la mayoría», además, es sólo un pretexto y un delirio: dado que, en realidad, la violación de los derechos del individuo supone la abrogación de todos los derechos, esto entrega a la mayoría indefensa al poder de cualquier banda que proclame ser «la voz de la sociedad» y proceda a gobernar por medio de la fuerza física, hasta que la deponga otra banda que emplee los mismos medios.

			Si uno empieza por definir el bien del individuo, uno sólo aceptará como correcta una sociedad donde el bien sea alcanzado y alcanzable. Pero si uno empieza aceptando el «bien común» como un axioma y considerando el bien individual como su consecuencia posible pero no necesaria (no necesaria en ningún caso particular), uno acaba encontrándose con un disparate tan horripilante como la Rusia soviética, un país expresamente dedicado al «bien común» donde, con la excepción de una minúscula camarilla de gobernantes, toda la población ha vivido en la miseria infrahumana durante más de dos generaciones.

			¿Qué hace que las víctimas y, peor aún, los observadores acepten estas y otras atrocidades históricas similares y sigan aferrándose al mito del «bien común»? La respuesta reside en la filosofía, en las teorías filosóficas sobre la naturaleza de los valores morales.

			Hay, en esencia, tres escuelas de pensamiento sobre la naturaleza del bien: la intrínseca, la subjetiva y la objetiva. La teoría intrínseca sostiene que el bien es inherente a ciertas cosas o acciones en sí mismas, al margen de su contexto y sus consecuencias, al margen de cualquier beneficio o perjuicio que puedan causar a los actores y sujetos implicados. Es una teoría que separa el concepto del «bien» de los beneficiarios, y el concepto de «valor» de quien valora y de la finalidad; afirma que el bien es el bien en sí mismo, por sí y de por sí.

			La teoría subjetivista sostiene que el bien no guarda relación con los hechos de la realidad, que es el producto de la consciencia de un hombre, creado por sus sentimientos, deseos, «intuiciones» o caprichos, y que es un mero «postulado arbitrario» o un «compromiso emocional».

			La teoría intrínseca sostiene que el bien reside en algún tipo de realidad, con independencia de la consciencia del hombre; la teoría subjetivista sostiene que el bien reside en la consciencia del hombre, con independencia de la realidad.

			La teoría objetiva sostiene que el bien no es ni un atributo de las «cosas en sí mismas» ni de los estados emocionales del hombre, sino una evaluación de los hechos de la realidad por parte de la consciencia del hombre de acuerdo con un estándar racional de valor (racional, en este contexto, significa derivado de los hechos de la realidad y validado por un proceso de la razón). La teoría objetiva sostiene que el bien es un aspecto de la realidad en relación con el hombre, y que debe ser descubierto, no inventado, por el hombre. Para una teoría objetiva de los valores, es fundamental la pregunta: de valor, ¿para quién y para qué? Una teoría objetiva no permite prescindir del contexto o del «robo de conceptos»; no permite separar el «valor» de la «finalidad», el bien de los beneficiarios y los actos del hombre de la razón.

			De todos los sistemas sociales de la historia de la humanidad, el capitalismo es el único sistema basado en la teoría objetiva de los valores.

			La teoría intrínseca y la subjetivista (o una mezcla de ambas) son la base necesaria de toda dictadura, tiranía o variante del Estado absolutista. Se sostengan de forma consciente o inconsciente —en la forma explícita del tratado de un filósofo o en el caos implícito de sus ecos en los sentimientos del hombre común y corriente—, estas teorías hacen posible que un hombre crea que el bien es independiente de la mente humana y que se puede alcanzar por medio de la fuerza física.

			Si un hombre cree que el bien es intrínseco a ciertas acciones, no vacilará al obligar a otros a realizarlas. Si cree que el beneficio o el perjuicio humano causado por dichas acciones no tiene importancia, considerará que un mar de sangre no tiene importancia. Si cree que los beneficiarios de dichas acciones son irrelevantes (o intercambiables), considerará una matanza a gran escala como su deber moral al servicio del bien «mayor». Es la teoría intrínseca de los valores la que produce un Robespierre, un Lenin, un Stalin o un Hitler. No por casualidad era Eichmann kantiano.

			Si un hombre cree que el bien es una cuestión de elecciones arbitrarias y subjetivas, el asunto del bien o del mal se reduce, para él, a una cuestión: ¿mis sentimientos o los de ellos? Ningún puente, entendimiento o comunicación es posible para él. La razón es el único medio de comunicación entre los hombres, y su único marco de referencia es una realidad que se pueda percibir objetivamente; cuando éstos son invalidados (es decir, considerados irrelevantes) en el campo de la moralidad, la fuerza se convierte en el único modo que adoptan los hombres para tratarse entre ellos. Si el subjetivista quiere perseguir algún ideal social por su cuenta, se siente moralmente facultado para obligar a los hombres «por su propio bien», puesto que él siente que está en lo correcto y que no hay nada que se pueda oponer a él, salvo sus errados sentimientos.

			Así, en la práctica, los defensores de las escuelas intrínseca y subjetivista se encuentran y se mezclan (se mezclan también en términos psicoepistemológicos: ¿por qué medios descubren los moralistas de la escuela intrínseca su trascendental «bien», si no por medio de intuiciones y revelaciones especiales, no racionales, es decir, por medio de sus sentimientos?). Es dudoso que alguien pueda sostener cualquiera de estas teorías como una convicción real, aunque equivocada. Sin embargo, ambas sirven como racionalización del ansia de poder y del gobierno por la fuerza bruta, liberando al potencial dictador y desarmando a sus víctimas.

			La teoría objetiva de los valores es la única teoría moral incompatible con el gobierno por la fuerza. El capitalismo es el único sistema basado implícitamente en una teoría objetiva de los valores, y la tragedia histórica es que esto nunca se ha explicitado.

			Si uno sabe que el bien es objetivo —es decir, determinado por la naturaleza de la realidad, pero que la mente del hombre debe descubrir—, uno sabe que un intento de alcanzar el bien por medio de la fuerza física es una gigantesca contradicción que niega la moralidad de raíz, al destruir la capacidad del hombre para reconocer el bien, es decir, su capacidad para valorar. La fuerza invalida y paraliza el juicio de un hombre, y demanda que actúe contra él, haciéndole así moralmente impotente. Un valor que uno esté obligado a aceptar al precio de rendir la mente de uno no es un valor para nadie; quien prescinde por la fuerza de su mente no puede juzgar ni elegir ni valorar. Un intento de alcanzar el bien por la fuerza es como darle a un hombre una pinacoteca al precio de extirparle los ojos. Los valores no pueden existir (no pueden ser valorados) fuera del pleno contexto de la vida, las necesidades, los objetivos y el conocimiento de un hombre.

			La visión objetiva de los valores impregna la estructura entera de una sociedad capitalista.

			El reconocimiento de los derechos individuales conlleva reconocer que el bien no es una abstracción inefable en alguna dimensión sobrenatural, sino un valor que pertenece a la realidad, a esta tierra, a las vidas de los seres humanos como individuos (téngase en cuenta el derecho a buscar la felicidad). Ello implica que el bien no se puede separar de los beneficiarios, que los hombres no deben ser considerados como «intercambiables» y que ningún hombre o tribu puede intentar alcanzar el bien de algunos al precio de la inmolación de otros.

			El libre mercado representa la aplicación social de una teoría objetiva de los valores. Puesto que los valores deben ser descubiertos por la mente del hombre, los hombres deben ser libres para descubrirlos: para pensar, estudiar, traducir su conocimiento a una forma física, ofrecer sus bienes materiales o ideas, una barra de pan o un tratado filosófico. Ya que los valores son establecidos de forma contextual, cada hombre debe juzgar por sí mismo, en el contexto de su propio conocimiento, sus objetivos e intereses. Puesto que los valores son determinados por la naturaleza de la realidad, es la realidad la que sirve como árbitro supremo de los hombres: si el juicio de un hombre es correcto, suyas son las recompensas; si es erróneo, él es su única víctima.

			Es en relación con un libre mercado como es particularmente importante entender la distinción entre una visión intrínseca, subjetiva u objetiva de los valores. El valor de mercado de un producto no es un valor intrínseco, no es un «valor en sí mismo» suspendido en un vacío. Un libre mercado nunca pierde de vista la pregunta: ¿de valor para quién? Y, dentro del amplio campo de la objetividad, el valor de mercado de un producto no refleja su valor filosóficamente objetivo, sino sólo su valor socialmente objetivo.

			Por «filosóficamente objetivo» me refiero a un valor calculado desde el punto de vista de lo mejor posible para el hombre, es decir, según el criterio de la mente más racional que posee el mayor conocimiento, en una categoría y un período determinados y en un contexto definido (no se puede calcular nada en un contexto indefinido). Por ejemplo, se puede probar racionalmente que el avión tiene un valor para el hombre (para el hombre en su estado óptimo) objetiva o inconmensurablemente mayor que la bicicleta, y que las obras de Victor Hugo tienen un valor objetiva o inconmensurablemente mayor que las revistas de relatos románticos. Pero si el potencial intelectual de un determinado hombre apenas le basta para disfrutar de los relatos románticos, no hay razón por la que deba gastar sus magros ingresos, el producto de su esfuerzo, en libros que no puede leer, o en subvencionar a la industria aeronáutica si sus necesidades de transporte no van más allá de la bicicleta. (Ni tampoco hay ninguna razón por la que haya que reducir al resto de la humanidad al nivel de su gusto literario, su capacidad para la ingeniería y sus ingresos. Los valores no son determinados por decreto ni por el voto de la mayoría.)

			Igual que el número de sus adeptos no es una prueba de la verdad o la falsedad de una idea, del mérito o el demérito de una obra de arte, de la eficacia o la ineficacia de un producto, tampoco el valor de los productos o servicios del libre mercado representa por fuerza su valor filosóficamente objetivo, sino sólo su valor socialmente objetivo, es decir, la suma de los juicios individuales de todos los hombres involucrados en el comercio en un determinado momento, la suma de lo que ellos valoraron, cada uno en el contexto de su propia vida.

			Así, un fabricante de barras de labios bien puede ganar una mayor fortuna que un fabricante de microscopios, a pesar de que se puede demostrar de forma racional que los microscopios son científicamente más valiosos que las barras de labios. Pero ¿valiosos para quién?

			Un microscopio no tiene valor para una humilde taquígrafa con apuros para ganarse la vida; una barra de labios sí. Una barra de labios, para ella, puede significar la diferencia entre la seguridad en sí misma y la baja autoestima, entre el glamur y la monotonía.

			Esto no significa, sin embargo, que los valores que rigen un mercado libre sean subjetivos. Si la taquígrafa se gasta todo su dinero en cosméticos y no le queda nada para pagar por el uso de un microscopio (por una visita al médico) cuando lo necesite, aprenderá un mejor método para administrar sus ingresos; el libre mercado le sirve de maestro: no puede penalizar a los demás por sus errores. Si administra sus ingresos de forma racional, el microscopio siempre estará a su disposición para servir a sus necesidades específicas y nada más, en lo que a ella respecta: no se le cobran impuestos para financiar un hospital entero, un laboratorio de investigación o un viaje en nave espacial a la Luna. Dentro de su poder productivo, sí paga una parte del coste de los logros científicos, cuando y como ella los necesite. Ella no tiene ningún «deber social», su vida es responsabilidad suya, y lo único que un sistema capitalista requiere de ella es lo mismo que la naturaleza: racionalidad, es decir, que viva y actúe como dicte su propio juicio.

			Dentro de cada categoría de bienes y servicios ofrecidos en un mercado libre, es el proveedor del mejor producto al precio más barato quien gana las mayores recompensas financieras en ese campo; no automáticamente ni por decreto, sino en virtud del libre mercado, que enseña a cada participante a buscar lo mejor objetivo dentro de la categoría de su competencia, y penaliza a quienes actúan movidos por consideraciones irracionales.

			Ahora bien, obsérvese que un libre mercado no nivela a la baja a los hombres hacia algún denominador común —que los criterios intelectuales de la mayoría no gobiernan un libre mercado o una sociedad libre— y que los hombres excepcionales, los innovadores y los gigantes intelectuales no permanecen inmovilizados por la mayoría. De hecho, son los miembros de esta minoría excepcional los que elevan al conjunto de la sociedad libre al nivel de sus propios logros, elevándose ellos cada vez más.

			Un libre mercado es un proceso continuo que no se puede mantener inmóvil, un proceso ascendente que demanda lo mejor (lo más racional) de cada hombre y lo recompensa en consonancia. Mientras la mayoría apenas ha asimilado el valor del automóvil, la minoría creativa presenta el avión. La mayoría aprende por medio de la demostración, y la minoría es libre para hacer demostraciones. El valor «filosóficamente objetivo» de un nuevo producto sirve como maestro para los que están dispuestos a ejercer su facultad racional, cada uno en la medida de su capacidad. Los que no están dispuestos no obtienen recompensas, ni tampoco los que aspiran a más de lo que produce su capacidad. El inactivo, el irracional y el subjetivista no tienen poder para frenar a los mejores.

			(La pequeña minoría de los adultos que, más que no estar dispuestos, son incapaces de trabajar tienen que recurrir a la caridad voluntaria; la mala fortuna no es un argumento para el trabajo esclavo; no existe el derecho a consumir, controlar y destruir a aquellos sin los cuales uno sería incapaz de sobrevivir. En cuanto a las depresiones económicas y el desempleo generalizado, no son causados por el libre mercado, sino por la interferencia del Estado en la economía.)

			Los parásitos mentales —los imitadores que intentan satisfacer lo que ellos piensan que es el gusto conocido del público— están siendo constantemente superados por los innovadores cuyos productos elevan el conocimiento y el gusto del público a niveles aún más altos. Es en este sentido donde el libre mercado no lo gobiernan los consumidores, sino los productores. Los más exitosos son aquellos que descubren nuevos campos de producción, campos que no se sabía que existían.

			Un producto puede no ser apreciado enseguida, en particular si es una innovación demasiado radical; pero, con la excepción de accidentes irrelevantes, triunfa en el largo plazo. Es en este sentido donde el libre mercado no lo gobiernan los criterios intelectuales de la mayoría, que prevalecen sólo y durante un tiempo determinado; el libre mercado es gobernado por aquellos que son capaces de ver y hacer planes de gran alcance, y cuanto mejor es la mente, mayor es el alcance.

			El valor económico del trabajo de un hombre lo determina, en un libre mercado, un único principio: el consentimiento voluntario de quienes están dispuestos a intercambiar con él su trabajo o sus productos. Éste es el significado moral de la ley de la oferta y la demanda; representa el rechazo total de dos doctrinas malignas: la premisa tribal y el altruismo. Representa el reconocimiento de que el hombre no es la propiedad ni el sirviente de la tribu, que un hombre trabaja para sustentar su propia vida —como debe, por su naturaleza—, que tiene que guiarse por su interés propio racional, y si quiere comerciar con otros, no puede esperar víctimas de sacrificio, es decir, no puede esperar recibir valores sin intercambiarlos por valores proporcionales. El único criterio de lo que es proporcional, en este contexto, es el juicio libre, voluntario y sin coerciones de quienes llevan a cabo el intercambio.

			Las mentalidades tribales atacan este principio desde dos lados aparentemente opuestos: afirman que el libre mercado es «injusto» para el genio y para el hombre común y corriente. La primera objeción se suele expresar mediante una pregunta como la siguiente: «¿Por qué debería ganar Elvis Presley más dinero que Einstein?». La respuesta es ésta: porque los hombres trabajan con el fin de sustentar sus vidas y disfrutar de ellas, y si muchos hombres encuentran un valor en Elvis Presley, tienen derecho a gastar su dinero como les plazca. La riqueza de Presley no se les ha arrebatado a quienes les trae sin cuidado el trabajo de Presley (yo soy una de ellos), ni a Einstein. Presley tampoco se interpone en el camino de Einstein, ni Einstein carece del reconocimiento y la financiación apropiados en una sociedad libre, en un nivel intelectual adecuado.

			En cuanto a la segunda objeción, la afirmación de que un hombre de capacidad media sufre una desventaja «injusta» en un libre mercado:

			Mira más allá del momento presente, tú que gimes que temes competir con hombres de inteligencia superior, que su mente es una amenaza a tu supervivencia, que el fuerte deja sin oportunidad al débil en un mercado de intercambio voluntario. [...] Pero cuando vives en una sociedad racional, donde los hombres son libres para comerciar, recibes un incalculable beneficio: el valor material de tu trabajo está determinado, no sólo por tu esfuerzo, sino por el esfuerzo de las mejores mentes productivas que existen en el mundo a tu alrededor. [...] La máquina, la forma congelada de una inteligencia viva, es el poder que expande el potencial de tu vida al aumentar la productividad de tu tiempo. [...] Cada hombre es libre de ascender tan alto como sea capaz o quiera, pero sólo el nivel hasta el que piensa determina hasta qué nivel ascenderá. El trabajo físico como tal no puede extenderse más allá del momento inmediato. El hombre que no hace más que trabajo físico consume el material equivalente a su propia contribución al proceso productivo, y no dejará ningún valor remanente para él ni para otros. Pero el hombre que produce una idea en cualquier campo de actividad racional..., el hombre que descubre nuevo conocimiento, es un benefactor permanente de la humanidad. [...]; es sólo el valor de una idea el que puede ser compartido con un número ilimitado de hombres, haciendo a todos los participantes más ricos sin el sacrificio ni la pérdida de nadie, aumentando la capacidad productiva de cualquier trabajo que ellos realicen. [...]

			En proporción a la energía mental que usa, el hombre que crea un nuevo invento sólo recibe un pequeño porcentaje de su valor en términos de pago material, sea cual sea la fortuna que haga, y sin importar los millones que gane. Pero el hombre de la limpieza en la fábrica que produce ese invento recibe un pago enorme en proporción al esfuerzo mental que su trabajo requiere de él. Y lo mismo es verdad para todos los hombres intermedios, para todos los niveles de ambición y habilidad. El hombre en la cúspide de la pirámide intelectual contribuye el máximo a todos los que están debajo de él, pero no recibe nada excepto su pago material, no recibe ningún beneficio intelectual de otros para añadir al valor de su tiempo. El hombre en la base, quien, abandonado a su suerte, moriría de hambre en su desesperada ineptitud, no contribuye en nada a aquellos sobre él, pero recibe el beneficio derivado de todos sus cerebros. Tal es la naturaleza de la «competencia» entre el fuerte y el débil de intelecto. Tal es el esquema de «explotación» por el que habéis condenado al fuerte. (La rebelión de Atlas)

			Y tal es la relación del capitalismo con la mente del hombre y la supervivencia del hombre.

			El magnífico progreso alcanzado por el capitalismo en un breve lapso de tiempo —la espectacular mejora de las condiciones de la existencia del hombre en la Tierra— constituye un récord histórico. No debe ser ocultado, evadido o minimizado por toda la propaganda de los enemigos del capitalismo. Pero lo que necesita un especial hincapié es el hecho de que este progreso fue alcanzado por medios no sacrificiales.

			El progreso no se puede alcanzar por medio de las carencias forzosas, por exprimir un «excedente social» de unas víctimas que se están muriendo de hambre. El progreso sólo puede surgir del excedente individual, es decir, del trabajo, la energía, la sobreabundancia creativa de aquellos hombres cuya capacidad produce más de lo que requiere su consumo, aquellos que son intelectual y financieramente capaces de buscar lo nuevo, de mejorar lo conocido, de avanzar. En una sociedad capitalista, donde dichos hombres son libres para actuar y asumir sus propios riesgos, el progreso no consiste en sacrificarse por algún futuro lejano; es parte del presente vivo, es lo normal y natural, se alcanza como y mientras los hombres viven —y disfrutan— sus vidas.

			Ahora considérese la alternativa: la sociedad tribal, donde todos los hombres arrojan sus esfuerzos, valores, ambiciones y objetivos a un estanque tribal o a una olla común, y después esperan hambrientos en la orilla, mientras el jefe de la banda de cocineros la remueve con una bayoneta en una mano y un cheque en blanco para todas sus vidas en la otra. El ejemplo más acorde con dicho sistema es la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas.

			Hace medio siglo, los gobernantes soviéticos ordenaron a sus súbditos que fuesen pacientes, que soportaran las carencias y que hicieran sacrificios en aras de la «industrialización» del país, prometiendo que esto era sólo temporal, que la industrialización les traería abundancia y que el progreso soviético superaría al del Occidente capitalista.

			Hoy, la Rusia soviética sigue siendo incapaz de alimentar a su pueblo, mientras que los gobernantes se apresuran a copiar, tomar prestados o robar los logros tecnológicos de Occidente. La industrialización no es un objetivo estático; es un proceso dinámico con un rápido ritmo de obsolescencia. Así que los desdichados siervos de una economía planificada tribal, que se murieron de hambre esperando los generadores eléctricos y los tractores, están muriéndose de hambre ahora mientras esperan la energía atómica y los viajes interplanetarios. Así, en un «Estado popular», el progreso de la ciencia es una amenaza para el pueblo, y cada avance es extraído del menguante pellejo del pueblo.

			Ésta no fue la historia del capitalismo.

			La abundancia de Estados Unidos no se creó por medio de los sacrificios públicos en aras del «bien común», sino por el genio productivo de hombres libres que persiguieron sus intereses personales y la creación de sus fortunas privadas. No mataron de hambre al pueblo para pagar la industrialización de Estados Unidos. Dieron al pueblo mejores empleos, salarios más altos y productos más baratos con cada nueva máquina que inventaron, con cada descubrimiento científico o avance tecnológico, y, así, todo el país fue avanzando y beneficiándose, y no sufriendo, en cada paso del camino.

			Sin embargo, no debe cometerse el error de invertir la causa y el efecto: el bien del país fue posible precisamente porque no se le impuso a nadie como un objetivo moral o un deber; fue un mero efecto; la causa fue el derecho del hombre a perseguir su propio bien. Es este derecho —no sus consecuencias— lo que representa la justificación moral del capitalismo.

			Pero este derecho es incompatible con las teorías intrínseca o subjetivista de los valores, con la moralidad altruista y la premisa tribal. Es obvio qué atributo humano rechaza uno cuando rechaza la objetividad; y, en vista del historial del capitalismo, es obvio contra qué atributo humano se unirán la moralidad altruista y la premisa tribal: contra la mente del hombre, contra la inteligencia, y en particular contra la inteligencia aplicada a los problemas de la supervivencia humana, es decir, la capacidad productiva.

			Mientras que el altruismo quiere robar a la inteligencia sus recompensas, afirmando que el deber moral de los competentes es servir al incompetente y sacrificarse a las necesidades de cualquiera, la premisa tribal va un paso más allá: niega la existencia de la inteligencia y su papel en la producción de la riqueza.

			Es moralmente obsceno considerar la riqueza como un producto anónimo, tribal, y hablar de «redistribuirlo». La visión de que la riqueza es el resultado de algún proceso no diferenciado y colectivo, de que todos hicimos algo y que es imposible saber quién hizo qué y, por tanto, es necesario algún tipo de «distribución» igualitaria, pudo haber sido adecuada en una jungla primordial donde una horda de salvajes movía las rocas por medio del puro trabajo físico —aunque incluso allí alguien tuvo que iniciar y organizar el movimiento—. Sostener esa visión en una sociedad industrial —donde los logros individuales son registrados públicamente— es una elusión tan burda que incluso concederle el beneficio de la duda es una obscenidad.

			Cualquiera que haya sido alguna vez empleador o empleado, o haya observado a los hombres trabajando, o haya realizado una honrada jornada laboral, conoce el papel crucial de la capacidad, de la inteligencia, de una mente concentrada y competente, y en cualquier nivel laboral, desde el más bajo hasta el más alto. Sabe que la capacidad o la falta de ella (sea real o volitiva) supone la diferencia entre la vida o la muerte en cualquier proceso productivo. La evidencia es tan abrumadora —en la teoría y en la práctica, en términos lógicos y «empíricos», en los acontecimientos de la historia y en la rutina diaria de cualquiera— que nadie puede pretender ignorarla. Los errores de este calibre no se cometen de forma inocente.

			Cuando los grandes industrialistas ganaron fortunas en un mercado libre (es decir, sin el uso de la fuerza, sin la ayuda o la interferencia del Gobierno), crearon nueva riqueza: no la tomaron de quienes no la habían creado. Si dudas sobre esto, échale un vistazo al «producto social total» —y al nivel de calidad de vida— de aquellos países donde a esos hombres no se les permite existir.

			Observa qué pocas veces y de qué forma tan inadecuada se habla de la cuestión de la inteligencia humana en los escritos de los teóricos tribal-estatista-altruistas. Observa con qué cuidado los defensores actuales de una economía mixta evitan y evaden cualquier mención a la inteligencia o a la capacidad en su enfoque de los asuntos político-económicos, en sus afirmaciones, demandas y en su guerra de grupos de presión por el pillaje del «producto social total».

			A menudo se pregunta: ¿por qué fue destruido el capitalismo, a pesar de su historial incomparablemente benefactor? La respuesta reside en que el sustento que alimenta a cualquier sistema social es la filosofía dominante de una cultura, y el capitalismo nunca tuvo una base filosófica. Fue el último y (teóricamente) incompleto producto de la influencia aristotélica. Cuando resurgió una marea de misticismo y engulló la filosofía en el siglo XIX, el capitalismo se quedó en un vacío intelectual y sin sustento. Tampoco su naturaleza moral, ni siquiera sus principios políticos, ha sido jamás plenamente entendida o definida. Sus supuestos defensores lo consideraron compatible con los controles del Estado (es decir, con la interferencia del Estado en la economía), ignorando el significado y las consecuencias del concepto de «laissez faire». Así, lo que existía en la práctica en el siglo XIX no era capitalismo puro, sino diferentes economías mixtas. Puesto que los controles necesitan y engendran más controles, fue el elemento estatista de esas mezclas lo que las arruinó; fue al elemento libre, capitalista, al que se echó la culpa.

			El capitalismo no podía sobrevivir en una cultura dominada por el misticismo y el altruismo, por la dicotomía alma-cuerpo y la premisa tribal. Ningún sistema social (y ninguna institución o actividad humana de ningún tipo) puede sobrevivir sin una base moral. Sobre la base de la moralidad altruista, el capitalismo tenía que estar —y estuvo— condenado desde el principio.4,5

			Para quienes no terminen de entender el papel de la filosofía en los asuntos político-económicos, les ofrezco —como el ejemplo más claro del estado intelectual de hoy— algunas citas más del artículo de la Encyclopaedia Britannica sobre el capitalismo.

			Pocos observadores se inclinan a buscar defectos en el capitalismo como motor de producción. Las críticas suelen provenir de la desaprobación moral o cultural de ciertos rasgos del sistema capitalista, o de las vicisitudes a corto plazo (crisis y depresiones) intercaladas con una mejora a largo plazo. [Las cursivas son mías.]

			Las «crisis y depresiones» fueron causadas por la interferencia del Estado, no por el sistema capitalista. Pero ¿cuál era la naturaleza de la «desaprobación moral o cultural»? El artículo no nos lo dice explícitamente, pero sí nos da una pista elocuente:

			Tal como eran, sin embargo, ambas tendencias y materializaciones [del capitalismo] llevan el sello inconfundible de los intereses del empresario y aún más del tipo de mente del empresario. Además, no fueron sólo las políticas públicas, sino la filosofía de la vida nacional e individual y el esquema de los valores culturales los que llevaban ese sello. Su utilitarismo materialista, su confianza ingenua en el progreso de un cierto tipo, sus logros reales en el campo de la ciencia pura y aplicada y el temperamento de sus creaciones artísticas se remontan todos al espíritu de racionalismo que emana de la oficina del empresario. [Las cursivas son mías.]

			El autor del artículo, que no es lo suficientemente «ingenuo» como para creer en un tipo de progreso capitalista (o racional), sostiene, al parecer, una creencia distinta:

			A finales de la Edad Media, la Europa occidental estaba en la posición en que están muchos países subdesarrollados en el siglo XX. [Esto quiere decir que la cultura del Renacimiento era más o menos el equivalente del Congo actual, o que el desarrollo intelectual del pueblo no tuvo nada que ver con la economía.] En las economías subdesarrolladas la difícil tarea de los estadistas es poner en marcha un proceso acumulativo de desarrollo económico, porque una vez que se adquiera cierto impulso surgirán nuevos avances de forma más o menos automática.

			Cierta parte de esta noción subyace a cada teoría de la economía planificada. Es por dicha creencia «sofisticada» por la que dos generaciones de rusos han perecido, esperando el progreso automático.

			Los economistas clásicos intentaron plantear una justificación tribal del capitalismo sobre la base de que provee la mejor «asignación» de los «recursos» de una comunidad. Y aquellos polvos trajeron estos lodos:

			La teoría del mercado de la asignación de recursos dentro del sector privado es el tema central de la economía clásica. El criterio para la asignación entre los sectores público y privado es formalmente el mismo que en cualquier otra asignación de recursos: en concreto, que la comunidad debe ser igualmente satisfecha por un incremento marginal de los recursos utilizados en los ámbitos públicos y privados. [...] Muchos economistas han aseverado que existen considerables indicios, y tal vez aplastantes, de que el bienestar total en el Estados Unidos capitalista, por ejemplo, se vería aumentado por una reasignación de los recursos al sector público: más aulas y menos centros comerciales, más bibliotecas públicas y menos automóviles, más hospitales y menos boleras.

			Esto significa que algunos hombres deben trabajar duro toda su vida sin un transporte adecuado (automóviles), sin una cantidad adecuada de lugares donde comprar los productos que necesitan (centros comerciales) y sin placeres para relajarse (boleras), con el fin de que se pueda proveer a otros hombres de escuelas, bibliotecas y hospitales.

			Si quieres ver los resultados finales y el pleno significado de la visión tribal de la riqueza —la erradicación total de la distinción entre la acción privada y la acción gubernamental, entre la producción y la fuerza; la erradicación total del concepto de «derechos», de una realidad individual de un ser humano y su sustitución por una visión de los hombres como animales de carga intercambiables o «factores de producción»—, analiza lo siguiente:

			El capitalismo tiene un prejuicio contra el sector público por dos razones. La primera es que todos los productos e ingresos son acumulados [?] inicialmente por el sector privado, mientras que los recursos llegan al sector público a través del doloroso proceso tributario. Las necesidades públicas son cubiertas sólo por el sufrimiento de los consumidores en su papel de contribuyentes al fisco [¿qué hay de los productores?], cuyos representantes son muy conscientes de la sensibilidad de sus representados [!] respecto a los impuestos. Que el pueblo sabe mejor que los Gobiernos qué hacer con sus ingresos es un concepto más atractivo que el contrario: que la gente consigue más por medio de los impuestos que pagan que por medio de otro tipo de gasto [¿por medio de qué teoría de los valores?, ¿según el juicio de quién?] [...].

			La segunda es que la presión de la empresa privada por vender da lugar a un formidable conjunto de estratagemas de las técnicas de venta modernas que influyen en las decisiones del consumidor y en el sesgo de los valores del consumidor a favor del consumo privado [...]. [Esto significa que tu deseo de gastar el dinero que ganas, en vez de que te lo quiten, es un mero sesgo.] Por tanto, mucho gasto privado se destina a satisfacer carencias que no son muy urgentes en ningún sentido fundamental [urgentes, ¿para quién?; ¿qué carencias son «fundamentales», más allá de una caverna, una piel de oso y un pedazo de carne cruda?]. La consecuencia es que se desatienden muchas necesidades públicas porque estas carencias privadas superficiales, generadas artificialmente, compiten con éxito por los mismos recursos [los recursos, ¿de quién?] [...].

			Comparar la asignación de recursos a los sectores privado y público bajo el capitalismo y bajo el colectivismo socialista es muy esclarecedor [sí que lo es]. En una economía colectiva, todos los recursos operan en el sector público y están a disposición de la educación, la defensa, la salud, el bienestar y otras necesidades públicas sin ninguna transferencia mediante los impuestos. El consumo privado se restringe a las demandas permitidas [¿por quién?] frente al producto social, al igual que los servicios públicos en una economía capitalista se limitan a las demandas permitidas frente al sector privado [las cursivas son mías]. En una economía colectiva, las necesidades públicas disfrutan del mismo tipo de prioridad inherente que el consumo privado disfruta en una economía capitalista. En la Unión Soviética abundan los maestros, pero los automóviles son escasos, mientras que en Estados Unidos prevalece la condición contraria.

			Ésta es la conclusión del artículo:

			Las predicciones acerca de la supervivencia del capitalismo son, en parte, una cuestión de definición. Se ve por todas partes, en los países capitalistas, un viraje de la actividad económica desde la esfera privada hacia la pública [...]. Al mismo tiempo [después de la Segunda Guerra Mundial] el consumo privado parecía destinado a aumentar en los países comunistas [¿como el consumo de trigo?]. Los dos sistemas económicos parecían acercarse más entre sí debido a los cambios que convergían desde ambas direcciones. Sin embargo, aún existían diferencias significativas en las estructuras económicas. Parecía razonable asumir que la sociedad que invirtiera más en las personas avanzaría con mayor rapidez y heredaría el futuro. En este importante aspecto, el capitalismo, a ojos de algunos economistas, trabaja en una condición de desventaja, fundamental pero ineludible, en la competencia con el colectivismo.

			La colectivización de la agricultura soviética se logró mediante una hambruna planificada por el Estado, planificada y llevada a cabo deliberadamente para obligar a los campesinos a trasladarse a las granjas colectivas; los enemigos de la Rusia soviética afirman que quince millones de campesinos murieron en esa hambruna; el Estado soviético admite la muerte de siete millones.

			Al final de la Segunda Guerra Mundial, los enemigos de la Rusia soviética afirmaron que treinta millones de personas tuvieron que realizar trabajos forzados en campos de concentración soviéticos (morían a causa de la malnutrición planificada, y las vidas humanas eran más baratas que la comida); los apologistas de la Rusia soviética admiten la cifra de doce millones.

			A esto se refiere la Encyclopaedia Britannica con «inversión en las personas».

			En una cultura donde se hace tal afirmación con impunidad intelectual y con un aura de rectitud moral, los hombres más culpables no son los colectivistas; los hombres más culpables son aquellos que, careciendo del valor para cuestionar el misticismo o el altruismo, intentan evadir las cuestiones de la razón y la moralidad para defender el único sistema racional y moral de la historia de la humanidad —el capitalismo— sobre cualquier base que no sea la racional y la moral.

			AYN RAND
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			Las raíces de la guerra

			Se dice que las armas nucleares han hecho las guerras demasiado horribles para siquiera pensar en ellas. Sin embargo, todas las naciones de la Tierra sienten, con un terror indefenso, que dicha guerra podría ocurrir.

			La inmensa mayoría de la humanidad —las personas que mueren en los campos de batalla o de hambre entre las ruinas— no quiere la guerra. Nunca la quiso. Sin embargo, las guerras no han dejado de estallar en el transcurso de los siglos, como un largo rastro de sangre que subraya la historia de la humanidad.

			Los hombres temen que la guerra pueda llegar porque saben, de forma consciente o inconsciente, que ellos nunca han rechazado la doctrina que causa las guerras, que ha causado las guerras del pasado y que puede hacerlo otra vez: la doctrina de que es correcto o práctico o necesario que los hombres alcancen sus objetivos por medio de la fuerza física (iniciando el uso de la fuerza contra otros hombres) y que algún tipo de «bien» puede justificarlo. Es la doctrina de que la fuerza es una parte adecuada o inevitable de la existencia humana y de las sociedades humanas.

			Obsérvese una de las características más desagradables del mundo de hoy: la mezcla de los frenéticos preparativos de guerra con la histérica propaganda pacifista, y el hecho de que ambos proceden del mismo origen, de la misma filosofía política. La filosofía política quebrada, pero aun así dominante, de nuestra época es el estatismo.

			Obsérvese la naturaleza de los supuestos movimientos por la paz de hoy. Profesando su amor y preocupación por la supervivencia de la humanidad, no dejan de berrear que se debe parar la carrera armamentista nuclear, que se debe abolir la fuerza armada como medio de resolver disputas entre los países y que se debe ilegalizar la guerra en nombre de la humanidad. Sin embargo, estos mismos movimientos por la paz no se oponen a las dictaduras; los puntos de vista políticos de sus miembros abarcan todos los matices del espectro estatista, desde el estatismo del bienestar al socialismo, el fascismo y el comunismo. Esto significa que se oponen a que un país utilice la coerción contra otro, pero no a que el Gobierno de una nación la utilice contra sus propios ciudadanos; significa que se oponen al uso de la fuerza contra adversarios armados, pero no contra los desarmados.

			Considérense el pillaje, la destrucción, las hambrunas, la brutalidad, los campos de trabajo esclavo, las cámaras de tortura, las matanzas a gran escala perpetradas por los dictadores. Sin embargo, esto es lo que los actuales amantes de la paz están dispuestos a defender o tolerar, en nombre del amor por la humanidad.

			Es obvio que la raíz ideológica del estatismo (o del colectivismo) es la premisa tribal de los salvajes primordiales que, incapaces de concebir los derechos individuales, creyeron que la tribu es un gobernante supremo, omnipotente, que es dueño de las vidas de sus miembros y puede sacrificarlos cuando le plazca para lo que sea que considere su propio «bien». Incapaz de concebir cualquier principio social, salvo el régimen de la fuerza bruta, creyeron que los deseos de la tribu están limitados sólo por su poder físico y que otras tribus son su presa natural, para conquistarlas, saquearlas, esclavizarlas o aniquilarlas. La historia de todos los pueblos primitivos es una sucesión de guerras tribales y matanzas intertribales. Que esta ideología salvaje gobierne ahora naciones con armas nucleares debería dar que pensar a cualquiera al que le preocupe la supervivencia de la humanidad.

			El estatismo es un sistema de violencia institucionalizada y guerra civil perpetua. No les deja a los hombres más opción que luchar para hacerse con el poder político: robar o que te roben, matar o que te maten. Cuando la fuerza bruta es el único criterio de la conducta social, y cuando la rendición sin resistencia a la destrucción es la única alternativa, incluso el hombre más inferior, incluso un animal —incluso una rata arrinconada— luchará. No puede haber paz en una nación esclavizada.

			Los conflictos más sangrientos de la historia no fueron guerras entre países, sino guerras civiles entre hombres del mismo país que no pudieron encontrar ningún recurso pacífico en la ley, los principios o la justicia. Obsérvese que la historia de todos los Estados absolutistas está salpicada de alzamientos sangrientos: estallidos violentos de desesperación ciega, sin ideología, programa u objetivos, que normalmente fueron sofocados por medio de un implacable exterminio.

			En una dictadura total, la crónica guerra civil «fría» del estatismo adopta la forma de las purgas sangrientas, cuando una banda depone a otra, como en la Alemania nazi o en la Rusia soviética. En una economía mixta, adopta la forma de la guerra de grupos de presión, donde cada uno lucha por una legislación que les permita arrebatar por la fuerza sus ventajas a todos los demás grupos.

			El grado de estatismo en el sistema político de un país es el grado en el que divide el país en bandas rivales y dispone a unos hombres contra otros. Cuando los derechos individuales son derogados, no hay forma de determinar quién tiene derecho a qué; no hay forma de determinar la justicia de las demandas, deseos o intereses de nadie. El criterio, por tanto, se retrotrae a un concepto tribal: los deseos de uno están limitados sólo por el poder de la banda de uno. Para sobrevivir en dicho sistema, los hombres no tienen más opción que temerse, odiarse y destruirse unos a otros; es un sistema de complots clandestinos, de conspiraciones secretas, de acuerdos, favores, traiciones y repentinos y sangrientos golpes de Estado.

			No es un sistema que conduzca a la fraternidad, la seguridad, la cooperación y la paz.

			El estatismo —en la realidad y por principio— no es nada más que un régimen de bandas. Una dictadura es una banda dedicada a saquear los frutos de los ciudadanos productivos de su propio país. Cuando un mandatario estatista agota la economía de su propio país, ataca a sus vecinos. Es su único medio de posponer el colapso interno y prolongar su mandato. Un país que viola los derechos de sus propios ciudadanos no respetará los derechos de sus vecinos. Los que no reconocen los derechos individuales no reconocerán los derechos de las naciones: una nación no es más que una suma de individuos.

			El estatismo necesita la guerra; un país libre no. El estatismo sobrevive mediante el pillaje; un país libre sobrevive mediante la producción.

			Obsérvese que las grandes guerras de la historia las empezaron las economías más reguladas del momento contra las más libres. Por ejemplo, la Primera Guerra Mundial la empezaron la Alemania monárquica y la Rusia zarista, que arrastraron a sus aliados, más libres. La Segunda Guerra Mundial la empezó la alianza de la Alemania nazi y la Rusia soviética con su ataque conjunto a Polonia.

			Obsérvese que, en la Segunda Guerra Mundial, tanto Alemania como Rusia se apropiaron de fábricas enteras en los países conquistados y las desmantelaron para llevárselas a su país, mientras que la más libre de las economías mixtas, el Estados Unidos semicapitalista, envió maquinaria en préstamo por valor de miles de millones de dólares, incluidas fábricas enteras, a sus aliados.1

			Alemania y Rusia necesitaban la guerra; Estados Unidos no, y no ganó nada (de hecho, Estados Unidos perdió en términos económicos, aunque ganara la guerra: se quedó con una enorme deuda nacional, aumentada por la política grotescamente inútil de apoyar a antiguos aliados y enemigos hasta la fecha). Sin embargo, es al capitalismo a lo que se oponen los amantes de la paz de hoy, y es el estatismo lo que defienden, en nombre de la paz.

			El capitalismo laissez faire es el único sistema social basado en el reconocimiento de los derechos individuales y, por tanto, el único que prohíbe la fuerza en las relaciones sociales. Por la naturaleza de sus principios básicos e intereses, es el único sistema fundamentalmente opuesto a la guerra.

			Los hombres libres para producir no tienen incentivos para saquear; no tienen nada que ganar con la guerra, y sí mucho que perder. Ideológicamente, el principio de los derechos individuales no permite a un hombre buscarse su sustento a punta de pistola, dentro o fuera de su país. Económicamente, las guerras cuestan dinero; en una economía libre, donde la riqueza es de propiedad privada, los costes de la guerra se extraen de los ingresos de los ciudadanos particulares —no hay un tesoro público hinchado para esconder esa realidad—, y un ciudadano no puede esperar recuperar sus pérdidas financieras (como los impuestos, los trastornos para sus negocios o la destrucción de la propiedad) ganando la guerra. Por tanto, sus propios intereses económicos están del lado de la paz.

			En una economía estatista, donde la riqueza es de «propiedad pública», un ciudadano no tiene intereses económicos que proteger preservando la paz —es sólo una gota en el balde común—, mientras que la guerra le da la (falaz) esperanza de unas mayores limosnas de sus amos. Ideológicamente, se le ha enseñado a considerar a los hombres animales de sacrificio; él mismo es uno, y no puede tener una noción de por qué los extranjeros no deben ser sacrificados en el mismo altar público en beneficio del mismo Estado.

			El comerciante y el guerrero han sido antagonistas fundamentales a lo largo de la historia. El comercio no florece en los campos de batalla, las fábricas no producen bajo los bombardeos, las ganancias no crecen sobre los escombros. El capitalismo es una sociedad de comerciantes, por lo que ha sido condenado por cada pistolero en ciernes que considera «egoísta» el comercio y «noble» la conquista.

			Observad, quienes estéis realmente preocupados por la paz, que el capitalismo le dio a la humanidad el período de paz más largo de la historia —un período sin guerras que involucraran a todo el mundo civilizado— desde el fin de las guerras napoleónicas en 1815 hasta el estallido de la Primera Guerra Mundial en 1914.

			Se debe recordar que los sistemas políticos del siglo XIX no eran capitalismo puro, sino economías mixtas. El elemento de libertad, sin embargo, era predominante; fue lo más cerca que llegó la humanidad a un siglo de capitalismo. Pero el elemento del estatismo siguió creciendo durante todo el siglo XIX y, cuando hizo explotar el mundo en 1914, ya dominaba las políticas estatistas en los Estados implicados.

			Del mismo modo que, en los asuntos internos, se culpó al capitalismo y al libre mercado de todos los males causados por el estatismo y los controles del Estado, en los asuntos exteriores se culpó al capitalismo y se le achacaron todos los males de las políticas estatistas. Mitos como el «imperialismo capitalista», el «lucro de la guerra» o la idea de que el capitalismo tiene que ganar «mercados» mediante la conquista militar son ejemplos de la superficialidad y la falta de escrúpulos de los analistas e historiadores estatistas.

			La esencia de la política exterior del capitalismo es el libre comercio —es decir, la abolición de las fronteras al comercio, de los aranceles proteccionistas, de los privilegios especiales—, la apertura de las rutas comerciales del mundo al libre intercambio y a la libre competencia internacionales entre los ciudadanos de todos los países, que tratan directamente unos con otros. En el siglo XIX, fue el libre comercio lo que liberó al mundo, al socavar y destrozar los restos del feudalismo y la tiranía estatista de las monarquías absolutas.

			Como pasó con Roma, el mundo aceptó el Imperio británico porque abrió al mundo canales de energía para el comercio general. Aunque aún se le imponía un considerable grado de gobierno represivo (estatus) a Irlanda, con muy malos resultados, en general, las exportaciones invisibles de Inglaterra fueron el derecho y el libre comercio. En términos prácticos, mientras Inglaterra dominó los mares, cualquier hombre de cualquier país podía ir a cualquier parte, llevándose sus bienes y su dinero con él, sin correr ningún peligro.2

			Como en el caso de Roma, cuando el elemento represivo de la economía mixta de Inglaterra creció hasta convertirse en su política dominante y viró hacia el estatismo, su imperio se vino abajo. No era la fuerza militar la que lo mantenía unido.

			El capitalismo gana sus mercados y los mantiene por medio de la libre competencia, dentro y fuera del país. Un mercado conquistado mediante la guerra puede ser un valor (temporalmente) sólo para los defensores de la economía mixta que quieren cerrarla a la competencia internacional, imponer reglas restrictivas y adquirir así privilegios especiales por medio de la fuerza. El mismo tipo de empresarios que querían obtener ventajas especiales mediante la acción del Gobierno en sus propios países quisieron obtener mercados especiales mediante la acción del Gobierno en el extranjero. ¿A costa de quién? A costa de la inmensa mayoría de los empresarios que pagaron los impuestos por dichas aventuras pero no ganaron nada. ¿Quién justificó tales políticas y se las vendió a la opinión pública? Los intelectuales estatistas que fabricaron doctrinas tales como «el interés público» o «el prestigio nacional» o «el destino manifiesto».

			Los que de verdad se lucran con la guerra en todas las economías mixtas fueron y son de ese tipo: hombres con influencia política que ganan fortunas mediante el favor del Gobierno, durante o después de una guerra, fortunas que no podrían haber ganado en un libre mercado.

			Recuérdese que los ciudadanos particulares —sean ricos o pobres, empresarios o trabajadores— no tienen poder para empezar una guerra. Ese poder es una prerrogativa exclusiva del Gobierno. ¿Qué tipo de Gobierno es más propenso a precipitar al país a una guerra? ¿Un Gobierno de poderes limitados, circunscrito a las restricciones constitucionales, o un Gobierno ilimitado, susceptible a la presión de cualquier grupo con intereses bélicos o ideologías, un Gobierno capaz de ordenar a los ejércitos marchar según el capricho de un solo director ejecutivo?

			Sin embargo, no es por un Gobierno limitado por lo que están abogando los amantes de la paz de hoy.

			(Ni que decir tiene, el pacifismo unilateral es una mera invitación a la agresión. Del mismo modo que una persona tiene derecho a la defensa propia, también lo tiene un país si es atacado. Pero esto no le confiere a su Gobierno el derecho a reclutar hombres para el servicio militar, que es la violación más flagrante del derecho de un hombre a su propia vida. No hay ninguna contradicción entre lo moral y lo práctico: un ejército voluntario es el ejército más eficiente, como han atestiguado muchas autoridades militares. A un país libre nunca le han faltado voluntarios cuando ha sido atacado por un agresor extranjero, pero no muchos hombres se ofrecerían voluntarios para aventuras como la de Corea o Vietnam. Sin ejércitos de reclutas forzosos, las políticas exteriores de las economías estatistas o mixtas no serían posibles.)

			Siempre que un país es al menos medio libre, los que se lucran con su economía mixta no son la fuente de sus influencias o políticas bélicas, y no son la causa primaria de su participación en la guerra. Sólo son meros carroñeros políticos que ganan dinero con una tendencia pública. La causa primaria de esa tendencia son los intelectuales de la economía mixta.

			Obsérvese el vínculo entre el estatismo y el militarismo en la historia intelectual de los siglos XIX y XX. Al igual que la destrucción del capitalismo y el auge del Estado totalitario no fueron causados por los negocios o el trabajo o ningún interés económico, sino por la ideología estatista dominante de los intelectuales, también el resurgimiento de las doctrinas de la conquista militar y las cruzadas armadas por las «ideas» políticas fueron producto de la misma creencia de los intelectuales de que «el bien» se debe alcanzar por medio de la fuerza.

			El auge de un espíritu de imperialismo nacionalista en Estados Unidos no provino de la derecha, sino de la izquierda, ni de los intereses de las grandes empresas, sino de los reformistas colectivistas que influyeron en las políticas de Theodore Roosevelt y Woodrow Wilson. Se puede leer una historia de estas influencias en The decline of American liberalism, de Arthur A. Ekirch.3 Escribe el profesor Ekirch:

			En casos como la creciente aceptación de los progresistas de la instrucción militar obligatoria y de la carga del hombre blanco, hubo recordatorios obvios del paternalismo de gran parte de su legislación de reforma económica. El imperialismo, según un reciente estudio sobre la política exterior estadounidense, fue una rebelión contra muchos de los valores del liberalismo tradicional. «El espíritu del imperialismo fue una exaltación del deber frente a los derechos, del bienestar colectivo frente al interés individual, de los valores heroicos frente al materialismo, de la acción frente a la lógica y del impulso natural en vez del desvaído intelecto.»4

			En relación con Woodrow Wilson, el profesor Ekirch apunta:

			Wilson, sin duda, habría preferido que el crecimiento del comercio exterior de Estados Unidos hubiese sido resultado de la libre competencia internacional, pero le pareció fácil, con sus ideas sobre el moralismo y el deber, racionalizar la intervención estadounidense directa como medio de salvaguardar el interés nacional.5

			Y: «[Wilson] parecía sentir que Estados Unidos tenía la misión de extender sus instituciones —las cuales él concebía como liberales y democráticas— a las áreas más ignaras del mundo».6 No fueron los defensores del capitalismo los que ayudaron a Wilson a alborotar a una nación reacia, amante de la paz, hacia la histeria de una cruzada militar; fue la revista «liberal» The New Republic. Su editor, Herbert Croly, utilizó argumentos como «La nación estadounidense necesita el tónico de una aventura moral importante».

			Del mismo modo que Wilson, un reformista «liberal», condujo a Estados Unidos a la Primera Guerra Mundial «para hacer el mundo seguro para la democracia», también Franklin D. Roosevelt, otro reformista «liberal», lo condujo a la Segunda Guerra Mundial en nombre de las «cuatro libertades». En ambos casos, la inmensa mayoría de los «conservadores» —y los intereses de las grandes empresas— fueron contrarios a la guerra, pero los acallaron. En el caso de la Segunda Guerra Mundial, fueron difamados como «aislacionistas», «reaccionarios» y doctrinarios de la política de «América primero».

			La Primera Guerra Mundial no condujo a la «democracia», sino a la creación de tres dictaduras: la Rusia soviética, la Italia fascista y la Alemania nazi. La Segunda Guerra Mundial no condujo a las «cuatro libertades», sino a la rendición de un tercio de la población mundial a la esclavitud comunista.

			Si la paz fuese el objetivo de los intelectuales de hoy, un fracaso de esa magnitud —y la evidencia de un inenarrable sufrimiento a gran escala— los haría pararse a pensar y comprobar sus premisas estatistas. En cambio, ciegos a todo salvo a su odio hacia el capitalismo, afirman ahora que la «pobreza engendra las guerras» (y justifican la guerra al simpatizar con una «codicia material» de ese tipo). Pero la pregunta es: ¿qué engendra la pobreza? Si miras hoy al mundo, y si echas la vista atrás a la historia, verás la respuesta: el grado de libertad de un país es el grado de su prosperidad.

			Otro cliché actual es la queja de que los países del mundo están divididos en «los que tienen» y «los que no tienen». Obsérvese que «los que tienen» son los que tienen libertad, y que es libertad lo que no tienen «aquellos que no tienen».

			Si los hombres quieren oponerse a la guerra, es al estatismo a lo que se deben oponer. Mientras sostengan la noción tribal de que el individuo es carne de cañón sacrificable para el colectivo, que los hombres tienen el derecho a mandar sobre otros por medio de la fuerza y que algún supuesto «bien» (cualquiera) puede justificarlo, no puede haber paz dentro de un país ni ninguna paz entre los países.

			Es cierto que las armas nucleares han hecho las guerras demasiado horribles para siquiera pensar en ellas. Pero a un hombre no le supone ninguna diferencia que lo maten con una bomba nuclear o con una bomba de dinamita o con el antiguo garrote. Tampoco el número de las demás víctimas o la escala de la destrucción suponen diferencia alguna para él. Y hay algo obsceno en la actitud de quienes consideran el horror una cuestión de cifras, que están dispuestos a enviar a un pequeño grupo de jóvenes a morir por la tribu, pero lanzan gritos contra el peligro para la propia tribu, y más aún: que están dispuestos a consentir la matanza de víctimas indefensas, pero se manifiestan contra las guerras entre los que están bien armados.

			Mientras los hombres sean sometidos por medio de la fuerza, lucharán contra ello y utilizarán cualquier arma de que dispongan. Si un hombre es conducido a una cámara de gas nazi o a un pelotón de fusilamiento soviético sin que se alce ninguna voz para defenderlo, ¿sentiría algún amor o preocupación por la supervivencia de la humanidad? ¿O estaría más justificado que sintiera que una humanidad caníbal, que tolera las dictaduras, no merece sobrevivir?

			Si las armas nucleares son una espantosa amenaza y la humanidad ya no se puede permitir la guerra, entonces, la humanidad ya no se puede permitir el estatismo. Que ningún hombre de buena voluntad cargue sobre su conciencia la defensa del imperio de la fuerza, fuera o dentro de su país. Que todos aquellos que realmente están preocupados por la paz —aquellos que sí aman al hombre y se preocupan por su supervivencia— se den cuenta de que, si se quiere proscribir la guerra alguna vez, es el uso de la fuerza lo que se debe proscribir.

			AYN RAND
The Objectivist,
junio de 1966
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			La minoría perseguida de Estados Unidos: las grandes empresas

			Si un pequeño grupo de hombres fuesen siempre considerados culpables, en cualquier enfrentamiento con cualquier otro grupo, sin importar en qué asuntos y circunstancias, ¿llamarías a eso persecución? Si a este grupo siempre se le hiciera pagar por los pecados, errores o fracasos de cualquier otro grupo, ¿llamarías a eso persecución? Si este grupo tuviese que vivir en un reino de terror silencioso, sujeto a leyes especiales ante las cuales todos los demás grupos tienen inmunidad, leyes que el acusado no podría entender o definir de antemano y que la acusación siempre podría interpretar como le plazca, ¿llamarías a eso persecución? Si a este grupo se le penalizase, no por sus defectos, sino por sus virtudes; no por su incompetencia, sino por sus logros, y cuanto mayor el logro, mayor la penalización, ¿llamarías a eso persecución?

			Si tu respuesta es «sí», entonces pregúntate qué tipo de monstruosa injusticia estás consintiendo, facilitando o perpetrando. Ese grupo son los empresarios estadounidenses.

			Hoy en día, prácticamente todos aclaman la defensa de los derechos de la minoría como principio moral de un orden superior. Pero este principio, que prohíbe la discriminación, es aplicado por la mayoría de los intelectuales «liberales» de manera discriminatoria: se aplica sólo a las minorías raciales o religiosas. No se le aplica a esa minoría pequeña, explotada, denunciada e indefensa que conforman los empresarios.

			Sin embargo, todos los aspectos desagradables y salvajes de la injusticia hacia las minorías raciales o religiosas se practican hoy hacia los empresarios. Por ejemplo, considérese la maldad de condenar a algunos hombres y absolver a otros sin una vista, sin importar los hechos. Los «liberales» de hoy consideran a un empresario culpable en cualquier conflicto con un sindicato, sin importar los hechos o en qué asuntos, y se jactan de que no cruzarán una barrera de piquetes «con razón o sin ella». Considérese la maldad de juzgar a las personas con un doble rasero y de negar a algunos los derechos otorgados a otros. Los «liberales» de hoy reconocen el derecho de los trabajadores (la mayoría) a su sustento (sus salarios), pero niegan el derecho de los empresarios (la minoría) a su sustento (sus ganancias). Si los trabajadores luchan por unos salarios más altos, esto se aclama como «ganancias sociales»; si los empresarios luchan por unas ganancias más altas, esto se condena como «codicia egoísta». Si la calidad de vida de los trabajadores es baja, los «liberales» culpan a los empresarios; pero si los empresarios intentan mejorar su eficacia económica, expandir sus mercados y aumentar los retornos financieros de sus empresas, posibilitando así unos salarios más altos y unos precios más bajos, esos mismos «liberales» lo condenan como «mercantilismo». Si una fundación sin ánimo de lucro —es decir, un grupo que no tiene que ganarse sus fondos— patrocina un programa de televisión que defiende sus puntos de vista concretos, los «liberales» lo aclaman como «información», «educación», «arte» y «servicio público»; si un empresario patrocina un programa de televisión y quiere que refleje sus puntos de vista, los «liberales» gritan y lo tachan de «censura», «presión» y «régimen dictatorial». Cuando tres filiales de la Hermandad Internacional de Camioneros1 privaron a Nueva York de su suministro de leche durante quince días, no se oyó ninguna palabra de indignación moral o condena de los sectores «liberales»; pero imagina sólo qué sucedería si los empresarios interrumpieran ese suministro de leche durante una hora, y con qué rapidez se verían anulados por medio de ese linchamiento o pogromo legalizado y conocido como trust-busting [desmantelamiento de monopolios].

			Siempre que, en cualquier época, cultura o sociedad te encuentres el fenómeno del prejuicio, la injusticia, la persecución y el odio ciego e irracional hacia algún grupo minoritario, observa qué banda tiene algo que ganar con esa persecución, observa quiénes tienen intereses creados en la destrucción de esas víctimas sacrificiales concretas. Invariablemente, descubrirás que la minoría perseguida sirve como chivo expiatorio de algún movimiento que no quiere que se conozca la naturaleza de sus objetivos. Todo movimiento que pretende esclavizar un país, toda dictadura o potencial dictadura, necesita algún grupo minoritario como chivo expiatorio al que pueda culpar de los problemas de la nación y utilizarlo como justificación de sus propias demandas de poderes dictatoriales. En la Rusia soviética, el chivo expiatorio fue la burguesía; en la Alemania nazi, fue la población judía; en Estados Unidos, son los empresarios.

			Estados Unidos aún no ha llegado a la etapa de la dictadura. Pero, allanándole el camino desde hace muchas décadas, los empresarios han servido como chivo expiatorio para los movimientos estatistas de toda índole: comunistas, fascistas o del bienestar. ¿Por los pecados y maldades de quién asumieron la culpa los empresarios? Por los pecados y maldades de los burócratas.

			Un desastroso pack intelectual que nos presentaron los teóricos del movimiento estatista es la equiparación de poder económico y poder político. Habrás oído expresar clichés como «Un hombre hambriento no es libre» o «A un trabajador le da igual recibir las órdenes de un empresario que de un burócrata». La mayoría de la gente acepta estos equívocos, y sin embargo saben que los trabajadores más pobres de Estados Unidos son más libres y están más seguros que el comisario más rico de la Rusia soviética. ¿Cuál es el principio básico, esencial, crucial, que diferencia la libertad de la esclavitud? Es el principio de la acción volitiva frente a la coerción física o la obligación.

			La diferencia entre el poder político y cualquier otro tipo de «poder» social, entre el Estado y cualquier organización privada, es que el Estado posee un monopolio legal sobre el uso de la fuerza física. Esta distinción es tan importante, y tan poco reconocida hoy, que debo instarte a que la tengas en cuenta. Permíteme repetirlo: el Estado posee un monopolio legal sobre el uso de la fuerza física.

			Ningún individuo o grupo u organización privados tiene el poder legal para iniciar el uso de la fuerza física contra otros individuos o grupos y obligarlos a actuar contra su decisión voluntaria. Sólo el Estado tiene ese poder. La naturaleza de la acción del Estado es la acción coercitiva. La naturaleza del poder político es el poder para forzar la obediencia bajo la amenaza del perjuicio físico: la amenaza de expropiación, encarcelamiento o muerte.

			Las metáforas vagas, las imágenes sentimentaloides, la poesía dispersa y los equívocos —como «un hombre hambriento no es libre»— no alteran el hecho de que sólo el poder político es el poder de la coerción física, y que la libertad, en un contexto político, sólo tiene un significado: la ausencia de la coerción física.

			La única función adecuada del Gobierno de un país libre es actuar como órgano protector de los derechos individuales, es decir, que protege a los individuos de la violencia física. Dicho Gobierno no tiene el derecho a iniciar el uso de la fuerza física contra nadie, un derecho que el individuo no posee y que, por tanto, no puede delegar en ningún órgano. Pero el individuo sí posee el derecho a la defensa propia, y ése es el derecho que delega en el Gobierno para que vele por su cumplimiento de forma ordenada y definida jurídicamente. Un Gobierno adecuado tiene derecho a usar la fuerza física sólo en represalia y sólo contra quienes iniciaron su uso. Las funciones adecuadas de un Estado son la policía, para proteger a los hombres de los criminales; las fuerzas militares, para proteger a los hombres de los invasores extranjeros; y las cortes judiciales, para proteger la propiedad y los contratos de los hombres frente al allanamiento y el incumplimiento, y para resolver disputas entre los hombres según unas leyes objetivamente definidas.

			Éstos fueron, implícitamente, los principios políticos en que se basó la Constitución de Estados Unidos; implícita pero no explícitamente. Hubo contradicciones en la Constitución que permitieron a los estatistas introducir una cuña para agrandar las grietas y, poco a poco, destrozar la estructura.

			Un estatista es un hombre que cree que algunos hombres tienen el derecho a obligar, coaccionar, esclavizar, robar y asesinar a otros. Para ser llevada a la práctica, esta creencia tiene que ser implantada por medio de la doctrina política de que el Gobierno —el Estado— tiene el derecho a iniciar el uso de la fuerza física contra sus ciudadanos. La frecuencia con que se use esa fuerza, contra quién, en qué medida, con qué finalidad y para el beneficio de quién son cuestiones irrelevantes. El principio básico y los resultados últimos de todas las doctrinas son los mismos: dictadura y destrucción. El resto es sólo cuestión de tiempo.

			Consideremos ahora el asunto del poder económico.

			¿Qué es el poder económico? Es el poder de producir, así como de intercambiar lo que uno ha producido. En una economía libre, donde ningún hombre o grupo de hombres puede usar la coerción física contra nadie, el poder económico sólo puede ser alcanzado con medios voluntarios: por la decisión y el acuerdo voluntarios de todos los que participan en el proceso de producción e intercambio. En un libre mercado, lo que determina todos los precios, salarios y ganancias no es el capricho arbitrario de los ricos o de los pobres, ni la «codicia» o la «necesidad» de nadie, sino la ley de la oferta y la demanda. El mecanismo de un libre mercado es un reflejo y un compendio de todas las elecciones y decisiones económicas que toman todos los participantes. Los hombres intercambian sus productos o servicios mediante el consentimiento mutuo y para el mutuo beneficio, según su propio juicio independiente y sin coacciones. Un hombre se puede hacer rico sólo si es capaz de ofrecer mejores valores —mejores productos o servicios a un precio más bajo— que los que otros pueden ofrecer.

			La riqueza, en un mercado libre, se obtiene por medio de un voto libre, general y «democrático», por las ventas y las compras de cada individuo que participa en la vida económica del país. Siempre que decides comprar un producto en vez de otro, estás votando a favor del éxito de algún fabricante. Y, en este tipo de votación, cada hombre vota sólo en aquellos asuntos en los que está cualificado para juzgar: en sus propias preferencias, intereses y necesidades. Nadie tiene el poder de decidir por otros o sustituir el juicio de nadie por el suyo; nadie tiene el poder de erigirse en «la voz del público» y dejar al público sin voz y sin derecho a voto.

			Ahora quisiera definir la diferencia entre el poder económico y el poder político: el poder económico se ejerce por medios positivos, ofreciendo a los hombres un incentivo, pago o valor; el poder político se ejerce por medios negativos, por la amenaza del castigo, el daño físico, el encarcelamiento o la destrucción. La herramienta del empresario son los valores; la herramienta de los burócratas es el miedo.

			El progreso industrial de Estados Unidos ha adquirido, en el breve lapso de un siglo y medio, el carácter de leyenda: nunca ha sido igualado en ningún lugar de la Tierra, en ninguna época de la historia. Los empresarios estadounidenses, como clase, han demostrado el mayor genio productivo y los logros más espectaculares jamás registrados en la historia económica de la humanidad. ¿Qué recompensa recibieron de nuestra cultura y de sus intelectuales? La posición de una minoría odiada y perseguida. La posición de un chivo expiatorio para las maldades de los burócratas.

			Jamás ha existido un sistema de capitalismo laissez faire puro y no regulado en ninguna parte. Lo que sí existieron fueron sólo las llamadas economías mixtas, lo cual significa una mezcla, en grados diversos, de libertad y controles, de elección voluntaria y coerción gubernamental, de capitalismo y estatismo. Estados Unidos era el país más libre en el mundo, pero los elementos del estatismo estuvieron presentes en su economía desde el principio. Estos elementos siguieron creciendo por la influencia de sus intelectuales, que en su mayoría se dedicaron a la filosofía del estatismo. Los intelectuales —los ideólogos, los intérpretes, los analistas de los acontecimientos públicos— se vieron tentados por la oportunidad de hacerse con el poder político, al que habían renunciado todos los demás grupos sociales, y de establecer sus propias versiones de una «buena» sociedad a punta de pistola, es decir, mediante la coerción física legalizada. Condenaron a los empresarios libres como exponentes de la «codicia egoísta» y glorificaron a los burócratas como «servidores públicos». Al analizar los problemas sociales, siguieron condenando «el poder económico» y exonerando al poder político, traspasando así la carga de la culpa de los políticos a los empresarios.

			Ninguna de las maldades, los abusos y las iniquidades popularmente atribuidas a los empresarios y al capitalismo fueron causadas por una economía desregulada o un mercado libre, sino por la intervención del Estado en la economía. Los gigantes de la industria estadounidense —como James Jerome Hill, «Comodoro» Vanderbilt, Andrew Carnegie o J. P. Morgan— fueron hombres hechos a sí mismos que ganaron sus fortunas por medio de la capacidad personal y del libre comercio en un libre mercado. Pero existió otra clase de empresarios, producto de una economía mixta, hombres con influencia política que ganaron fortunas por medio de privilegios especiales que el Gobierno les otorgó, como los «Cuatro Grandes» del Ferrocarril del Pacífico Central. Fue el poder político detrás de sus actividades —el poder de unos privilegios forzados, no ganados, económicamente injustificados— el que causó trastornos en la economía del país, adversidades, depresiones y cada vez más protestas públicas. Pero fue el mercado libre y los empresarios libres quienes se llevaron la culpa. Cada consecuencia calamitosa de los controles gubernamentales se utilizó para justificar la ampliación de los controles y del poder del Gobierno sobre la economía.

			Si me pidieran que dijera una fecha que señale el punto de inflexión en el camino a la destrucción definitiva de la industria de Estados Unidos y cuál es la ley más infausta de la historia estadounidense, elegiría el año 1890 y la ley Sherman, que empezó con el grotesco, irracional y maligno crecimiento de unas contradicciones que no se pueden imponer, ni cumplir ni juzgar, conocidas como las leyes antimonopolio.

			Con las leyes antimonopolio, un hombre se convierte en un delincuente en el instante en que emprende un negocio, no importa lo que haga. Si cumple una de estas leyes, se enfrenta a un proceso penal por otras varias. Por ejemplo, si cobra unos precios que algunos burócratas juzgan que son demasiado altos, puede ser procesado por monopolio o, en su lugar, por un «intento de monopolizar» con éxito; si cobra precios más bajos que los de su competencia, puede ser procesado por «competencia desleal» o «restricciones al comercio»; y si cobra los mismos precios que su competencia, puede ser procesado por «confabulación» o «conspiración».

			Quisiera llamar tu atención sobre un excelente libro titulado The antitrust laws of the United States of America, de A. D. Neale.2 Es un estudio académico, desapasionado y objetivo; el autor, funcionario británico, no es un defensor de la empresa libre; por lo que una tiene entendido, probablemente sea clasificado en Estados Unidos como «liberal». Pero no confunde los hechos con las interpretaciones, los mantiene estrictamente separados; y los hechos que presenta son una historia de terror.

			Neale señala que la prohibición de la «restricción al comercio» es la esencia del antimonopolio, y que no se puede definir con exactitud qué constituye una «restricción al comercio». Por tanto, uno no puede saber qué le prohíbe o permite la ley hacer; la interpretación de estas leyes queda enteramente al albur de los tribunales. Un empresario o su abogado tiene que estudiar todo el conjunto de la llamada jurisprudencia —el historial completo de causas judiciales, antecedentes y sentencias— para poder hacerse siquiera una idea general del significado vigente de estas leyes; sólo que los antecedentes pueden ser invalidados y las sentencias revocadas al día siguiente, al cabo de una semana o un año después. «Los tribunales de Estados Unidos se han dedicado desde 1890 a decidir caso por caso qué proscribe la ley. Ninguna definición amplia puede desentrañar el significado del estatuto.»3

			Esto significa que un empresario no tiene forma de saber de antemano si la acción que emprende es legal o ilegal, si es culpable o inocente. Significa que un empresario tiene que vivir bajo la amenaza de un desastre repentino, impredecible, y asumir el riesgo de perder todo lo que posee o de ser condenado a ir a la cárcel, y de que su trayectoria profesional, su reputación, su propiedad, su fortuna y el logro de toda una vida queden a merced de cualquier joven burócrata ambicioso que, por cualquier razón, pública o privada, decida iniciar un proceso contra él.

			La ley retroactiva (o ex post facto) —es decir, una ley que castiga a un hombre por un acto que no estaba codificado en la ley como delito en el momento en que lo cometió— es rechazada por toda la tradición de la jurisprudencia anglosajona y contraria a ella. Es una forma de persecución practicada sólo en las dictaduras y prohibida por todos los códigos legales civilizados. Está específicamente prohibida en la Constitución de Estados Unidos. Se supone que no existe en Estados Unidos y que no se le aplica a nadie, excepto a los empresarios. Un caso en el que un hombre no puede saber hasta que es condenado si la acción que emprendió en el pasado es legal o ilegal constituye sin duda un caso de ley retroactiva.

			Te recomiendo un brillante libro titulado Ten thousand commandments, de Harold Fleming.4 Está escrito para legos y presenta —en términos claros, simples y lógicos, con abundancia de pruebas detalladas y documentadas— tal imagen de las leyes antimonopolio que la palabra «pesadilla» se queda corta para ella. Escribe Fleming:

			Uno de los peligros que los directores de ventas deben tener en cuenta ahora es que una política que se aplique hoy a la luz de la más fundamentada opinión jurídica puede ser reinterpretada el año siguiente y considerarse ilegal. En ese caso, el delito y la pena pueden ser retroactivos [...]. Otro tipo de peligro consiste en la posibilidad de triples pleitos por daños, también posiblemente retroactivos. Firmas que, con la mejor de las intenciones, contravienen la ley en alguno de los aspectos citados se exponen a triples pleitos por daños con las leyes antimonopolio, aunque su delito fuese una línea de conducta que todo el mundo consideraba, en ese momento, perfectamente legal, así como ética, pero que una subsiguiente reinterpretación de la ley halló ilegal.5

			¿Qué dicen los empresarios al respecto? En un discurso titulado «Culpable antes del juicio» (18 de mayo de 1950), Benjamin F. Fairless, entonces presidente de la United States Steel Corporation, dijo:

			Caballeros, no hace falta que les diga que, si persistimos en ese tipo de sistema legal —y si lo aplicamos con imparcialidad contra todos los infractores—, prácticamente todas las empresas de Estados Unidos, grandes y pequeñas, van a tener que ser dirigidas desde [las cárceles de] Atlanta, Sing Sing, Leavenworth o Alcatraz.

			El estatus legal que se les confiere a los auténticos delincuentes es muy superior al otorgado a los empresarios. Los derechos del delincuente están protegidos por leyes objetivas, procedimientos objetivos y reglas probatorias objetivas. A un delincuente se le presume su inocencia hasta que se demuestra que es culpable. Sólo a los empresarios —los productores, los proveedores, los financieros, los auspiciadores, los Atlas que llevan toda nuestra economía sobre sus hombros— se los considera culpables por naturaleza y se les exige que demuestren su inocencia, sin ningún criterio de inocencia o prueba definible, y se les deja a merced del capricho, el favor o la malicia de cualquier político que quiera publicidad, de cualquier estatista taimado, de cualquier mediocridad envidiosa que pueda tener la oportunidad de abrirse camino a un puesto burocrático y que sienta el antojo de desmantelar algún monopolio.

			Los funcionarios del Estado de la mejor y más honorable especie han protestado varias veces contra la naturaleza no objetiva de las leyes antimonopolio. En el mismo discurso, Fairless cita unas declaraciones de Lowell Mason, a la sazón miembro de la Comisión Federal de Comercio:

			Las empresas estadounidenses están siendo hostigadas, desangradas e incluso chantajeadas con un absurdo y desquiciado sistema de leyes, muchas de las cuales son ininteligibles, inaplicables e injustas. Hay tal batiburrillo de leyes que rigen el comercio interestatal que el Estado puede, literalmente, encontrar cualquier cargo que presentar contra cualquier empresa que quiera enjuiciar. Yo digo que este sistema es una atrocidad.

			Además, Fairless cita una observación que escribió el juez Jackson, del Tribunal Supremo, cuando estaba al frente de la División Antimonopolio del Departamento de Justicia:

			Es imposible que un abogado determine qué conducta empresarial será declarada legal por los tribunales. Esta situación es vergonzosa para los empresarios que deseen obedecer la ley y los funcionarios del Gobierno que intenten aplicarla.

			Esa vergüenza, sin embargo, no la comparten todos los miembros del Gobierno. El libro de Fleming cita las siguientes declaraciones de Emanuel Celler, presidente del Comité de la Cámara de Representantes sobre el Poder Judicial, en un simposio del Colegio de Abogados del estado de Nueva York, en enero de 1950:

			Quiero dejar claro que me opondría enérgicamente a cualquier ley antimonopolio que intente particularizar las infracciones presentando alegatos detallados en sustitución de unos principios generales. La ley debe ser fluida, y permitir así una sociedad dinámica.6

			Yo quiero dejar claro que «ley fluida» es un eufemismo de «poder arbitrario» —que la «fluidez» es la principal característica de la ley en cualquier dictadura— y que el tipo de «sociedad dinámica» cuyas leyes son tan fluidas que inundan y ahogan el país se puede ver en la Alemania nazi o en la Rusia soviética.

			La trágica ironía de todo este asunto es que las leyes antimonopolio fueron creadas —y apoyadas hasta ahora— por los llamados «conservadores», por los presuntos defensores de la empresa libre. Ésta es una prueba nefasta de que el capitalismo nunca ha tenido ningún defensor apropiado, filosófico, y da la medida de hasta qué punto sus presuntos valedores carecían de cualquier principio político, de cualquier conocimiento de la economía y de cualquier comprensión de la naturaleza del poder político. El concepto de la «libre» competencia «impuesta» por ley es una grotesca contradicción en sus términos. Significa obligar a las personas a ser libres a punta de pistola. Significa proteger la libertad de las personas por medio de la regla arbitraria de edictos burocráticos inexpugnables.

			¿Cuáles fueron las causas históricas que condujeron a la aprobación de la ley Sherman? Cito del libro de Neale:

			El impulso que propició el movimiento a favor de las primeras leyes cobró fuerza durante las décadas de 1870 y 1880 [...]. Después de la Guerra Civil, los ferrocarriles, con sus privilegios, estatutos y subsidios, se convirtieron en los principales objetos de sospecha y hostilidad. Surgieron muchos organismos con nombres reveladores, como la Liga Nacional Contra el Monopolio del Transporte Ferroviario de Carga Barato.7

			Éste es un ejemplo elocuente de los empresarios que sirven como chivos expiatorios y se llevan la culpa por los pecados de los políticos. Fueron los privilegios concedidos políticamente —los estatutos y subsidios de los ferrocarriles— contra lo que la gente se rebeló; fueron estos privilegios los que habían puesto a los ferrocarriles del oeste fuera del alcance de la competencia y les habían dado un poder monopolista, con todos sus consiguientes abusos. Pero el remedio, redactado en una ley por un Congreso republicano, consistió en destruir la libertad de los empresarios y ampliar el poder de los controles políticos sobre la economía.

			Si quieres observar la verdadera tragedia estadounidense, compara la motivación ideológica de las leyes antimonopolio con sus resultados reales. Cito del libro de Neale:

			Parece probable que la desconfianza estadounidense hacia todas las fuentes de poder sin controles es un motivo mucho más arraigado y persistente de la política antimonopolio que cualquier creencia económica o tendencia política radical. Esta desconfianza se manifiesta en muchos ámbitos de la vida estadounidense [...]. Se expresa en las teorías de los «controles y contrapesos» y la «separación de poderes». En Estados Unidos, a veces se admite como inevitable que algunos hombres poseen poder sobre las actividades y riquezas de otros, pero nunca se acepta como algo satisfactorio. Siempre se espera que cualquier persona con poder, sea político o económico, esté sujeta a la amenaza de intrusión por parte de otras autoridades [las cursivas son mías] [...].

			Unida a esta motivación básica contra los monopolios está la confianza en el proceso legal y la solución judicial, en vez de la reglamentación administrativa. La famosa prescripción de la Declaración de Derechos de Massachusetts —«al final puede ser un gobierno de leyes y no de los hombres»— es una de las citas preferidas en Estados Unidos, y es esencial para entender la política antimonopolio. Sin este factor sería imposible explicar el grado de aceptación —tan asombroso para los de fuera de Estados Unidos— que le otorgan a la política antimonopolio aquellos intereses, y en especial los intereses de las «grandes empresas», que con frecuencia y gran coste están sujetos a su disciplina.8

			He aquí la tragedia de lo que les sucede a las intenciones humanas sin una teoría filosófica claramente definida para guiar su aplicación práctica. La primera sociedad libre de la historia destruyó su libertad en nombre de la protección de la libertad. No diferenciar entre el poder político y económico permitió a los hombres suponer que la coerción podría ser un «contrapeso» adecuado para la producción; que ambas eran actividades del mismo orden que podían servir como «control» mutuo; que la «autoridad» de un empresario y la «autoridad» de un burócrata eran rivales intercambiables para la misma función social. En su búsqueda de «un gobierno de leyes y no de los hombres», los defensores de la política antimonopolio entregaron toda la economía estadounidense al poder de un gobierno de los hombres tan arbitrario como cualquier dictadura aspiraría a crear.

			En ausencia de cualquier criterio de juicio racional, las personas intentaron juzgar las cuestiones inmensamente complejas de un libre mercado según un parámetro tan superficial como su condición de «grandes». Hoy en día se oye: las «grandes empresas», los «Gobiernos grandes» y los «grandes sindicatos»; y son condenados como amenazas para la sociedad, sin ninguna preocupación por el carácter, el origen o la función de esa cualidad de «grande», como si el tamaño per se fuese algo maligno. Este tipo de razonamiento significaría que un «gran» genio, como Edison, y un «gran» gánster, como Stalin, fueron malhechores en la misma medida: uno inundó el mundo con valores inconmensurables, y el otro, con matanzas incalculables, pero ambos lo hicieron a una escala muy grande. Dudo que alguien se moleste en equiparar a los dos, pero ésta es la precisa diferencia entre una gran empresa y un Gobierno grande. El único medio por el cual un Gobierno puede crecer es la fuerza física; el único medio por el cual una empresa puede hacerse grande, en una economía libre, es el logro productivo.

			El único factor real que requiere la existencia de la libre competencia es la operación sin trabas ni obstrucciones del mecanismo de un libre mercado. La única acción que un Gobierno puede emprender para proteger la libre competencia es: ¡Laissez faire!, es decir: ¡fuera las manos! Pero las leyes antimonopolio establecieron las condiciones exactamente contrarias y lograron exactamente lo contrario de los resultados que se habían propuesto alcanzar.

			No hay ninguna forma de legislar la competencia; no hay parámetros por los que uno pueda definir quién debería competir con quién, cuántos competidores deben existir en un determinado ramo, cuál debería ser su fuerza relativa o sus llamados «mercados relevantes», qué precios deberían cobrar o qué métodos de competencia son «justos» o «injustos». Ninguna de estas preguntas tiene respuesta, precisamente porque son las que sólo puede responder el mecanismo de un libre mercado.

			Sin principios, estándares o criterios para guiarla, la jurisprudencia antimonopolio es la crónica de setenta años de sofistería, casuística y sutilezas tan absurdas y alejadas de cualquier contacto con la realidad como los debates de los escolásticos medievales. Con esta única diferencia: los escolásticos tenían más razones de peso para las preguntas que planteaban, y ninguna vida o riqueza humana dependía del resultado de sus debates.

			Pondré algunos ejemplos de casos contra monopolios. En el caso de Associated Press contra Estados Unidos en 1945, Associated Press fue declarada culpable porque sus estatutos restringían su membresía y ponían muy difícil que se unieran periódicos recién fundados. Cito del libro de Neale:

			Se alegó en defensa de Associated Press que había otras agencias de las cuales podían extraer sus noticias los nuevos participantes [...]. El tribunal sostuvo que [...] Associated Press estaba organizada de forma colectiva para proteger las ventajas competitivas de los miembros frente a los no miembros al haber creado un servicio [...] para sí mismos; aunque no necesariamente se impedía por completo la competencia de los no miembros. [El servicio de Associated Press era considerado un servicio tan importante que] al mantenerlo en exclusiva para sí mismos, los miembros de la asociación imponen una dificultad real a los competidores en potencia [...]. No es una defensa que los miembros hayan creado un servicio [...] para sí mismos; aun así, se debe permitir a los nuevos participantes compartirlo en unos términos razonables a menos que sea viable para ellos competir sin él [las cursivas son mías].9

			¿Los derechos de quién se están vulnerando aquí? ¿Y por capricho de quién se está haciendo mediante el poder de la ley? ¿Qué convierte a uno en un «competidor en potencia»? Si yo mañana decidiera empezar a competir con General Motors, ¿qué parte de sus servicios tendrían que compartir conmigo, con el fin de hacer «viable» para mí competir con ellos?

			En el caso Milgram contra Loew’s, de 1951, la constante negativa de las grandes distribuidoras cinematográficas a conceder estrenos a un autocine se consideró una prueba de confabulación. Cada empresa tenía, obviamente, razones válidas para su negativa, y la defensa sostuvo que cada una había tomado su propia decisión independiente sin conocer las decisiones de las demás. Pero el tribunal sentenció que las «prácticas empresariales conscientemente paralelas» son una prueba suficiente de la conspiración y que «son innecesarias más pruebas del acuerdo real entre los acusados». El Tribunal de Apelaciones ratificó esta decisión, y dijo que la prueba de una acción paralela debía traspasar la carga de la prueba a los acusados «para dar explicaciones que refuten la inferencia de una acción conjunta», explicaciones que, al parecer, no proporcionaron.

			Considérense por un momento las implicaciones de este caso. Si tres empresarios llegan de manera independiente a la misma decisión empresarial, a todas luces obvia, ¿tienen que demostrar, entonces, que no conspiraron? O, si dos empresarios observan una política empresarial inteligente originada por un tercero, ¿deberían abstenerse de adoptarla, por temor a que los acusen de conspiración? O, si la adoptan, ¿debería el tercero verse arrastrado a los tribunales, acusado de conspiración sobre la base de unos actos llevados a cabo por dos hombres de los que nunca ha oído hablar? ¿Y cómo, entonces, va a poder «dar explicaciones» para refutar su presunción de culpabilidad y demostrar que es inocente?

			En el caso de las patentes, las leyes antimonopolio parecen respetar los derechos del propietario de la patente, siempre y cuando sea el único que la utilice y no la comparta con nadie más. Pero, si decide no librar una guerra de patentes con un competidor que posee patentes de la misma categoría general —si ambos deciden abandonar esa supuesta política del «perro come perro» de la que son acusados los empresarios tan a menudo—, si deciden unir en consorcio sus patentes y conceder licencias a otros fabricantes que ellos mismos elijan, entonces, las leyes antimonopolio toman medidas contra ambos. Las penalizaciones, en el caso de los consorcios de patentes, consisten en la concesión obligatoria de la licencia de las patentes a todo el que venga, o directamente la confiscación de las patentes.

			Cito del libro de Neale:

			La licencia obligatoria de las patentes —incluso las patentes válidas, adquiridas legalmente mediante la investigación llevada a cabo por los empleados de la compañía— no está concebida como un castigo, sino como una forma de incorporar a las compañías rivales al mercado. [...] En el caso ICI y DuPont, de 1952, por ejemplo, el juez Ryan [...] ordenó la licencia obligatoria de sus patentes existentes en los ámbitos de aplicación de sus acuerdos restrictivos y sus patentes de mejora, pero no de las nuevas patentes en estos ámbitos. En este caso, se decidió una solución auxiliar que se ha vuelto común en los últimos años. Se ordenó que tanto ICI como DuPont proporcionaran a los solicitantes, por un precio razonable, manuales técnicos que mostraran con detalle cómo llevar a la práctica las patentes.10

			Esto, te recuerdo, ¡no se considera «punitivo»!

			¿De quién es la mente, la capacidad, el logro y los derechos que se están sacrificando aquí, y para el beneficio inmerecido de quién?

			La sentencia más impresionante en esta nefasta progresión (hasta 1961, pero no incluido) fue redactada —como uno casi esperaría— por un distinguido «conservador», el juez Learned Hand. La víctima fue Alcoa. Fue el caso Estados Unidos contra la Aluminium Company of America, de 1945.

			Según la ley, el monopolio, per se, no es ilegal; lo que es ilegal es «el intento de monopolizar». Para declarar culpable a Alcoa, el juez Learned Hand tuvo que buscar pruebas de que ésta había emprendido acciones agresivas para excluir a los competidores de su mercado. He aquí el tipo de prueba que encontró, y sobre la que basó la sentencia que ha bloqueado la energía de una de las mayores empresas industriales de Estados Unidos. Cito del dictamen del juez Learned Hand:

			No era inevitable que [Alcoa] siempre previera los aumentos de la demanda por lingote y estuviera preparada para cubrirlos. Nada la obligó a doblar y redoblar su capacidad antes de que otros se incorporaran al sector. Insiste en que nunca excluyó a los competidores; pero no se nos ocurre una exclusión más efectiva que acoger progresivamente cada nueva oportunidad en cuanto surgió, y enfrentarse a cada recién llegado con una nueva capacidad ya dirigida hacia una gran organización, con la ventaja de la experiencia, los contactos comerciales y el personal de élite.11

			Aquí, el significado y la finalidad de las leyes antimonopolio afloran de forma descarada y explícita, el único significado y la única finalidad que estas leyes podrían tener, fuese ésa la intención de sus autores o no: la penalización de la capacidad por ser capacidad, la penalización del éxito por ser éxito y el sacrificio del genio productivo a las demandas de la mediocridad envidiosa.

			Si se aplicara tal principio a toda la actividad productiva, si a un hombre de inteligencia se le prohibiera «acoger cada nueva oportunidad en cuanto surge» por temor a desanimar a algún cobarde o idiota que pueda desear competir con él, significaría que ninguno de nosotros, en ninguna profesión, deberíamos dar un paso adelante, o ascender, o mejorar, porque cualquier forma de progreso personal —sea una mayor velocidad de un mecanógrafo, un mejor lienzo de un artista o un mayor porcentaje de curas de un médico— puede desanimar al tipo de recién llegados que aún no han empezado pero que esperan empezar a competir en lo alto.

			A modo de pequeño pero culminante toque, citaré la nota al pie del relato de Neale sobre el caso Alcoa:

			Tiene cierto interés señalar que en lo que se basaron sobre todo los escritores económicos al condenar el monopolio del acero fue, precisamente, en que Alcoa había desaprovechado reiteradas veces las oportunidades de expansión y, por tanto, subestimó la demanda del metal de cuya capacidad productiva carecía Estados Unidos, por desgracia, al comienzo de las dos guerras mundiales.12

			Ahora te pediré que tengas en cuenta la naturaleza, la esencia y el historial de las leyes antimonopolio cuando mencione el clímax definitivo que hace que el resto de ese sórdido historial parezca insignificante: el caso General Electric de 1961.

			La lista de acusados parece el cuadro de honor de la industria de los equipos eléctricos: General Electric, Westinghouse, Allis-Chalmers y otras veintiséis compañías, más pequeñas. Su delito fue haberte proporcionado todos los incomparables beneficios y comodidades de la era eléctrica, desde las tostadoras hasta los generadores de energía. Es por este delito por lo que fueron castigadas; porque no podrían haber proporcionado nada de eso, ni haber seguido en el negocio, sin quebrantar las leyes antimonopolio.

			Se las acusó de que habían alcanzado acuerdos secretos para fijar los precios de sus productos y amañar las ofertas. Pero, sin esos acuerdos, las compañías grandes podrían haber establecido unos precios tan bajos que las pequeñas habrían sido incapaces de igualarlos y habrían tenido que abandonar el negocio, con lo cual las compañías grandes se habrían enfrentado al enjuiciamiento, con esas mismas leyes antimonopolio, por «intentar monopolizar».

			Cito de un artículo de Richard Austin Smith, titulado «La increíble conspiración eléctrica», publicado en el número de abril-mayo de 1961 de Fortune: «Si General Electric fuera a por el 50 por ciento del mercado, incluso compañías fuertes, como ITE Circuit Breakers, resultarían heridas de muerte». Este mismo artículo señala que los acuerdos para fijar los precios no beneficiaron a General Electric, sino que fue una desventaja para ella, y que General Electric, en realidad, fue la «inocentona», y que sus ejecutivos lo sabían; quisieron abandonar la «conspiración», pero no tenían la opción (debido a la ley antimonopolio y otras reglas del Gobierno).

			La mejor prueba de que las leyes antimonopolio fueron un importante factor al forzar la «conspiración» en la industria eléctrica se puede ver en las secuelas de ese caso, en el asunto del «decreto de consentimiento». Cuando General Electric anunció después su intención de cobrar los precios más bajos posibles, fueron las compañías pequeñas y el Gobierno, a través de la División Antimonopolio, los que se opusieron.

			El artículo de Smith dice que las reuniones de los «conspiradores» empezaron a raíz de la Oficina de Administración de Precios [Office of Price Administration, OPA]. Durante la guerra, los precios de los equipos eléctricos fueron fijados por el Gobierno, y los ejecutivos de la industria eléctrica mantuvieron reuniones para hablar de una política común. Continuaron esta práctica después de que la OPA fuese abolida.

			¿Según qué estándar concebible puede la política de fijación de precios ser un delito si la llevan a la práctica los empresarios, pero ser un beneficio público cuando la lleva a la práctica el Gobierno? En tiempos de paz, hay muchas industrias —la de transporte con camiones, por ejemplo— cuyos precios son fijados por el Gobierno. Si la fijación de precios es perjudicial para cualquier competencia, para la industria, para la producción, para los consumidores, para toda la economía y para el «interés público» —como han afirmado los defensores de las leyes antimonopolio—, entonces, ¿cómo puede esa misma política perjudicial convertirse en beneficiosa en manos del Gobierno? Puesto que no hay ninguna respuesta racional a esta pregunta, te sugiero que pongas en duda el conocimiento económico, la finalidad y los motivos de los paladines de las leyes antimonopolio.

			Las compañías eléctricas no se defendieron de la acusación de «conspiración». Se declararon nolo contendere, que significa «no contenderé». Lo hicieron porque las leyes antimonopolio hacen tan mortalmente peligroso el camino de la defensa propia que se vuelve casi imposible. Estas leyes estipulan que una compañía condenada por una infracción de la ley antimonopolio puede ser demandada, por el triple de los perjuicios, por cualquier cliente que pueda alegar haber sido perjudicado. En el caso de una industria tan grande como la eléctrica, cabe imaginar que esas demandas por el triple de los perjuicios podrían suponer la quiebra total y la desaparición de las acusadas. Con ese tipo de amenaza que se cierne sobre ellas, ¿quién puede o quiere asumir el riesgo de defenderse en un tribunal, donde no hay leyes objetivas, ni estándares de culpa o inocencia objetivos, ni ninguna manera objetiva de calcular las probabilidades de uno?

			Intenta imaginar ese clamor de indignación y qué protestas se oirían públicamente a nuestro alrededor si otro grupo de hombres, algún otro grupo minoritario, fuese sometido a un juicio donde se le imposibilitase la defensa, o en el que las leyes preceptuaran que la defensa sería más peligrosa cuanto más grave fuese la infracción. Sin duda, ocurre lo contrario respecto a los verdaderos delincuentes: cuanto más grave es el delito, mayores son las precauciones y protecciones que determina la ley para concederle al acusado una oportunidad y el beneficio de la duda. Son sólo los empresarios los que tienen que ir al juzgado maniatados y amordazados.

			Entonces, ¿qué hizo que el Gobierno abriera una investigación sobre la industria eléctrica? El artículo de Smith afirma que la investigación se inició por las quejas de la TVA13 y las exigencias del senador Kefauver. Esto fue en 1959, con el Gobierno de Eisenhower, republicano. Cito de Time, del 17 de febrero de 1961:

			A menudo, el Gobierno ha tenido dificultades para reunir pruebas para las causas contra los monopolios, pero esta vez tuvo un respiro. En octubre de 1959, cuatro empresarios de Ohio fueron sentenciados a ir a la cárcel tras declararse nolo contendere en una causa antimonopolio (uno de ellos se suicidó de camino a prisión). Esta noticia hizo sentir escalofríos a todos los ejecutivos del sector de los equipos eléctricos bajo investigación, y algunos accedieron a testificar sobre sus colegas amparados por la inmunidad. Con las pruebas que recabó de ellos (la mayoría permanecen en sus compañías), el Gobierno hilvanó su caso.

			No es de los gánsteres, los chantajistas o los vendedores de drogas de quien se habla en dichos términos, sino de los empresarios: los miembros productivos, creativos, eficientes y competentes de la sociedad. Sin embargo, las leyes antimonopolio, ahora, en esta nueva fase, están dirigidas a transformar la industria en unos bajos fondos con informantes, soplones, traidores, «tratos» especiales y todo lo demás del ambiente de Los intocables.

			Siete ejecutivos de la industria eléctrica fueron sentenciados a ir a la cárcel. Nunca sabremos qué pasó entre bambalinas en este caso o en las negociaciones entre las compañías y el Gobierno. ¿Eran responsables estos siete de la presunta «conspiración»? Aun si fuesen culpables, ¿eran más culpables que otros? ¿Quién «informó» sobre ellos, y por qué? ¿Se les tendió una trampa? ¿Fueron traicionados? ¿De quiénes fueron los propósitos, ambiciones y objetivos que sirvieron a su inmolación? No lo sabemos. Con esa trampa que las leyes antimonopolio han creado, no hay forma de saberlo.

			Cuando estos siete hombres, que no pudieron defenderse a sí mismos, entraron en el juzgado para oír sus sentencias, sus abogados se dirigieron al juez con peticiones de clemencia. Cito del mismo reportaje de Time: «El primero en presentarse ante el tribunal fue el abogado de [...] un vicepresidente de Westinghouse, para pedir clemencia. Su cliente, dijo el abogado, era miembro de la junta parroquial de la iglesia episcopal de San Juan en Sharon (Pensilvania) y benefactor de varias organizaciones caritativas para niños lisiados». El abogado de otro acusado alegó que su cliente era «director de una fraternidad en Schenectady (Nueva York) y presidente de una campaña para construir un nuevo seminario jesuita en Lenox (Massachusetts)».

			No fueron los logros de estos hombres o su capacidad productiva o su talento ejecutivo o su inteligencia o sus derechos lo que a sus abogados les pareció necesario citar, sino su «servicio» altruista al «bienestar de los necesitados». Los necesitados tenían derecho al bienestar, pero los que lo producían y lo proporcionaban no. El bienestar y los derechos de los productores no eran, al parecer, dignos de consideración y reconocimiento. Ésta es la imputación más condenatoria del presente estado de nuestra cultura.

			La guinda de toda esa repugnante farsa fue la sentencia del juez Ganey. Dijo: «Lo que de verdad está en juego aquí es la supervivencia del tipo de economía con la que Estados Unidos ha alcanzado la grandeza, el sistema de la libre empresa». Lo dijo mientras asestaba el golpe más asombroso que el sistema de la libre empresa haya recibido jamás, mientras sentenciaba a ir a la cárcel a siete de sus mejores representantes, declarando así que la misma clase de hombres que habían llevado a Estados Unidos a la grandeza —los empresarios— ahora serían tratados, por su naturaleza y su profesión, como delincuentes. Era en la persona de estos siete hombres como estaba condenando al sistema de la libre empresa.

			Estos siete hombres fueron mártires. Fueron tratados como animales de sacrificio, fueron sacrificios humanos, igual de verdaderos y más crueles que los sacrificios humanos ofrendados por los salvajes prehistóricos en la selva.

			Si te importa la justicia hacia los grupos minoritarios, recuerda que los empresarios son una pequeña minoría, una minoría pequeñísima, comparada con el total de hordas incivilizadas que hay sobre la Tierra. Recuerda lo mucho que le debes a esta minoría, y qué desgraciada persecución está padeciendo. Recuerda también que la minoría más pequeña de la Tierra es el individuo. Los que niegan los derechos individuales no pueden afirmar ser los defensores de las minorías.

			¿Qué deberíamos hacer al respecto? Deberíamos exigir un nuevo estudio y la revisión de todo el asunto antimonopolio. Deberíamos cuestionar su base filosófica, política, económica y moral. Deberíamos tener un Sindicato por las Libertades Civiles para los empresarios. La derogación de las leyes antimonopolio debería ser nuestro objetivo último; requerirá una larga lucha intelectual y política; pero, entretanto, y como primer paso, deberíamos exigir que las disposiciones carcelarias de dichas leyes sean abolidas. Ya es suficientemente malo que los hombres tengan que sufrir penalizaciones económicas, como las multas, por unas leyes que todo el mundo admite que son no objetivas, contradictorias e indefinibles, puesto que no hay dos juristas que puedan ponerse de acuerdo sobre su significado y su aplicación; es obsceno imponer sentencias de cárcel con unas leyes de carácter tan controvertido. Deberíamos poner fin a la atrocidad de enviar a los hombres a la cárcel por infringir unas leyes ininteligibles que es inevitable infringir.

			Los empresarios son el único grupo que distingue el capitalismo y el estilo de vida estadounidenses del estatismo totalitario que está engullendo al resto del mundo. Todos los demás grupos sociales —obreros, agricultores, profesionales especializados, científicos, soldados— existen en las dictaduras, incluso existen encadenados, en el terror, la miseria y la progresiva autodestrucción. Pero no existe ningún grupo como el de los empresarios en una dictadura. Su lugar lo ocupan los matones armados: los burócratas y los comisarios. Los empresarios son el símbolo de una sociedad libre, el símbolo de Estados Unidos. Si ellos perecieran, perecería en ese momento la civilización. Pero si deseas luchar por la libertad, debes empezar luchando por sus representantes no recompensados, no reconocidos, no identificados, pero los mejores: los empresarios estadounidenses.

			AYN RAND
Conferencia pronunciada en The Ford Hall Forum (Boston) el 17 de diciembre de 1961 y en la Universidad de Columbia el 15 de febrero de 1962. Publicado por el Nathaniel 
Branden Institute, 1962.
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			Antimonopolio

			El mundo antimonopolio recuerda al País de las Maravillas de Alicia: parece que todo es, pero aparentemente no es, de forma simultánea. Es un mundo en el que se ensalza la competencia como el axioma básico y el principio rector, pero se condena que haya «demasiada» competencia por ser «feroz». Es un mundo en el que las acciones diseñadas para limitar la competencia son calificadas de delictivas cuando las llevan a cabo los empresarios, pero elogiadas por estar «fundamentadas» cuando las inicia el Gobierno. Es un mundo en el que la ley es tan ambigua que los empresarios no tienen forma de saber si unas acciones específicas serán declaradas ilegales hasta que oigan el veredicto del juez, después del hecho.

			En vista de la confusión, las contradicciones y las sutilezas jurídicas que caracterizan el reino antimonopolio, propongo que el sistema antimonopolio entero esté abierto a una revisión. Es necesario determinar y calcular a) las raíces históricas de las leyes antimonopolio, y b) las teorías económicas en que se basaron dichas leyes.

			Los estadounidenses siempre han temido la concentración del poder arbitrario en manos de los políticos. Antes de la guerra de Secesión, pocos atribuían dicho poder a los empresarios. Se admitía que los funcionarios del Estado tenían el poder por ley para imponer la obediencia mediante el uso de la fuerza física, y que los empresarios no tenían dicho poder. Un empresario necesitaba clientes. Tuvo que apelar al egoísmo de estos últimos.

			Esta valoración del asunto cambió inmediatamente después de la guerra de Secesión, en particular con la llegada de la era del ferrocarril. Al parecer, el ferrocarril no contaba con el respaldo de la fuerza jurídica. Pero, para los agricultores del oeste, el ferrocarril parecía poseer el poder arbitrario que antes se atribuía únicamente al Gobierno. El ferrocarril parecía ajeno a las leyes de la competencia. Parecía capaz de cobrar tarifas calculadas para limitar a los agricultores a la siembra de granos: ni más altas, ni más bajas. La protesta de los agricultores adoptó la forma del movimiento National Grange, la organización responsable de la aprobación de la Ley de Comercio Interestatal de 1887.

			Los gigantes industriales, como la Standard Oil Trust de Rockefeller, que fueron en ascenso durante este período, también eran supuestamente inmunes a la competencia, a la ley de la oferta y la demanda. La reacción pública contra los monopolios culminó con la ley Sherman de 1890.

			Se afirmó entonces —como se sigue afirmando hoy— que las empresas, si se les daba libertad, evolucionarían necesariamente como instituciones investidas de poder arbitrario. ¿Es válida esta aseveración? ¿Dio nacimiento el período posterior a la guerra de Secesión a una nueva forma de poder arbitrario? ¿O siguió siendo el Estado la fuente de dicho poder, y las empresas sólo proveyeron una nueva vía por la que poder ejercerlo? Ésta es la pregunta histórica crucial.

			Las vías de ferrocarril se desarrollaron en el este, antes de la guerra de Secesión, con una fuerte competencia entre ellas y con otros medios de transporte más antiguos —barcazas, barcos de vapor y carros—. En la década de 1860 surgió allí un clamor político que exigía extender las vías hacia el oeste y que unieran California con el resto del país; se adujo que estaba en juego el prestigio nacional. Pero el volumen del tráfico fuera del populoso este era insuficiente para atraer el transporte comercial hacia el oeste. Los beneficios potenciales no justificaban el alto costo de la inversión en los servicios de transporte. En nombre de la «política pública» se decidió, por tanto, subvencionar la expansión al oeste de los ferrocarriles.

			Entre 1863 y 1867 se concedieron a los ferrocarriles cerca de cuarenta millones de hectáreas de terrenos públicos. Puesto que estas concesiones se hicieron para rutas individuales, ningún sistema de ferrocarril podía competir por el tráfico en la misma zona del oeste. Entretanto, las formas alternativas de competencia (carros, barcos de vapor, etcétera) no pudieron permitirse desafiar al ferrocarril en el oeste. Así, con la ayuda del Gobierno central, un segmento de la industria del ferrocarril pudo «liberarse» de las ataduras competitivas que habían prevalecido en el este.

			Como cabía esperar, los subsidios atrajeron al tipo de promotores que siempre habían existido en los márgenes de la comunidad empresarial y que buscaban constantemente un «negocio fácil». Muchos de los nuevos ferrocarriles del oeste habían sido construidos de forma chapucera: no para el transporte, sino para obtener concesiones de tierras.

			Los ferrocarriles del oeste fueron verdaderos monopolios, en el sentido definido en los manuales. Podían comportarse —y lo hicieron— con un aura de poder arbitrario. Pero ese poder no se derivó de un mercado libre. Emanó de los subsidios y las restricciones gubernamentales.1

			Cuando, al final, el tráfico occidental aumentó hasta unos niveles que podían sustentar a otros transportistas con fines de lucro, el poder monopolístico de los ferrocarriles se vio enseguida socavado. A pesar de sus privilegios iniciales, fueron incapaces de soportar la presión de la libre competencia.

			Sin embargo, se había producido mientras tanto un ominoso punto de inflexión en nuestra historia económica: la Ley de Comercio Interestatal de 1887.

			No fueron los «males» del libre mercado los que hicieron necesaria esa ley. Como la posterior legislación para controlar las empresas, fue un intento de remediar las distorsiones económicas que habían creado las anteriores intervenciones del Gobierno, pero de las que se culpaba al libre mercado. La Ley de Comercio Interestatal, a su vez, produjo nuevas distorsiones en la estructura y las finanzas de los ferrocarriles. Hoy se propone corregir estas distorsiones mediante nuevos subsidios. Los ferrocarriles están al borde del colapso definitivo, pero nadie cuestiona el error de diagnóstico original para descubrir —y corregir— la causa real de su enfermedad.

			Interpretar la historia del ferrocarril del siglo XIX como una «prueba» del fracaso del libre mercado es un error desastroso. El mismo error —que persiste hasta el día de hoy— fue el temor del siglo XIX a los «monopolios».

			El más formidable de los «monopolios» fue la Standard Oil. Sin embargo, en el momento en que se aprobó la ley Sherman, antes de la llegada del automóvil, la industria del petróleo entera equivalía a menos del 1 por ciento del PIB y representaba apenas un tercio de la industria del calzado. Lo que provocó recelos no fue el tamaño absoluto de los monopolios, sino su dominio dentro de sus propios sectores. Sin embargo, lo que no entendieron los observadores fue que el dominio de la Standard Oil de más del 80 por ciento de la capacidad de refinado a finales de siglo obedeció a una lógica económica y aceleró el crecimiento de la economía estadounidense.

			Dicho control produjo una mayor eficiencia mediante la integración de las operaciones divergentes del refinado, la mercadotecnia y los oleoductos; también facilitó y abarató el aumento del capital. Los monopolios nacieron porque eran las unidades más eficientes en aquellos sectores industriales que, al ser relativamente nuevos, eran demasiado pequeños para sustentar a más de una gran compañía.

			Históricamente, el desarrollo general de la industria ha seguido el siguiente curso: una industria comienza con unas pocas compañías; al cabo del tiempo, muchas de ellas se fusionan, y esto aumenta la eficiencia y las ganancias. A medida que el mercado se expande, entran nuevas compañías en el ramo, reduciendo así la cuota de mercado de la compañía dominante. Ésta ha sido la pauta en el acero, el petróleo, el aluminio, los contenedores para el transporte de mercancías y muchos otros grandes sectores industriales.

			Lo que causa la tendencia observable de las compañías dominantes de una industria a perder parte de su cuota de mercado no son las leyes antimonopolio, sino la dificultad de impedir que entren nuevas firmas en el ramo cuando aumenta la demanda de un determinado producto. Texaco y Gulf, por ejemplo, se habrían convertido en grandes compañías aunque no se hubiese disuelto la Standard Oil Trust original. Asimismo, el dominio de la United States Steel Corporation del sector del acero hace un siglo se habría visto mermado con o sin la ley Sherman.

			Requiere una extraordinaria habilidad controlar más del 50 por ciento del mercado de una gran industria en una economía libre. Requiere una capacidad productiva inusual, un juicio empresarial infalible, un esfuerzo implacable en la continua mejora del producto y de la técnica de uno. La rara compañía capaz de retener su cuota de mercado año tras año y década tras década lo hace por medio de la eficiencia productiva, y merece alabanzas, no condenas.

			La ley Sherman puede ser comprensible cuando se ve como una proyección del temor y la ignorancia económica del siglo XIX, pero es completamente absurda en el contexto del conocimiento económico de hoy. Setenta años más de observación del desarrollo industrial deberían habernos enseñado algo.

			Si bien los intentos de justificar nuestros estatutos antimonopolio desde el punto de vista histórico son erróneos y se basan en una interpretación equivocada de la historia, los intentos de justificarlos sobre bases teóricas provienen de un error de concepto aún más fundamental.

			En los albores de Estados Unidos, los estadounidenses disfrutaron en gran medida de libertad económica. Cada persona era libre de producir lo que eligiera y vendérselo a quienquiera que eligiera a un precio mutuamente acordado. Si dos competidores llegaban a la conclusión de que establecer unas políticas de precios conjuntas redundaba en su mutuo beneficio, eran libres de hacerlo. Si un cliente solicitaba un descuento a cambio de su fidelidad, una compañía (normalmente ferroviaria) podía acceder o negarse en función de lo que considerara adecuado. Según la economía clásica, que ejerció una profunda influencia en el siglo XIX, la competencia mantenía el equilibrio de la economía.

			Pero, si bien muchas teorías de los economistas clásicos —como su descripción del funcionamiento de una economía libre— eran válidas, su concepto de la competencia era ambiguo, y dio lugar a confusiones mentales entre sus adeptos. Se entendió que la competencia consiste sólo en producir y vender lo máximo posible, como un robot, aceptando pasivamente el precio de mercado como una ley de la naturaleza, sin intentar nunca influir en las condiciones del mercado.

			Sin embargo, los empresarios de la segunda mitad del siglo XIX hicieron un agresivo intento de influir en las condiciones de sus mercados mediante la publicidad, la variación de las tasas de producción y la negociación de los precios con proveedores y clientes.

			Muchos observadores asumieron que estas actividades eran incompatibles con la teoría clásica. Su conclusión fue que la competencia ya no funcionaba con eficacia. En el sentido en que ellos entendían la competencia, nunca había funcionado o existido, con la posible excepción de algunos mercados agrícolas aislados. Pero en el sentido coherente de la palabra, la competencia sí existió, y existe, tanto en el siglo XIX como hoy.

			La «competencia» es un sustantivo activo, no pasivo. Se aplica a todo el ámbito de la actividad económica, no sólo a la producción, sino también al comercio, y conlleva la necesidad de actuar para influir en las condiciones del mercado a favor de uno.

			El error de los observadores del siglo XIX fue que limitaron una amplia abstracción —la competencia— a un reducido conjunto de circunstancias, a la competición «pasiva» proyectada por su propia interpretación de la economía clásica. En consecuencia, su conclusión fue que el supuesto «fracaso» de esta «competición pasiva» ficticia negaba toda la estructura teórica de la economía clásica, incluida la demostración de que el laissez faire es el más eficiente y productivo de todos los sistemas económicos posibles. Extrajeron la conclusión de que un libre mercado, por su naturaleza, conduce a su propia destrucción, y cayeron en la gigantesca contradicción de intentar preservar la libertad del mercado mediante los controles gubernamentales, es decir: preservar los beneficios del laissez faire aboliéndolos.

			La pregunta crucial, que no hicieron, era si la competencia «activa» conduce inevitablemente al establecimiento de monopolios coercitivos, como ellos supusieron, o si una economía laissez faire basada en la competencia «activa» incorpora por defecto un regulador que la protege y la preserva. Ésa es la pregunta que ahora debemos analizar.

			Un «monopolio coercitivo» es una empresa que puede fijar sus precios y políticas de producción con independencia del mercado, con inmunidad frente a la competencia y la ley de la oferta y la demanda. Una economía dominada por monopolios de este tipo sería rígida y se estancaría.

			La condición previa necesaria de un monopolio coercitivo es el acceso cerrado: impedir a todos los productores de la competencia la entrada en un ramo determinado. Esto sólo se puede lograr mediante la intervención del Estado, en forma de reglamentos especiales, subsidios o licencias. Sin la ayuda del Estado, es imposible que un aspirante a monopolista fije sus precios y sus normas de producción con independencia del resto de la economía. Porque, si intentara fijar sus precios y su producción a un nivel que supusiera unos beneficios para la competencia considerablemente superiores a los de otros ramos, sin duda los competidores invadirían su sector industrial.

			El regulador definitivo de la competencia en una economía libre es el mercado de capitales. Mientras el capital fluya libremente, tenderá a buscar aquellas áreas que ofrezcan la tasa máxima de retorno.

			El inversor de capital potencial no considera sólo la tasa de retorno real que ganan las compañías en un sector específico. Su decisión respecto a dónde invertir depende de lo que él mismo pueda ganar en esa línea específica. Las tasas de ganancias existentes en un sector se calculan en términos de costos existentes. Tiene que considerar que un nuevo participante podría no ser capaz de conseguir de inmediato una estructura con un costo tan bajo como la de los productores con experiencia.

			Por tanto, la existencia de un mercado de capitales libre no garantiza que un monopolista que disfrute de un alto nivel de ganancias se vaya a enfrentar necesaria e inmediatamente a un competidor. Lo que sí garantiza es que un monopolista cuyas altas ganancias se deban a unos precios altos, en vez de costos bajos, se enfrentará pronto a la competencia originada por el mercado de capitales.

			El mercado de capitales actúa como regulador de los precios, no necesariamente de las ganancias. Permite que un productor gane tanto como pueda reduciendo sus costos y aumentando su eficiencia respecto a la de los demás. Así, constituye el mecanismo que genera mayores incentivos para un aumento de la productividad y conduce, en consecuencia, a una mayor calidad de vida.

			La historia de la Aluminium Company of America (Alcoa) antes de la Segunda Guerra Mundial ejemplifica este proceso. Al prever su interés propio y su rentabilidad a largo plazo en los términos de un mercado en crecimiento, Alcoa mantuvo el precio del aluminio primario en un nivel compatible con la expansión máxima de su mercado. Sin embargo, con ese nivel de precios, las ganancias sólo se obtenían mediante unos enormes esfuerzos para mejorar su eficiencia y su productividad.

			Alcoa era un monopolio —el único productor de aluminio primario—, pero no un monopolio coercitivo, es decir, no podía fijar sus precios y sus políticas de producción al margen del mundo de la competencia. De hecho, si la compañía fue capaz de mantener su posición única como productora de aluminio primario durante tanto tiempo fue porque hizo hincapié en el recorte de costos y la eficiencia, en vez de en subir los precios. Si Alcoa hubiese intentado aumentar sus ganancias subiendo los precios, se habría tenido que enfrentar enseguida a unos nuevos participantes en el negocio del aluminio primario.

			Al analizar el proceso competitivo de una economía laissez faire, uno debe tener en cuenta que los desembolsos de capital (las inversiones realizadas por los productores existentes o los nuevos participantes en fábricas y maquinaria) no están determinados sólo por las ganancias actuales. Una inversión se realiza o no dependiendo del valor actual neto estimado de las ganancias futuras esperadas. En consecuencia, lo que determina si entrará un nuevo competidor o no en una industria hasta entonces monopolista son sus retornos futuros esperados.

			El valor actual de las futuras ganancias netas esperadas de un determinado sector industrial lo representa el precio de mercado de las acciones ordinarias de las empresas en dicho sector.2 Si el precio de las acciones de una compañía concreta (o el precio medio en un sector en concreto) aumenta, esa decisión significa un mayor valor actual de las ganancias futuras esperadas.

			Las pruebas estadísticas demuestran la correlación entre los precios de las acciones y los desembolsos de capital, no sólo para el conjunto de un sector industrial, sino también dentro de los grandes grupos industriales.3 Además, el tiempo transcurrido entre las fluctuaciones de los precios de las acciones y las correspondientes fluctuaciones de los gastos de capital es bastante corto, lo que conlleva que el proceso de relacionar las nuevas inversiones de capital con las expectativas sobre las ganancias es relativamente rápido. Si esa correlación funciona tan bien como lo hace —considerando los impedimentos actuales del Gobierno al libre movimiento del capital—, uno debe concluir que en un mercado completamente libre el proceso sería mucho más eficiente.

			El agitado movimiento del capital de una nación, en una economía completamente libre, estaría empujando de forma continua el capital hacia las áreas rentables, y esto controlaría de forma efectiva el precio competitivo y las políticas de producción de las empresas, lo que hace imposible que un monopolio coercitivo se mantenga. Es sólo en la llamada economía mixta donde un monopolio coercitivo puede prosperar, protegido de la disciplina de los mercados de capitales por medio de las licencias, los subsidios y los privilegios especiales de los reguladores del Gobierno.

			Para resumir: toda la estructura de los estatutos antimonopolio en este país son una mezcolanza de irracionalidad e ignorancia. Es el producto de a) una interpretación completamente equivocada de la historia y b) teorías económicas bastante ingenuas y ciertamente nada realistas.

			Como último recurso, algunas personas aducen que, al menos, las leyes antimonopolio no causan ningún perjuicio. Aseveran que, aunque el propio proceso competitivo inhibe los monopolios coercitivos, no tiene nada de malo asegurarse doblemente declarando ilegales ciertas acciones económicas.

			Sin embargo, la propia existencia de esos estatutos indefinibles y de esas jurisprudencias contradictorias inhibe a los empresarios de emprender lo que de otro modo serían proyectos productivos sensatos. Nadie sabrá nunca qué nuevos productos, procesos, máquinas y fusiones ahorrativas no llegaron a ver la luz, a los que la ley Sherman mató antes de que nacieran. Nadie podrá saber nunca el precio que todos hemos pagado por esa ley que, al inducir un uso menos efectivo del capital, ha mantenido nuestra calidad de vida más baja de lo que de otra forma habría sido posible.

			No obstante, no es preciso hacer conjeturas para valorar la injusticia y el daño causado a las trayectorias profesionales, las reputaciones y las vidas de los ejecutivos empresariales encarcelados por las leyes antimonopolio.

			A los que aducen que la finalidad de las leyes antimonopolio es proteger la competencia, la empresa y la eficiencia hay que recordarles la siguiente cita de la acusación del juez Learned Hand contra las llamadas prácticas monopolistas de Alcoa:

			No era inevitable que [Alcoa] siempre previera los aumentos de la demanda por lingote y estuviera preparada para cubrirlos. Nada la obligó a doblar y redoblar su capacidad antes de que otros se incorporaran al sector. Insiste en que nunca excluyó a los competidores; pero no se nos ocurre una exclusión más efectiva que acoger progresivamente cada nueva oportunidad en cuanto surgió, y enfrentarse a cada recién llegado con una nueva capacidad ya dirigida hacia una gran organización, con la ventaja de la experiencia, los contactos comerciales y el personal de élite.

			Alcoa está siendo condenada por tener demasiado éxito, por ser demasiado eficiente y una competidora demasiado buena. Cualquiera que sea el daño que las leyes antimonopolio hayan causado a nuestra economía, cualesquiera que sean las distorsiones de la estructura del capital de la nación que hayan creado, son menos desastrosos que el hecho de que la finalidad efectiva, el intento taimado y la práctica real de las leyes antimonopolio en Estados Unidos han conducido a la condena de los miembros productivos y eficientes de nuestra sociedad porque son productivos y eficientes.

			ALAN GREENSPAN
 Basado en un artículo presentado en el Seminario 
sobre Antimonopolio de la National Association 
of Business Economists, en Cleveland, el 25 de septiembre de 1961. Publicado por el Nathaniel Branden Institute (Nueva York), 1962.
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			Falacias comunes sobre el capitalismo1


			Monopolios

			EN UNA SOCIEDAD DE CAPITALISMO LAISSEZ FAIRE, ¿QUÉ IMPEDIRÍA LA FORMACIÓN DE UNOS PODEROSOS MONOPOLIOS CAPACES DE ADQUIRIR EL CONTROL DE LA ECONOMÍA ENTERA?

			Una de las peores falacias en el campo de la economía —difundida por Karl Marx y aceptada por casi todo el mundo hoy en día, incluidos muchos empresarios— es la idea de que el desarrollo de los monopolios es un resultado ineludible e intrínseco al funcionamiento de una economía libre y no regulada. En realidad, es exactamente lo contrario. Es un mercado libre lo que hace imposibles los monopolios.

			Es imperativo que uno sea claro y específico en su definición de monopolio. Cuando la gente habla, en un contexto económico o político, de los peligros y males del monopolio, se están refiriendo al monopolio coercitivo; es decir, el control exclusivo de un campo o ramo de producción determinado cerrado y exento de competencia, de modo que quienes controlan el ramo pueden fijar unas normas de producción arbitrarias y cobrar precios arbitrarios, con independencia del mercado y con inmunidad ante la ley de la oferta y la demanda. Es importante señalar que dicho monopolio conlleva algo más que la ausencia de competencia; conlleva la imposibilidad de la competencia. Ése es un rasgo característico del monopolio coercitivo, lo cual es esencial para cualquier condena de dicho monopolio.

			En toda la historia del capitalismo, nadie ha sido capaz de establecer un monopolio coercitivo por medio de la competencia en un mercado libre. Sólo hay una manera de prohibir la entrada a un determinado ramo de producción: por ley. Todo monopolio coercitivo que exista o haya existido jamás —en Estados Unidos, en Europa o en cualquier otra parte del mundo— fue creado y posibilitado sólo por medio de un acto del Gobierno: por las licencias, permisos, subsidios y medidas legislativas especiales que concedieron ciertos privilegios (no obtenibles en un mercado libre) a un hombre o un grupo de hombres y que prohibió a todos los demás entrar en un ramo determinado.

			Un monopolio coercitivo no es el resultado del laissez faire; sólo puede ser el resultado de la abrogación del laissez faire y de la introducción del principio contrario: el principio del estatismo.

			En este país, una empresa de servicios públicos es un monopolio coercitivo: el Gobierno le concede una licencia para un territorio exclusivo, y no se le permite a nadie más participar en ese servicio en ese territorio; a un potencial competidor que intentara vender energía eléctrica se lo impediría la ley. Una compañía telefónica es un monopolio coercitivo. En un período tan reciente como la Segunda Guerra Mundial, el Gobierno ordenó a las dos compañías de telégrafos existentes entonces, Western Union y Postal Telegraph, que se fusionaran en un solo monopolio.

			En los tiempos relativamente libres del capitalismo estadounidense —finales del siglo XIX y principios del XX—, hubo muchos intentos de «acaparar el mercado» de varios productos (como el algodón y el trigo, por citar dos ejemplos famosos) y cerrar después el ramo a la competencia y obtener grandes beneficios vendiendo a unos precios desorbitados. Todos esos intentos fracasaron. Los hombres que lo intentaron se vieron obligados a rendirse o a declararse en bancarrota. No fueron derrotados por la acción legislativa, sino por la acción del libre mercado.

			A menudo se hace esta pregunta: y si una gran empresa rica siguiera comprando a sus competidores más pequeños o expulsándolos del negocio rebajando los precios y vendiendo con pérdidas, ¿no podría hacerse con el control de un ramo determinado y después empezar a cobrar precios altos y tener la libertad de estancarse sin temor a la competencia? La respuesta es la siguiente: no, no se podría hacer. Si una empresa asumiera unas fuertes pérdidas para expulsar a la competencia y después empezara a cobrar precios altos para recuperar lo que hubiese perdido, esto incentivaría a los nuevos competidores a entrar en el ramo y aprovecharse de la alta rentabilidad, sin ninguna pérdida que recuperar. Los nuevos competidores forzarían la bajada de los precios al nivel del mercado. La gran compañía tendría que desistir de su intento de establecer precios de monopolio, o bien declararse en bancarrota, combatiendo a los competidores que sus propias políticas atraerían.

			Es una realidad histórica que ninguna «guerra de precios» ha logrado jamás establecer un monopolio o mantener los precios por encima del precio de mercado, al margen de la ley de la oferta y la demanda. (Sin embargo, las «guerras de precios» sí han servido como acicate para la eficiencia económica de las empresas en competencia y, por tanto, han resultado enormemente beneficiosas para el público, con unos mejores productos a precios más bajos.)

			Al considerar esta cuestión, la gente suele ignorar el papel crucial del mercado de capitales en una economía libre. Como observa Alan Greenspan en su artículo «Antimonopolio»:2 si la entrada en un campo o ramo de producción determinado no se ve obstaculizada por los reglamentos, las licencias o los subsidios del Gobierno, «el regulador definitivo de la competencia en una economía libre es el mercado de capitales. Mientras el capital fluya libremente, tenderá a buscar aquellas áreas que ofrezcan la tasa máxima de retorno». Los inversores están buscando constantemente los usos más rentables de su capital. Si, por tanto, se considera que un ramo de producción es altamente rentable (en particular cuando la rentabilidad se debe a unos precios altos, en vez de a unos costos bajos), los empresarios e inversores se verán necesariamente atraídos hacia ese ramo; y, a medida que la oferta del producto en cuestión crezca en relación con su demanda, los precios bajarán en consecuencia. «El mercado de capitales actúa como regulador de los precios, no necesariamente de las ganancias. Permite que un productor gane tanto como pueda reduciendo sus costos y aumentando su eficiencia respecto a la de los demás. Así, constituye el mecanismo que genera mayores incentivos para un aumento de la productividad y conduce, en consecuencia, a una mayor calidad de vida», escribe Greenspan.

			El libre mercado no permite la ineficiencia o el estancamiento —con impunidad económica— en ningún ramo de producción. Considérese, por ejemplo, un famoso incidente en la historia de la industria del automóvil estadounidense. Hubo un período en que el Modelo T de Henry Ford acaparaba una gran parte del mercado del automóvil. Pero cuando la compañía de Ford intentó estancarse y resistirse a los cambios de estilo —«Puedes elegir el Modelo T del color que quieras, siempre que sea negro»—, General Motors, con su Chevrolet, más atractivo y estiloso, redujo un importante segmento del mercado de Ford. Y la Ford Company se vio obligada a cambiar sus políticas para poder competir. Uno encontrará ejemplos de este principio en la historia de prácticamente cualquier sector industrial.

			Ahora bien, si uno considera el único tipo de monopolio que puede existir en el capitalismo, un monopolio no coercitivo, verá que sus precios y sus políticas de producción no son independientes del mercado general en el que opera, sino que están plenamente sujetos a la ley de la oferta y la demanda; que no existe ninguna razón o valor particular para conservar la designación de «monopolio» cuando uno lo usa en un sentido no coercitivo; y que no hay ninguna base racional para condenar dichos «monopolios».

			Por ejemplo, si en una pequeña localidad sólo hay una farmacia que apenas puede sobrevivir, se podría decir que el propietario disfruta de un «monopolio», salvo que a nadie se le ocurriría emplear el término en este contexto. No existe ninguna necesidad económica o de mercado de una segunda farmacia, no hay suficiente comercio que la sustente. Pero si esa localidad creciera, su única farmacia no tendría ninguna forma ni ningún poder para impedir que se abrieran otras farmacias.

			A menudo se piensa que el ramo de la minería es particularmente vulnerable al establecimiento de monopolios, puesto que la cantidad existente de los materiales que se extraen de la tierra es limitada y, por tanto, se cree que alguna empresa podría hacerse con el control de todas las fuentes de alguna materia prima. Pero obsérvese que la International Nickel of Canada produce más de dos tercios del níquel del mundo y, sin embargo, no cobra precios de monopolio. Fija el precio de su producto como si tuviera mucha competencia, y lo cierto es que la tiene. El níquel (en forma de aleación y de acero inoxidable) compite con el aluminio y otros materiales diversos. El principio presente en dichos casos —raras veces reconocido— es que ningún producto, mercancía o material es o puede ser indispensable para una economía sin importar el precio. Una mercancía puede ser relativamente preferible a otras. Por ejemplo, cuando subió el precio de la hulla (debido a la imposición de John L. Lewis de un aumento salarial económicamente injustificado), esto fue decisivo para producir una conversión a gran escala hacia el uso del petróleo y el gas en muchas industrias. El libre mercado es su propio protector.

			Ahora bien, si una empresa fuese capaz de lograr y conservar un monopolio no coercitivo, si fuese capaz de ganarse a todos los clientes de un ramo determinado no por medio de privilegios otorgados por el Gobierno, sino por pura eficiencia productiva —por su capacidad para mantener sus costos bajos u ofrecer un mejor producto que cualquier competidor—, no habría ningún fundamento para condenar dicho monopolio. Al contrario: la compañía que lo logre se merece el mayor elogio y aprecio.

			Nadie puede reivindicar moralmente el derecho a competir en un determinado ramo o sector si no puede igualar la eficiencia productiva de aquellos con los que espera competir. No hay razón por la cual la gente deba comprar productos inferiores a precios más altos con el fin de mantener a empresas menos eficientes en el negocio. Con el capitalismo, cualquier hombre o compañía que pueda superar a los competidores es libre de hacerlo. Es de este modo como el libre mercado recompensa la capacidad y trabaja para el beneficio de todos, salvo el de aquellos que piden lo que no merecen.

			Un cliché que los detractores del capitalismo suelen citar en relación con esto es la historia del viejo tendero de la esquina que se ve obligado a cerrar a causa de la gran cadena de tiendas. ¿Cuál es la clara implicación de su protesta? Es que las personas que viven en el barrio del viejo tendero tienen que seguir comprándole, a pesar de que una cadena de tiendas puede darles un mejor servicio a unos precios más bajos y permitirles, por tanto, ahorrar dinero. Así, tanto los propietarios de la cadena de tiendas como la gente del barrio serán penalizados, con el fin de proteger el estancamiento del viejo tendero. ¿Con qué derecho? Si ese tendero es incapaz de competir con la cadena de tiendas, entonces, como corresponde, no tiene más remedio que irse a otra parte o iniciar otra línea de negocio o buscar trabajo en la cadena de tiendas. El capitalismo, por su naturaleza, conlleva un proceso constante de movimiento, de crecimiento, de progreso; nadie tiene el derecho adquirido a una posición si otros pueden hacerlo mejor que él.

			Cuando la gente condena el mercado libre por ser «cruel», el hecho que están censurando es que el mercado se rige por un único principio moral: la justicia. Y ésa es la raíz de su odio hacia el capitalismo.

			Sólo hay un tipo de monopolio que los hombres pueden condenar legítimamente —el único tipo por el cual la designación de «monopolio» tiene relevancia económica—: el monopolio coercitivo. (Obsérvese que, en el sentido no coercitivo del término, cada hombre podría ser definido como «monopolista», puesto que él es el propietario exclusivo de su esfuerzo y su producto. Pero esto no es considerado un mal, excepto por los socialistas.)

			En el asunto de los monopolios, como en tantos otros, se culpa comúnmente al capitalismo de los males perpetrados por sus destructores: no es el libre comercio en un libre mercado lo que crea monopolios coercitivos, sino la legislación del Gobierno, la acción del Gobierno y los controles del Gobierno. Si a los hombres les preocupan los males de los monopolios, dejemos que identifiquen al auténtico villano de la película y la auténtica causa de los males: la intervención del Gobierno o del Estado en la economía. Que reconozcan que sólo hay una manera de destruir los monopolios: mediante la separación entre Estado y economía, es decir, instituyendo el principio de que el Gobierno no puede coartar la libertad de producción y comercio.

			(Junio de 1962)

			Depresiones

			¿SON LAS DEPRESIONES PERIÓDICAS INEVITABLES EN UN SISTEMA DE CAPITALISMO LAISSEZ FAIRE?

			Los enemigos del capitalismo se caracterizan por denunciar males que, en realidad, no son fruto del capitalismo, sino del estatismo: males que resultan de la intervención del Gobierno en la economía y que sólo ésta posibilita.

			He citado un flagrante ejemplo de esta política: la acusación de que el capitalismo conduce al establecimiento de monopolios coercitivos. El ejemplo más infame de esta política es la afirmación de que el capitalismo, por su naturaleza, conduce inevitablemente a depresiones periódicas.

			Los estatistas aseveran reiteradamente que las depresiones (el fenómeno de los llamados ciclos económicos de auge y caída) son intrínsecos al laissez faire, y que el gran crac de 1929 fue la prueba definitiva del fracaso de una economía desregulada de libre mercado. ¿Cuál es la verdad del asunto?

			Una depresión es una disminución a gran escala de la producción y el comercio; se caracteriza por una acusada caída del rendimiento productivo, la inversión, el empleo y el valor de los activos fijos (fábricas, maquinaria, etcétera). Las fluctuaciones empresariales normales o una disminución temporal de la tasa de expansión industrial no constituyen una depresión. Una depresión es una contracción de la actividad empresarial a nivel nacional —y una disminución general del valor de los activos fijos— de grandes proporciones.

			No hay nada en la naturaleza de una economía de libre mercado que produzca ese resultado. Las explicaciones populares de que la depresión es fruto de la «sobreproducción», el «infraconsumo», los monopolios, los dispositivos economizadores de la mano de obra, la mala distribución, las acumulaciones excesivas de riqueza, etcétera, han sido refutadas muchas veces por ser falacias.3

			Los reajustes de la actividad económica, las transferencias de capital y mano de obra de una industria a otra, debido a las condiciones cambiantes, ocurren constantemente en el capitalismo. Esto es lo que conlleva el proceso de movimiento, crecimiento y progreso que caracteriza el capitalismo. Pero siempre existe la posibilidad de emprender una iniciativa rentable en un ramo u otro, siempre hay necesidad y demanda de bienes, y lo único que puede cambiar es el tipo de bienes cuya producción se vuelve más rentable. En cualquier industria, es posible que la oferta exceda la demanda, en el contexto de todas las demás demandas existentes. En tal caso, se produce una bajada de los precios, de la rentabilidad, de la inversión y del empleo en esa industria particular; el capital y la mano de obra tienden a fluir a otra parte, en busca de usos más provechosos. Dicha industria experimenta un período de estancamiento, como resultado de una inversión injustificada, es decir, antieconómica, no rentable e improductiva.

			En una economía libre que funciona con el patrón oro, esa inversión improductiva es severamente limitada; la especulación injustificada no aumenta, sin controles, hasta tragarse a un país entero. En una economía libre, la oferta monetaria y crediticia necesaria para financiar las iniciativas empresariales la determinan factores económicos objetivos. Es el sistema bancario el que actúa como guardián de la estabilidad económica. Los principios que rigen la oferta monetaria funcionan para impedir la inversión injustificada a gran escala.

			La mayoría de las empresas financian sus proyectos, al menos en parte, por medio de préstamos bancarios. Los bancos funcionan como una cámara de compensación de inversiones, al invertir los ahorros de sus clientes en aquellas empresas más prometedoras. Los bancos no tienen fondos ilimitados para prestar; están limitados en el crédito que pueden conceder por la cantidad de sus reservas de oro. Para mantener el éxito, generar beneficios y atraer así los ahorros de los inversores, los bancos deben conceder sus préstamos con criterio: deben buscar aquellos negocios que juzguen como los más sensatos y potencialmente rentables.

			Si, en un período de creciente especulación, los bancos se enfrentan a una cantidad excesiva de solicitudes de préstamo, entonces, para responder a la menguante disponibilidad de dinero, a) suben sus tipos de interés y b) realizan un escrutinio más severo de los negocios para los que se solicita un préstamo, estableciendo unos estándares más rigurosos de lo que constituye una inversión justificable. En consecuencia, los fondos son más difíciles de obtener y hay una restricción y contracción temporal de la inversión empresarial. A menudo, los empresarios no pueden pedir prestados los fondos que desean y tienen que reducir sus planes de expansión. La compra de acciones ordinarias, que refleja las estimaciones de los inversores de las futuras ganancias de las empresas, se ve similarmente restringida; el precio de las acciones sobrevaloradas cae. Las empresas dedicadas a negocios no rentables, ahora incapaces de obtener crédito adicional, se ven obligadas a cerrar; se impide un nuevo gasto de factores productivos y se liquidan los errores económicos.

			En el peor de los casos, la economía puede experimentar una recesión moderada, es decir, un leve descenso general de las inversiones y la producción. En una economía desregulada, los reajustes se producen con mucha rapidez, y después la producción y la inversión comienzan a aumentar de nuevo. La recesión temporal no es perjudicial, sino beneficiosa; representa un sistema económico en el proceso de corregir sus errores, de limitar la enfermedad y recobrar la salud.

			El impacto de dicha recesión se podría notar considerablemente en unos pocos sectores, pero no arruina una economía entera. Una depresión a nivel nacional, como la ocurrida en Estados Unidos en la década de 1930, no habría sido posible en una sociedad plenamente libre. Fue posible sólo por la intervención del Gobierno en la economía y, en concreto, por su manipulación de la oferta monetaria.

			La política del Gobierno consistió, en esencia, en anestesiar a los reguladores, inherentes a un sistema bancario libre, que impiden la especulación desbocada y el consiguiente colapso económico.

			Toda intervención del Estado en la economía se basa en la creencia de que es necesario que las leyes económicas no actúen; que los principios de causa y efecto se pueden suspender; que todo lo que existe es «flexible» y «maleable», excepto el capricho del burócrata, que es omnipotente; y que no se debe permitir que la realidad, la lógica y la economía se interpongan en el camino.

			Ésta fue la premisa implícita que condujo a la creación, en 1913, del Sistema de la Reserva Federal, una institución que supervisa (por medios complejos y a veces indirectos) a todos los bancos del país. La Reserva Federal se propuso liberar a los bancos de las «limitaciones» impuestas sobre ellos por la cantidad de sus reservas, para liberarlos de las leyes del mercado y para adjudicar a los funcionarios del Estado el derecho de decidir de cuánto crédito desean disponer y en qué momentos.

			La política de «dinero barato» fue la idea rectora y el objetivo de estos funcionarios. Los bancos ya no iban a verse limitados al conceder préstamos por la cantidad de sus reservas de oro. Los tipos de interés ya no iban a aumentar frente a la creciente especulación y demanda de fondos. Seguiría siendo fácil disponer de crédito, siempre y cuando la Reserva Federal no decidiese lo contrario.4

			El Gobierno sostuvo que, al arrebatarles el control del dinero y el crédito a los banqueros privados, y al contraer o expandir el crédito a su voluntad, guiándose por consideraciones que no eran las que influyen en los banqueros «egoístas», pudo así —junto con otras políticas intervencionistas— controlar la inversión para garantizar un estado de prosperidad prácticamente constante. Muchos burócratas creyeron que el Gobierno podría seguir manteniendo la economía en un estado de boom interminable.

			Por utilizar una inestimable metáfora de Alan Greenspan: si, en un sistema laissez faire, la banca y los principios que rigen la disponibilidad de los fondos son como un fusible que impide que la economía vuele por los aires, entonces el Gobierno, a través del Sistema de la Reserva Federal, lo sustituyó por una moneda de cobre en el circuito eléctrico. El resultado fue la explosión conocida como el crac de 1929.

			Durante la mayor parte de la década de 1920, el Gobierno obligó a los bancos a mantener bajos los tipos de interés de forma artificial y antieconómica. Como consecuencia, se despilfarró el dinero en toda clase de empresas especulativas. En 1928, las señales de advertencia del peligro eran claramente visibles: la inversión injustificada estaba desenfrenada y las acciones estaban cada vez más sobrevaloradas. El Gobierno optó por ignorar estas señales de peligro.

			Un sistema bancario libre se habría visto obligado, por necesidad económica, a ponerle frenos a este proceso de especulación desbocada. El crédito y la inversión, en dicho caso, serían drásticamente reducidos; los bancos que habían hecho esas inversiones no rentables, las empresas que habían resultado improductivas y quienes estaban en tratos con ellas sufrirían, pero eso sería todo: el conjunto del país no se vería arrastrado al fondo. Sin embargo, se había abandonado la «anarquía» de un sistema bancario libre a favor de una planificación gubernamental «progresista».

			Se permitió que el boom y la especulación salvaje —que habían precedido a todas las grandes depresiones— creciera sin controles, afectando, en una red cada vez más amplia de errores de inversiones y de cálculos, a toda la estructura económica de la nación. La gente estaba invirtiendo prácticamente en todo y ganando fortunas de la noche a la mañana... en la teoría. Se calcularon los beneficios en valoraciones histéricamente exageradas de las futuras ganancias de las compañías. Los créditos se extendieron con un desenfreno promiscuo, basándose en la premisa de que, de algún modo, los bienes estarían ahí para respaldarlos. Era como la estrategia del hombre que entrega cheques sin fondos, amparado en la esperanza de que encontrará alguna manera de obtener el dinero necesario para depositarlo en el banco antes de que alguien presente los cheques para cobrarlos.

			Pero A es A, y la realidad no es infinitamente elástica. En 1929, la estructura económica y financiera del país se había vuelto tremendamente precaria. Para cuando el Gobierno, frenéticamente, subió por fin los tipos de interés, era demasiado tarde. Es dudoso que alguien pueda afirmar con certeza qué sucesos desataron primero el pánico, y no importa: el crac se había vuelto inevitable; muchos sucesos pudieron haber sido detonantes. Pero, cuando empezó a correr la noticia de las primeras quiebras bancarias y comerciales, la incertidumbre asoló el país con olas de pánico cada vez mayores. La gente empezó a vender sus acciones, esperando salir del mercado con sus ganancias u obtener el dinero que de pronto necesitaban para pagar préstamos bancarios cuya devolución se les estaba reclamando; y otras personas, al ver esto, empezaron a vender sus acciones con aprensión; y, prácticamente de la noche a la mañana, una avalancha tiró abajo el mercado de acciones, los precios colapsaron, los depósitos perdieron su valor, se exigió la devolución de los préstamos —muchos de los cuales no se podían pagar—, el valor de los activos fijos se desplomó indignantemente, las fortunas desaparecieron y, para 1932, la actividad comercial estaba casi paralizada. La ley de la causalidad se había vengado.

			Ésa fue, en esencia, la naturaleza y la causa de la depresión de 1929.

			Esto representa uno de los ejemplos más elocuentes de las desastrosas consecuencias de una economía «planificada». En una economía libre, cuando un empresario comete un error de juicio económico, él (y tal vez los que negocian directamente con él) sufre las consecuencias; en una economía planificada, cuando un planificador central comete un error de juicio económico, todo el país sufre las consecuencias.

			Pero no fue la Reserva Federal ni la intervención del Gobierno las que se llevaron la culpa de la depresión de 1929: fue el capitalismo. La libertad —clamaron los estatistas de toda especie y secta— había tenido su oportunidad y había fracasado. Las voces de los escasos pensadores que apuntaron a la verdadera causa del mal fueron ahogadas en las condenas a los empresarios, en las denuncias del ánimo de lucro, del capitalismo.

			Si los hombres hubiesen optado por conocer la causa del crac, el país se habría ahorrado gran parte de la agonía subsiguiente. La depresión se prolongó durante unos años trágicamente innecesarios por el mismo mal que lo había causado: los controles y reglamentos del Gobierno.

			Contrariamente al popular error de concepto, los controles y reglamentos comenzaron mucho antes del New Deal; en la década de 1920, la economía mixta ya era un hecho establecido de la vida estadounidense. Pero la tendencia hacia el estatismo empezó a avanzar más rápido con el Gobierno de Hoover, y se aceleró a un ritmo insólito con la llegada del New Deal de Roosevelt. Se impidió que se llevaran a cabo los ajustes económicos necesarios para poner fin a la depresión, a través de la imposición de controles asfixiantes, subidas de impuestos y leyes laborales. Esto último tuvo el efecto de forzar las tasas salariales a unos niveles injustificablemente altos, elevando así los costos del empresario justo cuando necesitaba reducirlos para reavivar la inversión y la producción. La Ley de Recuperación de la Industria Nacional, la ley Wagner y el abandono del patrón oro (con el consiguiente hundimiento del Estado en la inflación y la orgía del gasto deficitario) fueron sólo tres de las muchas medidas desastrosas promulgadas por el New Deal con la finalidad declarada de sacar al país de la depresión; todas tuvieron el efecto contrario.

			Como señala Alan Greenspan en «Stock prices and capital evaluation»,5 el obstáculo a la recuperación empresarial no consistió exclusivamente en las leyes específicas aprobadas con el New Deal; más nociva aún fue la atmósfera general de incertidumbre provocada por el Gobierno. Los hombres no tenían forma de saber qué ley o reglamento se cerniría sobre su cabeza en cualquier momento; no tenían forma de saber qué repentinos cambios de rumbo podría tomar la política del Gobierno; no tenían forma de planificar a largo plazo.

			Para actuar y producir, los empresarios requieren conocimiento, la posibilidad del cálculo racional, no «fe» y «esperanza»; y, sobre todo, ni «fe» ni «esperanza» respecto a las impredecibles contorsiones que puedan producirse en la cabeza del burócrata.

			Los progresos que lograron las empresas con el New Deal colapsaron en 1937, como resultado de la intensificación de la incertidumbre respecto a qué podría decidir hacer el Gobierno a continuación. El desempleo aumentó a más de diez millones, y la actividad empresarial cayó casi hasta el punto mínimo de 1932, el peor año de la depresión.

			Es parte de la mitología oficial del New Deal que Roosevelt «nos sacó de la depresión». ¿Cómo se «resolvió» al final el problema de la depresión? Mediante el recurso favorito de todos los estatistas en los momentos de emergencia: la guerra.

			La depresión precipitada por el crac del mercado de valores de 1929 no fue la primera en la historia de Estados Unidos, aunque fue incomparablemente más grave que cualquiera de las anteriores. Si uno estudia las depresiones previas, se encuentra con la misma causa básica y un común denominador: en una forma u otra, por un medio u otro, la manipulación del Gobierno de la oferta monetaria. Es típico de la manera en que crece el intervencionismo que el Sistema de la Reserva Federal fuese instituido como antídoto propuesto contra esas depresiones anteriores, ellas mismas productos de las manipulaciones monetarias del Gobierno.

			El mecanismo financiero de una economía es el centro sensible, el corazón vivo, de la actividad empresarial. En ningún otro ámbito puede la intervención del Gobierno producir esas consecuencias tan desastrosas. Véase una disertación general sobre el ciclo empresarial y su relación con la manipulación gubernamental de la oferta monetaria en la obra de Ludwig von Mises La acción humana.6

			Uno de los hechos más llamativos de la historia es que el hombre no aprende de sus fracasos. Véanse más detalles en las políticas del actual Gobierno.

			(Agosto de 1962)

			El papel de los sindicatos

			¿AUMENTAN LOS SINDICATOS EL NIVEL DE VIDA GENERAL?

			Uno de los delirios más extendidos de nuestro tiempo es la creencia de que el obrero estadounidense debe su alto nivel de vida a los sindicatos y a las leyes laborales «humanitarias». Esta creencia la contradicen los hechos y los principios más fundamentales de la economía; hechos y principios sistemáticamente eludidos por los líderes sindicales, los legisladores y los intelectuales de convicción estatista.

			El nivel de vida de un país, incluidos los salarios de sus trabajadores, depende de la productividad del trabajo; la alta productividad depende de las máquinas, inventos e inversión de capital, que dependen del ingenio creativo del individuo, que requiere, para su ejercicio, un sistema político-económico que proteja los derechos y la libertad del individuo.

			El valor productivo del trabajo físico per se es bajo. Si el trabajador de hoy produce más que el trabajador de hace cincuenta años, no es porque el de hoy realice más esfuerzo físico; al contrario: el esfuerzo físico que se requiere de él es mucho menor. El valor productivo de su esfuerzo ha sido multiplicado muchas veces por las herramientas y las maquinarias con las que trabaja; éstas son cruciales para determinar la valía económica de sus servicios. Para ejemplificar este principio, pensemos cuál sería la recompensa económica de un hombre, en una isla desierta, por presionar con el dedo medio centímetro; después, pensemos qué salarios se pagan, por presionar un botón, a un ascensorista de Nueva York. No son los músculos los que marcan la diferencia.

			Como observa Ludwig von Mises:

			Los salarios estadounidenses son más altos que los salarios en otros países porque el capital invertido por cada trabajador es mayor y, por tanto, las fábricas están en condiciones de utilizar las herramientas y maquinarias más eficientes. El llamado «estilo de vida americano» se deriva de que Estados Unidos ha puesto menos obstáculos a la formación del ahorro y a la acumulación de capital que otros países. El atraso económico de países como la India consiste, precisamente, en que sus políticas ponen trabas tanto a la acumulación de capital como a las inversiones de capital extranjero. Al faltar el capital requerido, se impide a las empresas indias emplear la suficiente cantidad de equipos modernos y, por tanto, producen mucho menos por hora y hombre, y sólo pueden permitirse pagar unas tasas salariales que, comparadas con las de Estados Unidos, parecen escandalosamente bajas.7

			En una economía de libre mercado, las empresas deben competir por los servicios de los trabajadores, como deben competir por todos los demás factores de producción. Si una empresa intenta pagar salarios más bajos de lo que sus trabajadores pueden obtener en otra parte, perderá a sus trabajadores y por tanto se verá obligada a cambiar de política o a cerrar su negocio. Si, en igualdad de condiciones, una empresa paga salarios superiores al nivel de mercado, sus costos más altos la pondrán en desventaja competitiva a la hora de vender sus productos y, de nuevo, se verá obligada a cambiar su política o a cerrar su negocio. Las empresas no bajan los sueldos porque sean crueles, ni los suben porque sean bondadosas. Los salarios no los determina el capricho de la empresa. Los salarios son los precios pagados por el trabajo humano y, como todos los demás precios en una economía libre, los determina la ley de la oferta y la demanda.

			Desde los albores de la Revolución Industrial y el capitalismo, las tasas salariales han aumentado de forma constante, como consecuencia inevitable de la creciente acumulación de capital, de progreso tecnológico y de la expansión industrial. A medida que el capitalismo creó innumerables nuevos mercados, también creó un mercado laboral en continua expansión: multiplicó el número y el tipo de puestos de trabajo, aumentó la demanda y la competición por los servicios del trabajador, e impulsó así los salarios al alza.

			Fue el interés propio económico de las empresas lo que las llevó a aumentar los salarios y reducir las horas de trabajo, y no la presión de los sindicatos. La jornada de ocho horas estaba establecida en la mayoría de los sectores industriales estadounidenses mucho antes de que los sindicatos tuvieran un tamaño o poder económico significativos. Cuando sus competidores estaban pagando a sus trabajadores entre 2 y 3 dólares al día, Henry Ford ofreció 5 dólares diarios, atrayendo así a la mano de obra más eficiente del país, aumentando así su producción y sus beneficios. En la década de 1920, cuando el movimiento sindical en Francia y Alemania era mucho más dominante que en Estados Unidos, el nivel de vida del trabajador estadounidense era muy superior. Era la consecuencia de la libertad económica.

			Ni que decir tiene, los hombres están en su derecho de organizarse en sindicatos, siempre y cuando lo hagan de forma voluntaria, es decir, siempre y cuando nadie sea forzado a afiliarse. Los sindicatos pueden tener valor como fraternidades, o como medio para mantener informados a sus miembros de las actuales condiciones del mercado, o para emprender negociaciones más efectivas con las empresas, sobre todo en las comunidades pequeñas y aisladas. Puede ocurrir que una empresa concreta esté pagando salarios que, en el contexto general del mercado, sean demasiado bajos; en ese caso, una huelga, o la amenaza de una huelga, pueden obligarla a cambiar su política, ya que descubrirá que no puede obtener una mano de obra adecuada con los sueldos que ofrece. Sin embargo, la creencia de que los sindicatos pueden causar un aumento general del nivel de vida es un mito.

			Hoy, el mercado laboral ya no es libre. Los sindicatos gozan de un poder único, casi monopolista, sobre muchos aspectos de la economía. Esto se ha logrado mediante leyes que han forzado a los hombres a afiliarse a sindicatos, quisieran o no, y a las empresas a tratar con estos sindicatos, quisieran o no. Como consecuencia, las tasas salariales en muchos sectores industriales ya no las determina un mercado libre; los sindicatos han podido forzar los salarios muy por encima de su nivel de mercado normal. Éstos son los «beneficios sociales» por los que se suele atribuir el mérito a los sindicatos. Sin embargo, lo cierto es que el resultado de sus políticas ha sido a) la reducción de la producción, b) el desempleo generalizado y c) la penalización de los trabajadores de otros sectores industriales, así como del resto de la población.

			a) Con el aumento de los salarios a niveles desmesuradamente altos, los costos de producción son tales que a menudo es necesario restringir la producción: se vuelve demasiado caro asumir nuevos proyectos y el crecimiento se ve entorpecido. Frente a unos costos incrementados, los productores marginales —los que apenas han podido competir en el mercado— son incapaces de mantener el negocio. El resultado general: los bienes y servicios que habrían sido producidos no llegan a ver la luz.

			b) De resultas de las altas tasas salariales, son menos los trabajadores que la empresa se puede permitir contratar; de resultas de una menor producción, las empresas necesitan menos trabajadores. Así, un grupo de trabajadores obtiene unos ingresos injustificablemente altos a expensas de otros que no lograron encontrar trabajo. Esto —junto con las leyes de salario mínimo— es la causa del desempleo generalizado. El desempleo es el resultado inevitable de forzar las tasas salariales por encima de su nivel en el libre mercado. En una economía libre, donde ni las empresas ni los trabajadores están sujetos a la coerción, las tasas salariales siempre tienden al nivel donde todos los que busquen trabajo podrán conseguirlo. En una economía paralizada y controlada, este proceso se ve bloqueado. De resultas de las leyes supuestamente «protrabajadores» y del poder monopolista del que disfrutan los sindicatos, los trabajadores en paro no tienen libertad para competir en el mercado laboral ofreciendo sus servicios por menos de las tasas salariales dominantes; las empresas no tienen libertad para contratarlos. En el caso de las huelgas, si los trabajadores en paro intentaran acceder a los puestos desocupados por los huelguistas, ofreciéndose a trabajar por un salario inferior, a menudo sufrirían las amenazas y la violencia física de los sindicalistas. Estos hechos son tan tristemente conocidos como eludidos en la mayoría de las conversaciones sobre el problema del paro, y en particular las que mantienen los funcionarios del Estado.

			c) Cuando las condiciones del mercado son tales que los productores, cuyos costos laborales han aumentado, no pueden subir el precio de los productos que venden, se produce una merma de la producción, como se indicaba antes; y la población general sufre, por consiguiente, una pérdida de bienes y servicios potenciales. (La idea de que los productores pueden «absorber» dichos aumentos salariales «absteniéndose de los beneficios», sin perjuicio para la producción futura, es peor que una ingenuidad económica: son los beneficios los que hacen posible la producción futura; la cantidad de beneficios que se destinan, no a la inversión, sino al consumo personal del productor, es nimia en el contexto económico general.) En la medida en que las condiciones del mercado lo permiten, los productores cuyos costos laborales hayan aumentado se ven obligados a subir el precio de sus productos. Entonces, los trabajadores de otros sectores industriales ven elevados sus costos de vida, porque ahora deben pagar precios más altos por los productos que compran. Entonces, a su vez, exigen un aumento en sus sectores industriales, lo que conduce a nuevas subidas de precios, que provocan nuevos aumentos salariales, etcétera. (Los sindicatos suelen expresar indignación siempre que suben los precios; los únicos precios que ellos consideran normal subir son los precios que se pagan por el trabajo, es decir, los salarios.) Los trabajadores no adscritos a ningún sindicato, y por lo general el resto de la población, se enfrentan a este mismo aumento constante de sus costos de vida; se les hace subvencionar los salarios injustificablemente altos de los sindicalistas, y son las víctimas no reconocidas de los «beneficios sociales» de los sindicatos. Y uno observa el espectáculo de los albañiles que reciben un salario dos e incluso tres veces mayor que los oficinistas y los profesores universitarios.

			No se puede insistir lo suficiente en que no es el sindicalismo como tal lo que hace posible esta situación, sino los controles y reglamentos del Gobierno. En una economía libre y no regulada, en un mercado donde la coerción está prohibida, ningún grupo económico puede adquirir el poder para victimizar al resto de la población. La solución no reside en unas nuevas leyes dirigidas contra los sindicatos, sino en la derogación de las leyes que hicieron posible el presente mal.

			La incapacidad de los sindicatos para lograr aumentos efectivos y extendidos de las tasas salariales —para elevar el nivel de vida general— es eclipsada en parte por el fenómeno de la inflación. Como consecuencia de la política del Gobierno de gasto deficitario y ampliación del crédito, el poder adquisitivo de la unidad monetaria —el dólar— ha disminuido drásticamente a lo largo de los años. Las tasas salariales nominales han aumentado considerablemente más que las tasas salariales reales, es decir, los salarios medidos en términos de poder adquisitivo real.

			Lo que ha contribuido a eclipsar esta cuestión es que las tasas salariales reales han aumentado notablemente desde principios de siglo. A pesar de las destructivas y crecientes restricciones del Gobierno a la libertad de producción y comercio, se han producido importantes avances en la ciencia, la tecnología y la acumulación de capital que han aumentado el nivel de vida general. Se debe añadir que estos avances son menos de los que se habrían producido en una economía plenamente libre y, a medida que los controles se sigan endureciendo, dichos avances se volverán más lentos e infrecuentes.

			Es pertinente considerar contra qué obstáculo han tenido que luchar los empresarios para seguir produciendo cuando uno oye a los líderes sindicales proclamar, con un tono de indignación, el derecho de los trabajadores a una «proporción mayor» del «producto nacional». Por parafrasear a John Galt: una proporción mayor ¿provista por quién? In albis.

			El progreso económico, como cualquier otra forma de progreso, tiene una sola fuente principal: la mente del hombre. Y sólo puede existir en la medida en que el hombre es libre para traducir su pensamiento en acción.

			Pregúntese cualquiera que crea que el alto nivel de vida es un logro de los sindicatos y los controles del Gobierno lo siguiente: si uno tuviera una «máquina del tiempo» y transportara a los jefes sindicales de Estados Unidos, más tres millones de burócratas del Estado, de vuelta al siglo X, ¿podrían seguir abasteciendo ellos a los siervos medievales de luz eléctrica, frigoríficos, automóviles y aparatos de televisión? Cuando uno entiende que no podrían hacerlo, debería identificar quién y qué hicieron estas cosas posibles.8

			 

			Post scriptum. Tras finalizar lo anterior, vi un artículo en la edición de The New York Times del 8 de septiembre que es demasiado oportuno para dejar de comentarlo. El artículo, titulado «Diez líderes del UAW consideran que los sindicatos están perdiendo la lealtad de los miembros», de Damon Stetson, informa de que los ejecutivos de la United Automobile Workers (UAW) se reunieron para tratar el problema de la creciente falta de lealtad entre los trabajadores al liderazgo y la solidaridad sindicales. Se citan unas declaraciones de un representante de la UAW: «¿Cómo podemos conseguir una mayor lealtad de cada persona hacia el sindicato? Todas las cosas por las que hemos luchado, las empresas se las están dando ahora a los trabajadores. Lo que hemos de encontrar son otras cosas que los trabajadores quieran, y que las empresas no estén dispuestas a darles, y tenemos que desarrollar nuestro programa en torno a estas cosas como razones para pertenecer al sindicato».

			¿Es necesario algún comentario?

			(Noviembre de 1963)

			Educación pública

			¿DEBERÍA LA EDUCACIÓN SER OBLIGATORIA Y FINANCIADA CON IMPUESTOS, COMO LO ES HOY?

			La respuesta a esta pregunta se vuelve evidente si uno la formula de forma más concreta y específica, como sigue: ¿se debería permitir al Gobierno sacar a la fuerza a los niños de sus casas, con o sin el consentimiento de sus padres, y someterlos a una formación educativa y a procedimientos que los padres podrían o no aprobar? ¿Se debería expropiar a los ciudadanos su riqueza para financiar un sistema educativo que ellos podrían o no sancionar, y que paguen por la educación de unos hijos que no son los suyos? Para cualquiera que comprenda y esté constantemente comprometido con el principio de los derechos individuales, la respuesta es, claramente: no.

			No existe ningún tipo de base moral para la afirmación de que la educación es una prerrogativa del Estado, o para la afirmación de que lo adecuado es expropiar la riqueza de algunos hombres para el beneficio de otros, que no se han ganado.

			La doctrina de que la educación debe ser dirigida por el Estado es coherente con la teoría nazi o comunista sobre el Gobierno. No es coherente con la teoría estadounidense sobre el Gobierno.

			Las implicaciones totalitarias de la educación estatal (absurdamente calificada de «educación gratuita») las eclipsa en parte el hecho de que, en Estados Unidos, a diferencia de en la Alemania nazi o en la Rusia soviética, las escuelas privadas son toleradas por la ley. Sin embargo, esas escuelas no existen por derecho, sino sólo por permiso.

			Además, los hechos siguen siendo los siguientes: a) la mayoría de los padres se ven obligados a enviar a sus hijos a las escuelas del Estado, puesto que se les cobran impuestos para financiar esas escuelas y no pueden permitirse pagar las tarifas adicionales para enviar a sus hijos a escuelas privadas; b) las normas educativas, que rigen en todas las escuelas, son prescritas por el Estado; c) la creciente tendencia de la educación estadounidense es que el Gobierno ejerza un control cada vez más amplio sobre todos los aspectos de la educación.

			Como ejemplo de esto último: cuando muchos padres que no estaban de acuerdo con el método pictográfico para enseñar a los niños a leer empezaron a enseñar a sus hijos en casa mediante el método fonético, se propuso prohibirlo por ley. ¿Qué conlleva esto, si no es que la mente del niño pertenece al Estado?

			Cuando el Estado asume el control financiero de la educación, es por lógica adecuado que el Estado debe asumir progresivamente el control del contenido de la educación, puesto que el Estado tiene la responsabilidad de juzgar si sus fondos son utilizados o no de forma «satisfactoria». Pero cuando un Gobierno entra en la esfera de las ideas, cuando se atreve a prescribir en asuntos que conciernen al contenido intelectual, supone la muerte de una sociedad libre.

			Cito a Isabel Paterson en The god of the machine:

			Los textos educativos son necesariamente selectivos en su contenido, su lenguaje y su punto de vista. Donde la enseñanza esté dirigida por las escuelas privadas, habrá una considerable variación entre las diferentes escuelas; los padres deben juzgar qué quieren que se les enseñe a sus hijos, según el plan de estudios ofertado. Después, cada uno debe esforzarse por alcanzar la verdad objetiva [...]. En ninguna parte habrá ningún incentivo para enseñar la «supremacía del Estado» como filosofía obligatoria. Pero todos los sistemas educativos políticamente controlados inculcarán la doctrina de la supremacía del Estado tarde o temprano, ya sea el derecho divino de los reyes o la «voluntad del pueblo» en la «democracia». Una vez que se acepta la doctrina, se vuelve casi una tarea sobrehumana liberarse del yugo del poder político sobre la vida del ciudadano. Ha tenido su cuerpo, sus propiedades y su mente en sus garras desde su infancia.9

			El nivel vergonzosamente bajo de la educación en Estados Unidos hoy en día es el predecible resultado de un sistema escolar controlado por el Estado. La escolaridad, en buena medida, se ha convertido en un símbolo de estatus y en un ritual. Cada vez más personas van a la universidad, y cada vez menos salen correctamente educadas. Nuestro sistema educativo es como una vasta burocracia, un vasto servicio civil, en el que la tendencia se dirige hacia la norma de tener en cuenta todo respecto a los requisitos del profesor (como el número de sus publicaciones) excepto su capacidad docente, y de tener en cuenta todo respecto a los requisitos del estudiante (como su «adaptabilidad social») excepto su competencia intelectual.

			La solución es llevar el campo de la educación al mercado.

			Existe una urgente necesidad económica de educación. Cuando las instituciones educativas tengan que competir unas con otras en la calidad de la formación que ofrecen —cuando tengan que competir por el valor que se asociará a los diplomas que emitan—, los niveles educativos subirán, necesariamente. Cuando tengan que competir por los servicios de los mejores profesores, los que atraerán al mayor número de estudiantes, entonces la categoría de la enseñanza —y el salario de los profesores— subirá, necesariamente. (Hoy, los profesores con más talento abandonan a menudo su profesión y se unen al sector privado, donde saben que sus esfuerzos serán mejor recompensados.) Cuando se permita que los principios económicos que han dado como resultado la superlativa eficiencia de la industria estadounidense actúen en el campo de la educación, el resultado será una revolución dirigida a un desarrollo y crecimiento educativo sin precedentes.

			Se debería liberar la educación del control o la intervención del Gobierno, y convertirla en una empresa privada rentable, no porque la educación no sea importante, sino porque es crucialmente importante.

			Lo que se debe cuestionar es la creencia dominante de que la educación es una especie de «derecho natural»; en efecto, un obsequio de la naturaleza. No existen dichos obsequios. Pero va en beneficio de los intereses del estatismo fomentar esta falsa ilusión, con el fin de lanzar una cortina de humo respecto a quién pertenece la libertad que se debe sacrificar para pagar tales «obsequios».

			De resultas de que la educación haya sido financiada por los impuestos durante tanto tiempo, a la mayoría de la gente le parece difícil concebir una alternativa. Pero la educación no tiene nada único que la distinga de las muchas otras necesidades humanas cubiertas por la empresa privada. Si, durante muchos años, el Gobierno se hubiese comprometido a proveer de zapatos a todos los ciudadanos (basándose en que los zapatos son una necesidad urgente), y si alguien, posteriormente, propusiera que se debería entregar este campo a la empresa privada, sin duda, se le diría con indignación: «¡Cómo! ¿Quieres que todos, excepto los ricos, vayan por ahí descalzos?».

			Pero la industria del calzado está haciendo su trabajo con una competencia inconmensurablemente mayor que la educación pública al hacer su trabajo.

			Cito a Isabel Paterson una vez más:

			Cabe esperar el resentimiento más vengativo de la profesión pedagógica ante cualquier sugerencia de que deberían ser desalojados de su posición dictatorial: lo expresarán principalmente con epítetos, como «reaccionaria», que sería el más suave. No obstante, la pregunta que hacer a cualquier profesor movido por tal indignación es: ¿piensa usted que alguien le confiaría voluntariamente a sus hijos y le pagaría por enseñarles? ¿Por qué tiene usted que obtener sus honorarios mediante la extorsión y a sus alumnos mediante la coacción?10
(Junio de 1963)

			La riqueza heredada

			¿LES DA LA RIQUEZA HEREDADA A ALGUNAS PERSONAS UNA VENTAJA INJUSTA EN UNA ECONOMÍA COMPETITIVA?

			Al considerar la cuestión de la riqueza heredada, uno debe empezar por reconocer que el derecho crucial afectado no es el de la herencia, sino el del productor original de la riqueza. El derecho de propiedad es el derecho al uso y la disposición; del mismo modo que el hombre que produce riqueza tiene el derecho de usarla y de disponer de ella mientras viva, también tiene el derecho de elegir quién la recibirá tras su muerte. Nadie más tiene derecho a tomar esa decisión. En este contexto es irrelevante, por tanto, considerar el mérito o el demérito de cualquier heredero particular; no es su derecho básico el que está en juego. Cuando la gente condena la riqueza heredada, es el derecho del productor el que, en realidad, están atacando.

			Se ha sostenido que, puesto que el heredero no trabajó para producir la riqueza, no tiene ningún derecho intrínseco a ella; eso es cierto: el del heredero es un derecho derivado; el único derecho primario es el del productor. Pero si el futuro heredero no tiene derecho moral a la riqueza, excepto por decisión del productor, tampoco lo tiene nadie más y, desde luego, no lo tiene el Gobierno o «el público».

			En una economía libre, la riqueza heredada no es un impedimento ni una amenaza para quienes no la poseen. La riqueza —es necesario recordar— no es una cantidad estática, limitada, que sólo se pueda dividir o saquear; la riqueza se produce, y su cantidad potencial es prácticamente ilimitada.

			Si un heredero es merecedor de su dinero, es decir, si lo usa de forma productiva, crea más riqueza, aumenta el nivel de vida general; y, en esa medida, hace el camino a la cima más fácil para cualquier recién llegado con talento. Cuanto mayor es la cantidad de riqueza, de desarrollo industrial, que existe, mayores son las recompensas económicas (en salarios y beneficios) y más amplio es el mercado para la capacidad; para las nuevas ideas, productos y servicios.

			Cuanto menor sea la riqueza existente, más prolongados y arduos serán los esfuerzos para cualquiera. En los primeros años de una economía industrial, los salarios son bajos; hay poco mercado para una capacidad inusual. Pero, con cada generación exitosa, a medida que aumenta la acumulación de capital, crece la demanda económica de hombres con capacidades. Los negocios industriales existentes necesitan desesperadamente a esos hombres; no tienen más remedio que ofertar salarios cada vez más altos por los servicios de dichos hombres —y, por tanto, de formar a sus propios futuros competidores—, de modo que el tiempo necesario para que un recién llegado con talento amase su propia fortuna y emprenda su propio negocio es cada vez más corto.

			Si el heredero no es merecedor de su dinero, la única persona amenazada por éste es él mismo. Una economía libre y competitiva es un proceso constante de mejora, innovación y progreso; no tolera el estancamiento. Si un heredero que carece de capacidades adquiere una fortuna y un gran negocio industrial de su exitoso padre, no será capaz de mantenerlo mucho tiempo; no será un competidor igual. En una economía libre, donde los burócratas y los legisladores no tendrían el poder para vender o conceder favores económicos, el heredero no podría comprar, ni con todo su dinero, la protección frente a su propia incompetencia; tendría que ser bueno en su trabajo o perder a sus clientes a favor de empresas dirigidas por hombres con capacidades superiores. No hay nada tan vulnerable como una empresa grande y mal dirigida que compita con otras pequeñas y eficientes.

			Los lujos personales o las fiestas y borracheras que el heredero incompetente pueda disfrutar gracias al dinero de su padre no tienen relevancia económica. En los negocios, no sería capaz de interponerse en el camino de los competidores con talento ni ser un impedimento para los hombres con capacidades. No encontraría la seguridad automática en ninguna parte.

			A principios de siglo, había un dicho popular muy elocuente respecto a lo anterior: «De mangas de camisa a mangas de camisa en tres generaciones». Si un hombre hecho a sí mismo ascendía por su capacidad y dejaba su negocio a unos herederos no merecedores de él, su nieto volvía a las mangas de camisa de algún incierto puesto de trabajo. (No terminaba gobernando un Estado o un país.)

			Es una economía mixta —como la sociedad semisocialista o semifascista que tenemos hoy— la que protege a los ricos no productivos al paralizar a una sociedad en un determinado nivel de desarrollo, al paralizar al pueblo en clases y castas y ponerles a los hombres cada vez más difícil ascender, caer o pasar de una casta a otra; de modo que cualquiera que haya heredado una fortuna antes de la paralización puede mantenerla con poco temor a la competición, como un heredero en una sociedad feudal.

			Es significativo cuántos herederos de grandes fortunas industriales, los millonarios de segunda y tercera generación, son partidarios del estado de bienestar, que claman por más y más controles. El objetivo y las víctimas de estos controles son los hombres con capacidades que, en una economía libre, desplazarían a estos herederos; los hombres sin los cuales los herederos serían incapaces de competir.

			Como escribe Ludwig von Mises en La acción humana:

			En la actualidad, los impuestos absorben la mayor parte de los beneficios «excesivos» del nuevo empresario. Éste no puede acumular capital; no puede ampliar su propio negocio; jamás se convertirá en un gran empresario y en un rival para los intereses creados. Las viejas compañías no tienen por qué temer su competencia; están protegidas por el recaudador de impuestos. Pueden, con impunidad, abandonarse a la rutina [...]. Es cierto, el impuesto sobre la renta puede evitarles, también, acumular nuevo capital. Pero lo que es más importante para ellos es que impide al peligroso nuevo empresario acumular cualquier capital. Son prácticamente privilegiados por el sistema fiscal. En este sentido, la imposición progresiva fiscaliza el progreso económico y fomenta la rigidez [...].

			Los intervencionistas se quejan de que las grandes empresas están volviéndose rígidas y burocráticas, y de que ya no es posible que unos nuevos empresarios competentes desafíen los intereses creados de las viejas familias ricas. Sin embargo, en la medida en que sus quejas estén justificadas, se quejan de cosas que son un mero resultado de sus propias políticas.11
(Junio de 1963)

			La practicabilidad del capitalismo

			¿TIENE ALGUNA VALIDEZ LA AFIRMACIÓN DE QUE EL CAPITALISMO LAISSEZ FAIRE ES MENOS PRACTICABLE A MEDIDA QUE LA SOCIEDAD SE VUELVE MÁS COMPLEJA?

			Esta afirmación es el tipo de cliché colectivista que los «liberales» repiten ritualmente, sin hacer ningún intento de probarla o corroborarla. Analizarla es percibir su absurdidad.

			La misma condición de libertad necesaria a fin de obtener un alto nivel de desarrollo industrial —un alto nivel de «complejidad»— es necesaria para mantenerlo. Decir que una sociedad se ha vuelto más compleja sólo significa que más hombres viven en la misma área geográfica y tratan unos con otros, que toman parte en un mayor volumen de comercio, y en un mayor número y más diverso de actividades productivas. En estos hechos no hay nada que pueda concebiblemente justificar el abandono de la libertad económica a favor de una «planificación» por parte del Gobierno.

			Al contrario: cuanto más «compleja» es una economía, mayor es el número de opciones y decisiones que se tienen que tomar; y, por tanto, más flagrantemente impracticable se vuelve que una autoridad central del Estado se encargue de este proceso. Si hay ciertos grados de irracionalidad, sería más plausible imaginar que una economía primitiva, preindustrial, pudiese ser gestionada, sin causar desastres, por el Estado; pero la idea de dirigir una sociedad científica, altamente industrializada, con trabajo esclavo es una barbaridad por la ignorancia que revela.

			Obsérvese que el mismo tipo de personas que propugnan esta doctrina también declaran que los países subdesarrollados del mundo no son aptos para la libertad económica, que su nivel primitivo de desarrollo hace imperativo el socialismo. Así, sostienen al mismo tiempo que a un país no se le debe permitir la libertad porque es demasiado subdesarrollado económicamente y que a un país no se le debe permitir la libertad porque es demasiado desarrollado económicamente.

			Ambas posturas son las burdas racionalizaciones de las mentalidades estatistas que nunca han entendido qué hace posible la civilización industrial.

			NATHANIEL BRANDEN
(Noviembre de 1963)
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			El oro y la libertad económica

			La hostilidad casi histérica hacia el patrón oro es una cuestión que une a los estatistas de toda convicción. Parecen tener la impresión —acaso con más claridad y sutileza que muchos defensores congruentes del laissez faire— de que el oro y la libertad económica son inseparables; de que el patrón oro es un instrumento del laissez faire; y de que lo uno conlleva y necesita lo otro.

			Para saber cuál es el origen de su antagonismo, es necesario primero conocer el papel específico del oro en una sociedad libre.

			El dinero es el denominador común de todas las transacciones económicas. Es el artículo que sirve como medio de intercambio, es universalmente aceptable para todos los participantes en una economía de intercambio como pago por sus productos o servicios y puede, por tanto, ser utilizado como un patrón de valor de mercado y como depósito de valor, es decir, como medio de ahorro.

			La existencia de dicho artículo es una condición previa para una economía de división del trabajo. Si los hombres no tuviesen algún artículo con valor objetivo, que fuese generalmente aceptable como dinero, tendrían que recurrir al primitivo trueque o verse obligados a vivir en granjas autosuficientes y renunciar a las inestimables ventajas de la especialización. Si los hombres no tuviesen ningún medio para almacenar valor, es decir, para ahorrar, no serían posibles ni la planificación a largo plazo ni el intercambio.

			El medio de intercambio que será aceptable para todos los participantes en una economía no se determina de forma arbitraria. En primer lugar, el medio de intercambio debe ser duradero. En una sociedad primitiva con escasa riqueza, el trigo puede durar lo suficiente para servir como medio, puesto que todos los intercambios se producirían durante la cosecha e inmediatamente después de ésta, sin excedentes de valor que almacenar. Pero donde las consideraciones sobre el almacenaje de valor son importantes, a medida que surgen en sociedades más ricas y civilizadas, el medio de intercambio debe ser un artículo duradero, normalmente un metal. Por lo general se elige un metal porque es homogéneo y divisible: cada unidad es la misma que cualquier otra y puede ser fundida o formada en cualquier cantidad. Las joyas preciosas, por ejemplo, no son ni homogéneas ni divisibles.

			Aún más importante es que el artículo elegido como medio sea un lujo. Los deseos humanos por los lujos son ilimitados y, por tanto, siempre hay demanda de artículos de lujo, y siempre serán aceptables. El trigo es un lujo en las civilizaciones malnutridas, pero no en una sociedad próspera. Los cigarrillos, normalmente, no servirían como dinero, pero lo hicieron en Europa tras la Segunda Guerra Mundial, donde eran considerados un lujo. El término «artículo de lujo» denota escasez y un alto valor unitario. Al tener un alto valor unitario, ese artículo es fácilmente transportable; por ejemplo, una onza de oro equivale al valor de media tonelada de arrabio.

			En las primeras etapas de una economía monetaria en desarrollo, se pueden utilizar varios medios de intercambio, puesto que habrá una amplia variedad de artículos que satisfagan las condiciones antedichas. Sin embargo, uno de los artículos desplazará poco a poco a los otros, ya que su aceptabilidad está más extendida. Las preferencias sobre qué guardar como depósito de valor cambiarán a favor del artículo más ampliamente aceptado, lo que, a su vez, lo hará aún más aceptable. El cambio es progresivo hasta que ese artículo se convierte en el único medio de intercambio. El uso de un único medio es sumamente ventajoso por las mismas razones por las que una economía monetaria es superior a una economía de trueque: hace el intercambio posible en una escala incalculablemente mayor.

			Que el único medio sea oro, plata, conchas, ganado o tabaco es opcional, dependiendo del contexto y el desarrollo de una determinada economía. De hecho, todos ellos han sido utilizados, en distintos momentos, como medio de intercambio. Incluso en el presente siglo, dos importantes artículos —el oro y la plata— han sido utilizados como medio de intercambio internacional, y el que acabó predominando fue el oro. Al tener un uso tanto artístico como funcional, y ser relativamente escaso, el oro siempre ha sido considerado un artículo de lujo. Es duradero, transportable, homogéneo, divisible y, por tanto, tiene importantes ventajas sobre todos los demás medios de intercambio. Desde el comienzo de la Primera Guerra Mundial, ha sido prácticamente el único patrón de intercambio internacional.

			Si todos los productos y servicios se tuviesen que pagar con oro, sería difícil realizar pagos grandes, y esto tendería a limitar el grado de división del trabajo y especialización de una sociedad. Así, una extensión lógica de la creación de un medio de intercambio es el desarrollo de un sistema bancario y de instrumentos de crédito (billetes y depósitos) que sirven como sustitutos del oro, y también son convertibles en él.

			Un sistema bancario basado en el oro puede extender créditos y por tanto crear billetes (moneda) y depósitos, en función de los requisitos de producción de la economía. A los propietarios de oro particulares se les induce, mediante pagos de intereses, a depositar su oro en un banco (y librar cheques con cargo a dicho depósito). Pero, como se da rara vez el caso de que todos los depositantes quieran retirar todo su oro al mismo tiempo, el banquero sólo necesita mantener en la reserva una parte de sus depósitos totales de oro. Esto permite al banquero prestar una cantidad de dinero superior a sus depósitos de oro (lo que significa que posee derechos sobre el oro, en lugar de oro, como garantía de sus depósitos). Sin embargo, la cantidad de préstamos que puede permitirse conceder no es arbitraria: tiene que calcularla en función de sus reservas y del estado de sus inversiones.

			Cuando los bancos prestan dinero para financiar a empresas productivas y rentables, los préstamos son saldados rápidamente y, en general, se mantiene la disponibilidad de créditos bancarios. Pero cuando los proyectos empresariales financiados mediante crédito bancario son menos rentables y las empresas son más lentas en saldar su deuda, los banqueros descubren pronto que sus préstamos pendientes son excesivos en relación con sus reservas de oro, y empiezan a limitar los nuevos préstamos, normalmente cobrando tipos de interés más altos. Esto tiende a restringir la financiación de nuevas empresas y requiere que los prestatarios existentes mejoren su rentabilidad antes de poder obtener crédito para expandirse. Así, con el patrón oro, un sistema bancario libre actúa como protector de la estabilidad y el crecimiento equilibrado de una economía.

			Cuando el oro es aceptado como medio de intercambio por la mayoría de los países, o todos, el patrón oro internacional, libre y sin obstáculos, sirve para fomentar una división del trabajo a nivel mundial y el comercio internacional más amplio. Aunque las unidades de intercambio (el dólar, la libra, el franco, etcétera) difieran de un país a otro, cuando todas son definidas en los términos del oro, las economías de los diferentes países actúan como una sola, siempre y cuando no haya restricciones al comercio o al movimiento de capital. El crédito, los tipos de interés y los precios tienden a seguir pautas similares en todos los países. Por ejemplo, si los bancos de un país extienden créditos con demasiada generosidad, los tipos de interés en ese país tenderán a bajar, lo que induce a los depositantes a trasladar su oro a otros bancos que paguen intereses más altos en otros países. Esto causará de inmediato una escasez de reservas bancarias en el país del «dinero fácil», lo que provocará un endurecimiento de las normas crediticias y la vuelta a unos tipos de interés competitivamente más altos.

			Aún no se ha logrado un sistema bancario con plena libertad y un patrón oro con total coherencia. Pero antes de la Primera Guerra Mundial, el sistema bancario de Estados Unidos (y de la mayor parte del mundo) se basaba en el oro, y, a pesar de que el Gobierno intervenía en ocasiones, la banca era más libre que controlada. Periódicamente, y a causa de una expansión del crédito demasiado rápida, los bancos han concedido préstamos hasta el límite de sus reservas de oro, los tipos de interés han subido drásticamente, se ha interrumpido la concesión de nuevos créditos y la economía ha entrado en una acusada pero breve recesión. (Comparado con las depresiones de 1920 y 1932, el declive de las empresas antes de la Primera Guerra Mundial fue, en realidad, moderado.) Fueron las limitadas reservas de oro lo que frenó las expansiones desequilibradas de la actividad empresarial, antes de que pudieran degenerar en el tipo de desastre previo a la Primera Guerra Mundial. Los períodos de reajuste fueron cortos, y las economías restablecieron con rapidez una base sólida para reanudar la expansión.

			Pero el proceso de cura fue erróneamente diagnosticado como la enfermedad: si la escasez de las reservas bancarias estaba causando un declive empresarial —sostenían los intervencionistas económicos—, ¡por qué no encontrar una forma de suministrar reservas mayores a los bancos, para que nunca necesiten la escasez! Si los bancos pueden seguir prestando dinero indefinidamente —se afirmaba—, nunca será necesario que caiga empresa alguna. Y, así, se organizó el Sistema de la Reserva Federal en 1913. Consistía en doce bancos regionales de la Reserva Federal, cuyos supuestos propietarios eran banqueros privados, pero, en realidad, eran patrocinados, dirigidos y financiados por el Estado. El crédito extendido por estos bancos es respaldado en la práctica (pero no legalmente) por el poder tributario del Gobierno federal. Técnicamente, nos mantuvimos con el patrón oro; los particulares podían seguir poseyendo oro, y continuó siendo utilizado como reserva bancaria. Pero, ahora, además del oro, el crédito extendido por los bancos de la Reserva Federal (las reservas de «papel») puede servir como moneda de curso legal para pagar a los depositantes.

			Cuando las empresas de Estados Unidos sufrieron una leve contracción en 1927, la Reserva Federal creó más reservas de papel con la esperanza de anticiparse a cualquier posible escasez de reservas bancarias. Más desastroso fue, sin embargo, el intento de la Reserva Federal de ayudar a Gran Bretaña, que había estado perdiendo oro respecto a nosotros porque el Banco de Inglaterra se negó a permitir la subida de los tipos de interés cuando las fuerzas del mercado lo dictaron (era políticamente inaceptable). El razonamiento de las autoridades implicadas fue el siguiente: si la Reserva Federal inyectaba unas excesivas reservas de papel moneda a los bancos estadounidenses, los tipos de interés en Estados Unidos caerían a un nivel comparable al de Gran Bretaña; esto serviría para detener la pérdida de oro de los británicos y evitar el bochorno político de tener que subir los tipos de interés.

			La Reserva Federal lo logró: detuvo la pérdida de oro, pero de paso casi destruyó las economías del mundo. El excesivo crédito que la Reserva Federal inyectó a la economía rebosó hacia el mercado de valores, desencadenando un increíble boom especulativo. A destiempo, los funcionarios de la Reserva Federal intentaron absorber el exceso de reservas y finalmente lograron frenar el boom. Pero era demasiado tarde: en 1929 los desequilibrios especulativos eran ya tan abrumadores que el intento precipitó una acusada contracción y, por consiguiente, una desmoralización en la confianza empresarial. Como resultado, la economía estadounidense colapsó. A Gran Bretaña le fue aún peor y, en vez de absorber las plenas consecuencias de su anterior insensatez, abandonó el patrón oro por completo en 1931, rompiendo en pedazos lo que quedaba del tejido de confianza y provocando una serie de quiebras bancarias a nivel mundial. Las economías del mundo se hundieron en la Gran Depresión de la década de 1930.

			Con una lógica que recuerda a la de una generación antes, los estatistas sostuvieron que el patrón oro era en gran parte el culpable de la debacle crediticia que condujo a la Gran Depresión. Si el patrón oro no hubiese existido —afirmaron—, el abandono de Gran Bretaña de los pagos en oro en 1931 no habría causado la quiebra de los bancos en todo el mundo. (La ironía era que, desde 1913, no nos regíamos por el patrón oro, sino por lo que se podría denominar «patrón oro mixto»; sin embargo, fue el oro el que se llevó la culpa.)

			Pero la oposición al patrón oro en cualquier forma —por parte de un creciente número de defensores del estado de bienestar— fue provocada por una observación mucho más sutil: cuando se entendió que el patrón oro es incompatible con el gasto deficitario crónico (el sello distintivo del estado de bienestar). Despojado de su jerga académica, el estado de bienestar no es nada más que un mecanismo mediante el cual los Gobiernos confiscan la riqueza de los miembros productivos de una sociedad para financiar una amplia variedad de proyectos sociales. Una considerable parte de la confiscación se efectúa a través de los impuestos. Pero los defensores del estado de bienestar se dieron cuenta enseguida de que, si deseaban conservar poder político, había que limitar la cantidad de impuestos y recurrir a los programas de enorme gasto deficitario, es decir, tenían que pedir dinero prestado, mediante la emisión de bonos del Estado, para financiar los gastos sociales a gran escala.

			Con el patrón oro, la cantidad de crédito que una economía puede sostener se determina por sus activos tangibles, puesto que todo instrumento crediticio es en última instancia el derecho sobre algún activo tangible. Pero los bonos del Estado no están respaldados por una riqueza tangible, sólo por la promesa del Estado de saldar la deuda con los futuros ingresos fiscales, y no puede ser fácilmente absorbida por los mercados financieros. Sólo se puede vender al público un gran volumen de nuevos bonos del Estado con unos tipos de interés progresivamente más altos. Así, con el patrón oro el gasto deficitario del Estado se ve severamente limitado.

			El abandono del patrón oro posibilitó a los defensores del estado de bienestar emplear el sistema bancario como medio para una expansión ilimitada del crédito. Han creado reservas de papel en forma de bonos del Estado que —mediante una compleja serie de pasos— los bancos aceptan en lugar de activos tangibles y los tratan como si fueran un depósito real, es decir, como el equivalente de lo que antes era un depósito de oro. El titular de un bono del Estado o de un depósito bancario creado mediante reservas de papel cree que tiene un derecho válido sobre un activo real. Pero lo cierto es que ahora hay más derechos no satisfechos que activos reales.

			No se debe engañar a la ley de la oferta y la demanda. A medida que la oferta de dinero (de derechos sobre él) aumenta en relación con la oferta de activos tangibles en la economía, los precios deberán acabar subiendo. Así, las ganancias ahorradas por los miembros productivos de la sociedad pierden valor en términos de activos. Cuando por fin se cuadran los libros contables, uno descubre que esta pérdida de valor representa los activos comprados por el Estado para destinarlos al bienestar o a otras finalidades con el dinero procedente de los bonos del Estado financiados por la expansión del crédito bancario.

			En ausencia del patrón oro, no hay forma de proteger los ahorros de la confiscación mediante la inflación. No hay ningún depósito de valor seguro. Si lo hubiera, el Estado tendría que ilegalizar su posesión, como se hizo en el caso del oro. Si todo el mundo decidiera, por ejemplo, convertir todos sus depósitos bancarios en plata o cobre, o cualquier otro activo, y por tanto rehusara aceptar cheques como pago por los activos, los depósitos bancarios perderían su poder adquisitivo y el crédito bancario de creación estatal tendría tan poco valor como el derecho sobre los activos. La política financiera del estado de bienestar requiere que los propietarios de la riqueza no tengan forma de protegerse.

			Éste es el mezquino secreto de las diatribas de los defensores del estado de bienestar contra el oro. El gasto deficitario es sólo una estratagema para la confiscación «oculta» de la riqueza. El oro se interpone en el camino de este insidioso proceso. Actúa como protector de los derechos de propiedad. Si uno entiende esto, no tiene dificultad para comprender la hostilidad de los estatistas hacia el patrón oro.

			ALAN GREENSPAN
The Objectivist,
julio de 1966
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			Notas sobre la historia de la libre empresa estadounidense

			Si se realizara un estudio detallado, fáctico, de todos aquellos casos en la historia de la industria estadounidense utilizados por los estatistas para acusar a la libre empresa y como argumento a favor de una economía controlada por el Estado, se descubriría que fue únicamente la intervención del Estado en la empresa lo que causó, necesitó y posibilitó los actos de los que se culpa a los empresarios. Los males popularmente atribuidos a los grandes empresarios no fueron fruto de una industria no regulada, sino del poder del Estado sobre la industria. El villano de la película no era el empresario, sino el legislador; no era la libre empresa, sino los controles del Estado.

			Los empresarios fueron las víctimas, pero las víctimas se llevaron la culpa —y se la siguen llevando—, mientras que las partes culpables han usado su propia culpa como argumento para la extensión de su poder, para ensanchar cada vez más sus oportunidades de cometer el mismo delito en una escala cada vez mayor. La opinión pública ha estado tan mal informada sobre los verdaderos hechos que ahora hemos llegado a un estadio en el que, como cura para los problemas del país, la gente pide más y más del veneno que los hizo enfermar en un principio.

			A modo de ilustración, pondré a continuación algunos ejemplos que he encontrado durante mi investigación sobre la historia de un único sector industrial: los ferrocarriles estadounidenses.

			Uno de los argumentos de los estatistas a favor de los controles del Estado es que los ferrocarriles estadounidenses fueron construidos principalmente mediante la ayuda financiera del Estado y que habrían sido imposibles sin ella. En realidad, la ayuda del Estado a los ferrocarriles ascendió al 10 por ciento del costo de todos los ferrocarriles del país, y las consecuencias de esta ayuda han sido desastrosas para éstos. Cito de The story of American railroads, de Stewart H. Holbrook:

			En poco más de dos décadas se han construido tres ferrocarriles transcontinentales con la ayuda del Estado. Los tres han terminado en el tribunal de quiebra. Y, así, cuando James Jerome Hill dijo que iba a construir una vía desde los Grandes Lagos hasta el estrecho de Puget, sin dinero del Estado o concesiones de tierras, incluso sus amigos más próximos pensaron que estaba loco. Pero su Great Northern llegó al estrecho de Puget sin un penique de ayuda federal, y no quebró. Fue un logro que deja en vergüenza a la muy publicitada construcción del canal de Erie.1

			El grado de ayuda del Estado que recibe cualquier ferrocarril es directamente proporcional a los problemas y quiebras de ese ferrocarril. Los ferrocarriles con las peores historias de escándalos, traiciones y bancarrotas fueron los que habían recibido la mayor cantidad de ayuda del Estado. Los que mejor funcionaron y nunca se declararon en bancarrota fueron los que no habían recibido ni pedido la ayuda del Estado. Puede haber excepciones a esta norma, pero en todas mis lecturas sobre los ferrocarriles no he encontrado ninguna todavía.

			En general se cree que, en la época en que se comenzó la construcción de los primeros ferrocarriles en este país, se construyó inútilmente en exceso; se empezaban demasiadas vías y se abandonaban tras resultar poco útiles, arruinando a los implicados. Los estatistas a menudo utilizan este período como ejemplo del «caos no planificado» de la libre empresa. La verdad es que la mayoría —y tal vez todos— de los ferrocarriles inútiles fueron construidos no por hombres que pretendían construir un ferrocarril con ánimo de lucro, sino por especuladores con influencia política que empezaron estos proyectos con la única finalidad de obtener dinero del Estado.

			Hubo muchas formas de ayuda estatal para estos proyectos, como las concesiones de tierras federales, los subsidios, los bonos del Estado y municipales, etcétera. Muchísimos especuladores iniciaron proyectos de ferrocarriles como medio rápido para conseguir algo de dinero del Estado, sin preocuparse por el futuro o las posibilidades comerciales de sus ferrocarriles. Pasaron por el proceso de tender chapuceramente muchos kilómetros de vía, en cualquier parte, sin averiguar si los lugares que habían elegido tenían necesidad alguna de un ferrocarril o cualquier futuro económico. Algunos de esos hombres cobraron el dinero y desaparecieron sin empezar jamás ningún ferrocarril. De ahí viene la creencia popular de que el origen de los ferrocarriles estadounidenses fue un período de especulación salvaje y sin escrúpulos. Pero los ferrocarriles de este período que fueron planificados y construidos por empresarios para una finalidad adecuada, privada y comercial fueron los que sobrevivieron, prosperaron y demostraron una inusual visión de futuro al elegir sus ubicaciones.

			Entre nuestras grandes compañías ferroviarias, las historias más escandalosas fueron las de la Union Pacific y la Central Pacific (hoy Southern Pacific). Éstas fueron las dos líneas construidas con un subsidio del Gobierno federal. La Union Pacific entró en bancarrota poco después de su construcción, con lo que fue, tal vez, el más deshonroso escándalo de la historia de cualquier ferrocarril, donde se mezcló la corrupción oficial. La ruta no fue organizada y gestionada de forma adecuada hasta que se hizo cargo de ella un capitalista privado, Edward H. Harriman.

			La Central Pacific —construida por los «Cuatro Grandes» de California, con subsidios federales— fue la compañía de ferrocarril culpable de todos los males de los que se acusa popularmente a los ferrocarriles. Durante casi treinta años, la Central Pacific dominó California, mantuvo un monopolio y no permitió la entrada de ningún competidor al estado. Cobró unas tarifas ruinosas, las cambió cada año y se quedó con prácticamente todos los beneficios de los agricultores y exportadores de California, que no tenían otro ferrocarril al que recurrir. ¿Qué lo hizo posible? Se hizo mediante el poder de la Legislatura Estatal de California. Los Cuatro Grandes dominaban la Legislatura, y se mantuvo el estado cerrado a los competidores mediante restricciones legales, como, por ejemplo, un decreto legislativo que dio a los Cuatro Grandes el control exclusivo de toda la línea costera de California y prohibió a cualquier otro ferrocarril entrar en ningún puerto. Durante esos treinta años hubo varios intereses privados para poder construir ferrocarriles que compitieran en California y pudieran romper el monopolio de la Central Pacific. Estos intentos fueron derrotados, pero no por los métodos del libre comercio y la libre competencia, sino por la acción legislativa.

			Este monopolio de treinta años de los Cuatro Grandes y sus prácticas siempre se citan como ejemplo de los males de la libre y gran empresa. Sin embargo, los Cuatro Grandes no eran libres; no eran empresarios que hubiesen alcanzado el poder a través del comercio desregulado. Eran los típicos representantes de lo que ahora se llama economía mixta. Alcanzaron el poder mediante la intervención legislativa en la empresa; ninguno de sus abusos habría sido posible en una economía libre y desregulada.

			La misma Central Pacific es tristemente conocida por un acuerdo sobre tierras que condujo al desahucio de agricultores y a sangrientos disturbios a finales de la década de 1870. Éste es el incidente que sirvió como base para la novela antiempresas El pulpo, de Frank Norris, y que causó gran indignación pública y despertó el odio a todos los ferrocarriles y a todas las grandes empresas. Pero este acuerdo consistió en una concesión de tierras del Estado a los Cuatro Grandes, y la consiguiente injusticia sólo fue posible con la ayuda legislativa y judicial. Sin embargo, no fue la intervención del Estado en las empresas la que se llevó la culpa, sino las empresas.2

			En el otro lado de la balanza, la compañía de ferrocarril con el historial más limpio, la que fue construida con la mayor eficiencia en las circunstancias más difíciles y responsable, sin ayuda de nadie, del desarrollo de todo el noroeste de Estados Unidos, fue la Great Northern, creada por J. J. Hill sin ninguna ayuda federal de ningún tipo. Sin embargo, Hill fue perseguido por el Estado durante toda su vida, en virtud de la ley Sherman, acusado de monopolista (!).

			La peor injusticia es la cometida, por un popular error de concepto, contra el «Comodoro» Vanderbilt, de la New York Central. Siempre se hace referencia a él como «un viejo pirata», «un monstruo de Wall Street», etcétera, y siempre es condenado por la supuesta impiedad de sus actividades en Wall Street. Pero he aquí la verdadera historia. Cuando Vanderbilt empezó a organizar varios ferrocarriles, pequeños y desconocidos, en lo que sería a la postre el sistema de la New York Central, tuvo que obtener una licencia del Ayuntamiento para su ferrocarril, el New York and Harlem, para entrar en Nueva York. Era conocida la corrupción del Ayuntamiento, y si uno quería una licencia tenía que pagar por ella, lo cual hizo Vanderbilt. (¿Se le debería culpar por esto, o la culpa la tiene que el Gobierno tuviera un poder arbitrario e incontestable sobre la materia, donde Vanderbilt no tenía otra opción?) Las acciones de su compañía subieron, una vez que se supo que su ferrocarril tenía el permiso para entrar en la ciudad. Un poco más tarde, el Ayuntamiento revocó la licencia de pronto, y las acciones de Vanderbilt empezaron a bajar. Los concejales —que se habían quedado con el dinero de Vanderbilt—, junto con una camarilla de especuladores, estaban vendiendo en corto las acciones de Vanderbilt. Vanderbilt peleó contra ellos y salvó su ferrocarril. Su impiedad consistió en comprar sus acciones en cuanto bajaron de precio en el mercado, impidiendo así que su valor se desplomara hasta el nivel que necesitaban los vendedores en corto. Arriesgó todo lo que poseía en esta batalla, pero ganó. La camarilla y los concejales se arruinaron.

			Y, por si esto no fuera suficiente, la misma treta se repitió un poco después, esta vez con la participación de la Legislatura Estatal de Nueva York. Vanderbilt necesitaba que una ley de la Legislatura le permitiera fusionar los dos ferrocarriles de su propiedad. De nuevo, tuvo que pagar a los legisladores por la promesa de aprobar la ley necesaria. Las acciones de su compañía subieron, los legisladores empezaron a vender en corto y le negaron a Vanderbilt la legislación prometida. Tuvo que pasar de nuevo por la misma batalla en Wall Street, asumió una aterradora responsabilidad, arriesgó todo lo que poseía además de diez millones prestados por sus amigos, pero ganó y arruinó a los estadistas de Albany. «Hemos arruinado a toda la Legislatura, y algunos de los honorables tuvieron que irse a casa sin pagar sus billetes de embarque», dijo.

			Nada se dice o se sabe hoy sobre los detalles de esta historia, y es vilmente irónico que los que abogan por los controles del Estado utilicen ahora a Vanderbilt como uno de los ejemplos de los males de la libre empresa. Los estadistas de Albany caen en el olvido y se convierte a Vanderbilt en un villano. Si ahora le preguntas a la gente qué tenía de malo Vanderbilt, responderá: «¡Hombre, hizo una cosa cruel en Wall Street y arruinó a un montón de personas!».3

			Lo que mejor ilustra la confusión general sobre el tema de la empresa y el Estado se puede encontrar en The story of American railroads, de Holbrook. En la página 231, Holbrook escribe:

			Casi desde el principio, también, los ferrocarriles han tenido que padecer el hostigamiento de los políticos y sus recaudadores, o pagar el chantaje de una forma u otra. El método era casi siempre infalible; el político, normalmente miembro de la legislatura de un estado, ideaba alguna ley o norma que fuese costosa o complicada para los ferrocarriles de su estado. Después, la redactaba en forma de propuesta de ley, hablaba a voces sobre ella, sobre el deber de aprobarla para proteger al pueblo soberano frente al monstruo del ferrocarril, y después esperaba a algún mercenario de la empresa ferroviaria para disuadirlo con un método tan antiguo como el hombre. Se tiene constancia de hasta 35 propuestas de ley para hostigar a los ferrocarriles presentadas en una misma sesión de una sola legislatura.

			Y el mismo Holbrook, en el mismo libro, escribe sólo cuatro páginas después (pp. 235-236):

			En resumen, para 1870, por elegir una fecha arbitraria, los ferrocarriles se habían convertido, como muchos oradores de la época señalaron, en una ley en sí mismos. Habían comprado a los senadores y congresistas de Estados Unidos como habían comprado raíles y locomotoras: con dinero. Poseían legislaturas enteras, y a menudo tribunales estatales [...]. Calificar los ferrocarriles de 1870 de corruptos no es emplear un término demasiado fuerte.

			La conexión entre estas dos afirmaciones y la conclusión que se extrae de ellas nunca se le ocurrió a Holbrook, al parecer. Son los ferrocarriles a los que culpa y llama «corruptos». Sin embargo, ¿qué podían hacer los ferrocarriles, excepto intentar «poseer legislaturas enteras», si éstas tenían el poder de la vida o la muerte sobre ellos? ¿Qué podían hacer los ferrocarriles, salvo recurrir al soborno, si deseaban siquiera existir? ¿A quién había que culpar y quién era «corrupto»?, ¿los empresarios que tenían que pagar por su «protección», por el derecho a mantenerse en el negocio, o los políticos que tenían el poder de vender ese derecho?

			Otra acusación popular contra las grandes empresas es que los intereses egoístas y privados constriñen y retrasan el progreso cuando son amenazadas por un nuevo invento que podría destruir su mercado. Ningún interés privado podría hacerlo o jamás lo ha hecho, excepto con la ayuda del Estado. La historia de los inicios del ferrocarril es un buen ejemplo. Los ferrocarriles se enfrentaron a la violenta oposición de los propietarios de los canales y las compañías de barcos de vapor, que se ocupaban de la mayor parte del transporte en esa época. Varias legislaturas aprobaron un gran número de leyes, normas y restricciones, instigadas por los intereses de los canales, en un intento de obstaculizar y frenar el desarrollo de los ferrocarriles. Esto se hizo en nombre del «bienestar público» (!). Cuando se construyó el primer puente ferroviario a través del Misisipi, los intereses de los barcos fluviales interpusieron una demanda contra su constructor, y el tribunal ordenó la destrucción del puente por ser «una obstrucción material y una molestia». El Tribunal Supremo anuló la decisión, por un estrecho margen, y permitió que el puente se mantuviera.4 Pregúntate qué suerte habría corrido todo el desarrollo industrial de Estados Unidos si ese estrecho margen hubiese sido distinto, y qué suerte corre todo el progreso económico cuando no se confía a la demostración objetiva, sino a la decisión arbitraria de unos pocos hombres armados con poder político.

			Es importante señalar que los propietarios de los ferrocarriles no empezaron en el negocio corrompiendo al Gobierno. Tuvieron que recurrir a la práctica de sobornar a los legisladores sólo para protegerse. Los primeros y mejores constructores de ferrocarriles fueron empresarios libres que asumieron grandes riesgos por su cuenta, con capital privado y sin ayuda del Estado. Fue sólo cuando demostraron al país que la nueva industria guardaba la promesa de una enorme riqueza cuando los especuladores y los legisladores se apresuraron a entrar en juego para exprimir todo lo posible al nuevo gigante. Fue sólo cuando los legisladores comenzaron con el chantaje de amenazar con aprobar leyes desastrosas y reglas imposibles cuando los propietarios de los ferrocarriles tuvieron que recurrir al soborno.

			Es significativo que los mejores constructores de ferrocarriles, los que empezaron con fondos privados, no sobornaran a las legislaturas para ahogar a la competencia ni obtuvieran ningún tipo de ventaja o privilegio legal especial. Ganaron sus fortunas por su propia capacidad personal, y, si acaso recurrieron al chantaje, como el «Comodoro» Vanderbilt, fue sólo para comprar la retirada de alguna restricción artificial, como un permiso de fusión. No tuvieron que pagar para conseguir algo de la legislatura, sino sólo para sacar a la legislatura de su camino.

			Pero los constructores que empezaron con la ayuda del Estado, como los Cuatro Grandes de la Central Pacific, fueron los que usaron al Estado para obtener ventajas especiales y debían sus fortunas a la legislación, más que a la capacidad personal. Éste es el inevitable resultado de cualquier especie o grado de economía mixta. Es sólo con la ayuda de los reglamentos del Estado como un hombre de capacidad inferior puede destruir a su mejor competencia, y es el único tipo de hombre que acude al Estado para conseguir ayuda económica.

			No se trata de personalidades accidentales, de empresarios o legisladores «sin honradez». La falta de honradez es inherente al sistema y generada por él. Mientras el Estado tenga el poder del control económico, creará necesariamente una «élite» especial, una «aristocracia de la influencia», atraerá al tipo de político corrupto a la legislatura, trabajará por la ventaja de los empresarios no honrados y penalizará —y finalmente destruirá— a los honrados y capaces.

			Los ejemplos citados son sólo unos pocos de los más evidentes; hay muchos otros, y todos demuestran la misma cuestión. Éstos fueron tomados de la historia de un solo sector industrial. Bien puede uno imaginar qué descubriría si repasara la historia de los demás sectores estadounidenses con similar detalle.

			Es hora de aclarar en la mente del público la perniciosa confusión creada por el marxismo y que la mayoría de la gente ha aceptado sin pensar: el concepto de que los controles económicos forman parte de la adecuada función del Estado, que el Estado es una herramienta de los intereses de clase económicos, y que la cuestión es sólo a qué clase o grupo de presión en particular servirá el Estado. La mayoría de la gente cree que la libre empresa es una economía controlada que supuestamente sirve a los intereses de los empresarios, frente al estado de bienestar, que es una economía controlada que supuestamente sirve a los intereses de los trabajadores. La idea o la posibilidad de una economía no controlada ha sido olvidada por completo, y ahora es deliberadamente ignorada. La mayoría de las personas no veían ninguna diferencia entre empresarios como J. J. Hill, de la Great Northern, y empresarios como los Cuatro Grandes de la Central Pacific. La mayoría de las personas soslayaría sin más la diferencia diciendo que los empresarios son unos delincuentes que siempre corromperán al Gobierno y que la solución es dejar que el Gobierno sea corrompido por los sindicatos.

			La cuestión no es elegir entre controles a favor de las empresas y controles a favor de los sindicatos, sino entre los controles y la libertad. No son los Cuatro Grandes contra el estado de bienestar, sino los Cuatro Grandes y el estado de bienestar, en un mismo lado, contra J. J. Hill y todos los trabajadores honrados en el otro. El control estatal de la economía, al margen de a favor de quién se haga, ha sido la fuente de todos los males de nuestra historia industrial, y la solución es el capitalismo laissez faire, es decir, la abolición de todas y cada una de las formas de intervención estatal en la producción y el comercio, la separación de Estado y economía, del mismo modo y por las mismas razones que la separación entre Iglesia y Estado.

			AYN RAND 
Publicado por el Nathaniel Branden Institute, 
Nueva York, 1959.
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			Los efectos de la Revolución Industrial sobre las mujeres y los niños

			El trabajo infantil y la Revolución Industrial

			El aspecto menos entendido y más tergiversado de la historia del capitalismo es el trabajo infantil.

			Uno no puede calibrar el fenómeno del trabajo infantil en Inglaterra durante la Revolución Industrial de principios del siglo XVIII y principios del XIX a menos que sea consciente de que la introducción del sistema de fábricas ofrecía un sustento, un medio de supervivencia, a decenas de miles de niños que no habrían llegado a la juventud en las épocas precapitalistas.

			El sistema de fábricas condujo al aumento del nivel general de vida, al rápido descenso de las tasas de mortalidad urbanas y al decrecimiento de la mortandad infantil, y produjo un insólito auge demográfico.

			En 1750, la población de Inglaterra era de seis millones; de nueve millones en 1800 y de doce en 1820, una tasa de crecimiento sin precedentes en ninguna época. La distribución por edades de la población cambió sobremanera; la proporción de los niños y los jóvenes experimentó un acusado aumento. «La proporción de los nacidos en Londres y fallecidos antes de los cinco años» disminuyó desde el 74,5 por ciento entre 1730 y 1749 al 31,8 por ciento entre 1810 y 1829.1 Los menores que hasta el momento habrían muerto en su más tierna infancia ahora tenían una oportunidad de sobrevivir.

			Tanto el aumento de la población como el de la esperanza de vida desmienten a los socialistas y fascistas críticos con el capitalismo que sostienen que las condiciones de las clases trabajadoras experimentaron un deterioro progresivo durante la Revolución Industrial.

			Uno es tanto moralmente injusto como ignorante de la historia si culpa al capitalismo de las condiciones de los niños durante la Revolución Industrial, puesto que, en realidad, el capitalismo propició una enorme mejora de sus condiciones respecto a la época que lo precedió. Esa injusticia provino de los novelistas y poetas mal informados y sentimentales, como Dickens y Browning; los medievalistas fantasiosos, como Southey, y los escritores de tratados políticos que se hacen pasar por historiadores económicos, como Engels y Marx. Todos ellos retrataron de forma vaga y halagüeña una «edad dorada» perdida de las clases trabajadoras que la Revolución Industrial supuestamente destruyó. Los historiadores no han respaldado sus afirmaciones. La investigación y el sentido común han acabado con el glamur del sistema de la industria nacional anterior al fabril. En ese sistema, el trabajador hacía una costosa inversión inicial, o pagaba unos alquileres muy altos, por un telar o por un bastidor, y acarreaba con la mayoría de los riesgos especulativos que conllevaba. Su alimentación era insípida y magra, e incluso la subsistencia dependía a menudo de si podía encontrar trabajo para su mujer y sus hijos. No había nada romántico o envidiable en que una familia viviera y trabajara junta en una choza mal iluminada, poco ventilada y pésimamente construida.

			¿Cómo crecían los niños antes de la Revolución Industrial? En 1697, John Locke escribió un informe para la Junta de Comercio sobre el problema de la pobreza y la ayuda a los pobres. Locke estimó que un trabajador y su esposa que gozaran de buena salud no podían mantener a más de dos hijos, y recomendó que se enseñara a todos los niños mayores de tres años a ganarse la vida en escuelas de trabajo para hilar y tejer, donde se les daría de comer. «Lo que pueden tomar en casa, lo que les dan sus padres, es casi sólo pan y agua, y muy escasamente, además», escribió Locke.

			El profesor Ludwig von Mises nos recuerda:

			Los propietarios de las fábricas no tenían poder para obligar a nadie a aceptar un trabajo en una factoría. Sólo podían contratar a las personas que estuviesen dispuestas a trabajar por los salarios que se les ofrecían. Aunque estos salarios fuesen bajos, eran no obstante mucho más altos de lo que estos pobres podían ganar en cualquier otro campo abierto a ellos. Es una distorsión de los hechos decir que las fábricas se llevaban a las amas de casa de la habitación de sus hijos y la cocina y a los niños de sus juegos. Estas mujeres no tenían nada con que cocinar y alimentar a sus hijos. Estos hijos estaban desamparados y hambrientos. Su único refugio era la fábrica. Los salvó, en el sentido estricto del término, de la muerte y la inanición.2

			Los niños de las fábricas iban a trabajar por insistencia de sus padres. Las jornadas de trabajo de los niños eran muy largas, pero el trabajo solía ser bastante fácil; normalmente sólo se trataba de atender una máquina hiladora o un telar y reatar los hilos cuando se rompían. No fue en defensa de esos niños por lo que empezó la agitación por la ley de fábricas. La primera ley de trabajo infantil de Inglaterra (1788) regulaba las horas y condiciones de trabajo de los desdichados niños que trabajaban de deshollinadores, un trabajo sucio y peligroso muy anterior a la Revolución Industrial, y que no tenía relación con las fábricas. La primera ley que se aplicó a los niños de las fábricas se aprobó para proteger a los que habían sido enviados a la práctica esclavitud por las autoridades parroquiales, un órgano del Estado: eran niños pobres que, abandonados o huérfanos, estaban bajo la custodia legal de las autoridades parroquiales en virtud de la ley de pobres, las cuales obligaban a dichos niños a un largo período de aprendizaje no remunerado a cambio de su manutención básica.

			Se ha reconocido que las mejores condiciones de trabajo e higiene se dan en las fábricas más grandes y nuevas. A medida que las sucesivas leyes de fábricas, entre 1819 y 1846, impusieron crecientes restricciones al empleo de niños y adolescentes, los propietarios de las mayores fábricas, más fácilmente y con mayor frecuencia sometidos a la visita y escrutinio de los inspectores, optaron cada vez más por despedir a los niños, en vez de ser sometidos a reglas complejas, arbitrarias y que cambiaban constantemente para poder dirigir una fábrica empleando a niños. El resultado de la intervención legislativa fue que estos niños despedidos, que necesitaban trabajar para poder sobrevivir, se vieron obligados a buscar trabajo en fábricas más pequeñas, viejas y apartadas, donde las condiciones de trabajo, empleo y seguridad eran notablemente inferiores. Los que no lograban encontrar un nuevo trabajo eran reducidos al estatus de sus homólogos un siglo antes, es decir, al trabajo agrícola ilegal o, lo que es peor, a «infestar el país como vagabundos, mendigos, indigentes, ladrones o prostitutos», por decirlo con las palabras del profesor Von Mises.

			El trabajo infantil no terminó por un decreto legislativo; el trabajo infantil terminó cuando se volvió económicamente innecesario que los niños ganaran un sueldo para poder sobrevivir; cuando los ingresos de sus padres fueron suficientes como para mantenerlos. Los emancipadores y benefactores de esos niños no fueron los legisladores o los inspectores de las fábricas, sino los fabricantes y los financieros. Sus esfuerzos e inversiones en maquinaria produjeron un aumento de los salarios reales, una creciente abundancia de productos a precios más bajos y una incomparable mejora del nivel de vida general.

			La respuesta adecuada a los críticos de la Revolución Industrial la da el profesor T. S. Ashton:

			Hay actualmente, en las llanuras de la India y China, hombres y mujeres atormentados por las enfermedades y hambrientos, que viven poco mejor, a juzgar por las apariencias, que el ganado que trabaja con ellos de día y comparte de noche los lugares donde duermen. Estos niveles asiáticos y estos horrores no mecanizados son la suerte de aquellos que aumentan en número sin pasar por una revolución industrial.3

			Quisiera añadir que la Revolución Industrial y su consiguiente prosperidad fue el logro del capitalismo y no puede alcanzarse con ningún otro sistema político-económico. Como prueba, te ofrezco el espectáculo de la Rusia soviética que combina la industrialización... y el hambre.

			Las mujeres y la Revolución Industrial

			Para condenar el capitalismo uno debe primero tergiversar su historia. La idea de que el capitalismo industrial no condujo a nada salvo a la miseria y la degradación de las mujeres es un artículo de fe entre los críticos del capitalismo. Es tan preponderante como la opinión de que los niños fueron subyugados y explotados por la Revolución Industrial, e igual de falso.

			Analicemos el origen de esta opinión. Para apreciar los beneficios que el capitalismo comportó para las mujeres, uno debe comparar su estatus bajo el capitalismo con sus circunstancias en los siglos anteriores. Pero los críticos del capitalismo del siglo XIX no hicieron esto, sino que distorsionaron y falsearon la historia, embelleciendo el pasado y despotricando, por otra parte, contra todo lo moderno.

			Por ejemplo, Richard Oastler, uno de los más fanáticos enemigos del capitalismo del siglo XIX, afirmó que a todo el mundo le iba mucho mejor, espiritual y materialmente, en la Edad Media que a principios del siglo XIX. Al describir la Inglaterra medieval, Oastler celebraba la edad de oro perdida: «¡Oh, qué bello barco fue Inglaterra antaño! Todos estaban entonces alegres, animados y felices a bordo».

			Esto se dijo de unos siglos en que «la mayor parte de la población eran campesinos en condiciones de servidumbre, obligados por su estatus, sin libertad para cambiar su modo de vida o mudarse de su lugar de nacimiento»;4 cuando las personas sólo tenían la promesa de la felicidad en la vida de ultratumba para socorrerlas frente a las pestes que las diezmaban, las hambrunas recurrentes y los estómagos medio vacíos, en el mejor de los casos; cuando las personas vivían en casas tan infestadas de suciedad y parásitos que el veredicto de un historiador sobre estas chozas es: «Desde el punto de vista de la salud, lo único que se puede decir a su favor es que se incendiaban con mucha facilidad».5

			Oastler representaba la opinión de los medievalistas. Los socialistas, que estaban de acuerdo con él, fueron unos historiadores igualmente errados.

			Por ejemplo, al describir las condiciones de las masas en los siglos preindustriales XVII y XVIII, Friedrich Engels afirmó: «Los trabajadores vegetaban a través de una existencia pasablemente cómoda, llevando una vida recta y pacífica con toda piedad y probidad; y su posición material era mucho mejor que la de sus sucesores».

			Esto se escribió de una época caracterizada por unas tasas de mortalidad increíblemente altas, en especial entre los niños —a los pueblos y aldeas no llegaba ningún sistema de saneamiento—, y por un consumo de ginebra notoriamente alto. La clase trabajadora se alimentaba sobre todo a base de gachas, leche, queso y cerveza; el pan blanco, las patatas, el café, el té, el azúcar y la carne aún eran lujos caros. Bañarse era poco frecuente, y hacer la colada, una rareza, porque el jabón costaba mucho, y la ropa —que tenía que durar una década o una generación— no duraba si se lavaba demasiado a menudo.

			El cambio más rápido producido por la Revolución Industrial fue que se llevó la producción textil del hogar a la fábrica. Con el sistema anterior, llamado «industria doméstica», el trabajador hilaba y tejía en su propia casa, con la ayuda de su esposa y sus hijos. Cuando a raíz de los avances tecnológicos se trasladó la producción textil a las factorías, esto condujo —dijo una crítica del capitalismo— «a la ruptura del hogar como unidad social».6

			La señora Neff escribe de forma aprobatoria que «con el sistema de la industria doméstica, los padres y los hijos habían trabajado juntos; el padre, el jefe autocrático, se embolsaba las ganancias de la familia y dirigía sus gastos». Su tono vuelve a ser de condena cuando relata: «Pero con el sistema de fábricas, todos los miembros de la familia tenían sus propias ganancias, trabajaban en departamentos distintos en la fábrica e iban a casa sólo para comer y dormir. El hogar era poco más que un refugio».

			Las fábricas fueron responsabilizadas, por parte de dichos críticos, de todos los problemas sociales de la época, incluidas la promiscuidad, la infidelidad y la prostitución. En la condena de las mujeres que trabajaban en las fábricas había implícita la idea de que el lugar de la mujer es su casa, y que su única función apropiada es mantener la casa para su marido y criar a sus hijos. Se culpó a las fábricas por liberar a las jóvenes de las restricciones vigilantes de sus padres y, al mismo tiempo, por fomentar los matrimonios precoces y, más tarde, el abandono materno y la incompetencia doméstica, así como la insubordinación de las féminas y su deseo de lujos.

			Una acusación condenatoria del sistema prefabril consiste en considerar qué tipo de «lujos» puso la Revolución Industrial al alcance del presupuesto de la clase trabajadora. Las mujeres querían lujos tales como zapatos, en vez de zuecos; sombreros, en vez de pañoletas; «exquisiteces» (como café, té y azúcar) en vez de «comida sencilla».

			Los críticos condenaron el creciente hábito de vestir ropa preconfeccionada, y consideraban que la sustitución de la lana y el lino por el asequible algodón era una señal de pobreza en aumento. Las mujeres eran condenadas por no confeccionar a mano lo que podían comprar más barato gracias a la revolución de la producción textil. Los vestidos ya no tenían que durar una década; las mujeres ya no tenían que llevar unas ásperas enaguas hasta que se deshacían por la suciedad y el paso del tiempo; los vestidos y la ropa interior baratos fueron una revolución en la higiene personal.

			Las dos explicaciones imperantes del siglo XIX sobre por qué las mujeres trabajaban en las fábricas eran a) que sus «maridos preferían quedarse en casa sin hacer nada, y ser mantenidos por sus esposas», y b) que el sistema de fábricas «desplazó a los hombres adultos e impuso a las mujeres “el deber y la carga de mantener a sus maridos y familias”». Estas acusaciones son analizadas en Wives and mothers in Victorian industry, de Margaret Hewitt, de la Universidad de Exeter. Su conclusión es: «Ninguno de estos supuestos demuestra tener ningún fundamento estadístico en absoluto».7

			En realidad, las mujeres trabajaban en las fábricas por razones mucho más convencionales. Hewitt las enumera: muchas mujeres trabajaban porque el sueldo de «sus maridos era insuficiente para mantener la casa»; otras enviudaban o eran abandonadas; otras eran estériles o tenían hijos mayores; algunas tenían a sus maridos en paro o con un trabajo temporal; y algunas decidían trabajar y ganar dinero para costear algunas comodidades extra en la casa, aunque el sueldo de sus maridos fuese suficiente para cubrir las necesidades.8

			Lo que el sistema fabril ofrecía a estas mujeres no era miseria y degradación, sino un medio de supervivencia, de independencia económica, de sobreponerse a la subsistencia más básica. Por duras que fuesen las condiciones en las fábricas del siglo XIX comparadas con las del siglo XX, las mujeres prefirieron cada vez más trabajar en las fábricas a otras alternativas posibles para ellas, como el servicio doméstico, o partirse la espalda trabajando con grupos de campesinos o cavando en las minas; Además, si una mujer podía mantenerse ella misma, no tenía la motivación de casarse pronto.

			Incluso el profesor Trevelyan, que despotricó constantemente contra las fábricas y ensalzaba los «buenos viejos tiempos», admitió:

			[...] las mujeres que iban a trabajar a las fábricas, aunque perdieron algunas de las mejores cosas de la vida [Trevelyan no explica a qué se refiere], ganaron independencia [...]. El dinero que ganaron era suyo. La obrera de fábrica adquirió una posición económica personal, que, con el tiempo, llegaron a envidiar otras mujeres.

			Y Trevelyan concluía: «Los hogares de la clase trabajadora a menudo se volvieron más confortables, tranquilos e higiénicos al dejar de ser fábricas en miniatura».9

			Los críticos del sistema de fábricas siguen intentando aducir que las hilanderas o tejedoras domésticas podían sentir el orgullo del creador en su trabajo, que perdieron al convertirse en meras operarias en un inmenso complejo industrial. Dorothy George derriba con facilidad esta tesis: «Parece improbable que la tejedora promedio, trabajando hora tras hora, empujando hacia atrás y hacia delante la lanzadera, en una labor que era monótona y agotadora, tuviese unas reacciones satisfactorias para un entusiasta moderno de las artes campesinas».10

			Por último, se acusó al trabajo en la fábrica de hacer que las mujeres se preocupasen demasiado por las comodidades materiales a expensas de las consideraciones espirituales.

			La miseria en que vivían las mujeres antes del capitalismo pudo haberles hecho valorar el mandato del Nuevo Testamento: «No améis al mundo, ni las cosas que están en el mundo». Pero el esplendor productivo del capitalismo derrotó a esa visión. Hoy, los más destacados defensores de ese punto de vista son el profesor Galbraith y los predicadores de la austeridad al otro lado del telón de acero.

			ROBERT HESSEN
				
The Objectivist Newsletter,
abril y noviembre de 1962
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			El ataque a la integridad

			La protección del consumidor contra las «prácticas empresariales indecorosas y sin escrúpulos» se ha convertido en un ingrediente cardinal de la defensa del estado de bienestar. Se aduce que, si se les dejara a su aire, los empresarios intentarían vender alimentos y medicamentos sin garantías de seguridad, valores fraudulentos y edificios mal construidos. Por tanto, se sostiene, la Administración de Alimentos y Medicamentos Puros, la Comisión de Bolsa y Valores y los numerosos organismos reguladores son indispensables si se quiere proteger al consumidor de la «codicia» de los empresarios.

			Pero es precisamente la «codicia» de los empresarios, o, más correctamente, su ánimo de lucro, el insuperable protector del consumidor.

			Lo que se niegan a admitir los colectivistas es que a los empresarios les conviene la reputación que confieren la honradez en los negocios y la calidad del producto. Puesto que el valor de mercado de una empresa activa se mide por su potencial para ganar dinero, su reputación o «buena voluntad» es un activo en la misma medida que su fábrica y su maquinaria. Para muchas compañías farmacéuticas, el valor de su reputación, reflejado en el potencial de venta de su marca comercial, es a menudo un importante activo. La pérdida de reputación por la venta de un producto de mala calidad o peligroso reduciría drásticamente el valor de mercado de la compañía farmacéutica, aunque sus recursos físicos se mantuviesen intactos. El valor de mercado de una sociedad de corretaje está aún más ligado a sus activos de buena voluntad. Todos los días se realizan transacciones telefónicas con valores que equivalen a cientos de millones de dólares. La más ligera duda sobre la fiabilidad de la palabra o del compromiso de un agente de Bolsa lo expulsaría del negocio de la noche a la mañana.

			Por tanto, en una economía desregulada, la reputación es una importante herramienta competitiva. Los constructores que han adquirido una reputación por unos edificios de alta calidad arrebatan el mercado a otros competidores menos escrupulosos o concienzudos. Los agentes de valores más respetables consiguen hacerse con la mayor parte del mercado de comisiones. Los fabricantes de medicamentos y procesadores de alimentos compiten unos con otros para lograr que sus marcas comerciales sean un sinónimo de calidad excelente.

			Los médicos tienen que ser igual de escrupulosos al juzgar la calidad de los fármacos que recetan. Ellos también están en el negocio y compiten por la fiabilidad. Incluso le concierne al tendero de la esquina: no puede permitirse vender alimentos en mal estado si quiere ganar dinero. De hecho, de una forma u otra, todo productor y distribuidor de productos y servicios está atrapado en la competición por la reputación.

			Requiere años de constante y excelente rendimiento adquirir una reputación y establecerla como un activo financiero. A partir de ahí, se necesita aún un esfuerzo mayor para mantenerla: una compañía no puede permitirse arriesgar sus años de inversión abandonando sus estándares de calidad por un solo momento o con un producto inferior; ni tampoco se vería tentada por cualquier posible «pelotazo». Los nuevos empresarios que entran en el ramo no pueden competir de inmediato con las compañías consolidadas y respetables, y tienen que pasarse años trabajando en una escala más modesta para adquirir una reputación igual. Así, los incentivos para el rendimiento escrupuloso atañen a todos los niveles de un determinado ramo de producción. Es una salvaguardia intrínseca al sistema de libre empresa y la única protección real de los consumidores frente a la falta de honradez empresarial.

			La reglamentación por parte del Estado no es un medio alternativo de proteger al consumidor. No añade calidad a los productos, ni rigurosidad a la información. Su única «contribución» es sustituir el incentivo por la fuerza y el miedo como «protección» del consumidor. A pesar de que los eufemismos del Gobierno en sus comunicados de prensa puedan decir lo contrario, la base del reglamento es la fuerza armada. Debajo del interminable montón de papeles que caracteriza todo reglamento se halla una pistola. ¿Cuáles son los resultados?

			Por parafrasear la ley de Gresham: la mala «protección» desplaza a la buena. El intento de proteger al consumidor por la fuerza socava la protección que consigue del incentivo. En primer lugar, socava el valor de la reputación al situar a la compañía respetable en pie de igualdad respecto al nuevo empresario desconocido o que no es de fiar. Declara, en efecto, que todos son igualmente sospechosos y que, por muchos años que atestigüen lo contrario, un hombre no se libra de esa sospecha. En segundo lugar, concede una garantía de seguridad automática —aunque inalcanzable, en realidad— a los productos de cualquier compañía que cumplan con su arbitrario conjunto de niveles mínimos. El valor de la reputación residía en la necesidad de que los consumidores emitieran un juicio al elegir los productos y servicios que compraban. La «garantía» del Gobierno socava esta necesidad; declara a los consumidores que, en efecto, no se requiere ninguna decisión o juicio, y que el historial de una compañía, sus años de logros, es irrelevante.

			Los niveles mínimos, que son la base de la reglamentación, tienden paulatinamente a convertirse también en los máximos. Si los códigos de edificación establecen unos niveles mínimos, un constructor no obtiene mucha ventaja competitiva si mejora esos niveles y, en consecuencia, tiende a cumplir sólo con los mínimos. Si se establecen las especificaciones mínimas para las vitaminas, no se obtiene mucho beneficio si se produce algo por encima de la calidad media. De forma gradual, incluso el intento de mantener los niveles mínimos se vuelve imposible, puesto que la merma de los incentivos para mejorar la calidad acaba socavando incluso los niveles mínimos.

			El objetivo que guía al regulador del Gobierno es prevenir, en vez de crear algo. No se le reconoce ningún mérito si los científicos de una empresa farmacéutica descubren un nuevo medicamento milagroso; se le reconoce si prohíbe la talidomida. Ese énfasis en lo negativo fija el marco de trabajo incluso para los reguladores más concienzudos. El resultado es un creciente corpus de leyes restrictivas sobre la experimentación, los ensayos y la distribución de fármacos. Como en toda investigación, es imposible añadir restricciones al desarrollo de nuevos medicamentos sin reducir a la vez las recompensas secundarias de dicha investigación: la mejora de los medicamentos existentes. La mejora de la calidad y la innovación son inseparables.

			Se supone que los códigos de edificación sirven para proteger a los ciudadanos. Sin embargo, al ser forzados a ceñirse a los niveles de construcción mucho después de haber sido superados por los nuevos descubrimientos tecnológicos, los constructores desvían sus esfuerzos a mantener los viejos, en vez de adoptar unas nuevas y más seguras técnicas de construcción.

			La reglamentación —que se basa en la fuerza y el miedo— socava la base moral de las transacciones comerciales. Se vuelve más barato sobornar a un inspector de edificios que cumplir con sus normas mínimas de construcción. Un agente de valores nada confiable puede cumplir enseguida con todos los requisitos de la Comisión de Bolsa y Valores, ganarse la presunción de respetabilidad y proceder a desplumar a los ciudadanos. En una economía desregulada, el agente tendría que pasarse varios años haciendo negocios respetables antes de poder ganarse una posición de suficiente confianza para inducir a una serie de inversores a depositar sus fondos con él.

			La protección del consumidor por medio de la reglamentación es, por tanto, ilusoria. En vez de aislar al consumidor del empresario engañoso, está destruyendo gradualmente la única protección fiable que tiene el consumidor: la competición por la reputación.

			Aunque el consumidor está de este modo en peligro, la principal víctima de los reglamentos «protectores» es el productor: el empresario. Los reglamentos que actúan para destruir la competencia de los empresarios por la reputación socavan el valor de mercado del producto que el empresario habrá desarrollado a lo largo de los años. Es un acto de expropiación de la riqueza creada por la integridad. Puesto que el valor de una empresa —su riqueza— reside en su capacidad de ganar dinero, los actos de un Estado que se apoderan de la fábrica de una empresa o devalúan su reputación pertenecen a la misma categoría: ambos son actos de expropiación.

			Además, las leyes «protectoras» entran en la categoría de las leyes preventivas. Los empresarios son sometidos a la coerción del Estado antes de la comisión de cualquier delito. En una economía libre, el Estado puede intervenir sólo cuando se ha perpetrado un fraude o se ha cometido algún perjuicio demostrable contra un consumidor; en tales casos, la única protección que se necesita es la del derecho penal.

			Los reglamentos del Estado no eliminan a los individuos posiblemente engañosos: sólo hacen que sus actividades sean más difíciles de detectar, o más fáciles de silenciar. Además, la posibilidad de una falta de honradez personal afecta a los funcionarios del Estado tanto como a cualquier otro grupo de hombres. No existe nada que garantice un nivel superior de criterio, sabiduría e integridad de un inspector o un burócrata, y las letales consecuencias de confiarle un poder arbitrario son evidentes.

			El sello distintivo de los colectivistas es su profunda desconfianza de la libertad y los procesos del libre mercado; pero es su defensa de la llamada «protección al consumidor» la que revela la naturaleza de sus premisas básicas con especial claridad. Al preferir la fuerza y el miedo antes que el incentivo y la recompensa como medio de motivación humana, delatan su visión del hombre como una bestia descerebrada que actúa según sus impulsos, cuyo verdadero interés está en hacer «chanchullos» y dar «pelotazos». Delatan su ignorancia sobre el papel de la inteligencia en el proceso de producción, sobre el amplio contexto intelectual y la visión a largo plazo que se necesita para mantener una industria moderna. Delatan su incapacidad para entender la crucial importancia de los valores morales que son la fuerza motriz del capitalismo. El capitalismo se basa en el interés propio y en la autoestima; considera la integridad y la fiabilidad sus virtudes cardinales y hace que éstas rindan sus frutos en el mercado, exigiendo así que los hombres sobrevivan por medio de las virtudes, no de los vicios. Es este sistema superlativamente moral el que los defensores del estado de bienestar proponen mejorar mediante leyes preventivas, burócratas fisgones y el permanente aguijón del miedo.

			ALAN GREENSPAN
 The Objectivist Newsletter,
agosto de 1963
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			La situación patrimonial de las ondas de radio

			Cualquier elemento o recurso que, con el fin de adquirir utilidad o valor para los hombres, requiere la aplicación del conocimiento y el esfuerzo humano, debería ser propiedad privada, por el derecho de aquellos que aplican el conocimiento y el esfuerzo.

			Éste es en particular el caso de las frecuencias u ondas de radiodifusión, porque son producidas por la acción humana y no existen sin ella. Lo que existe en la naturaleza es sólo el potencial y el espacio a través del cual esas ondas deben viajar.

			Al igual que dos trenes no pueden viajar en la misma sección de la vía al mismo tiempo, dos emisiones radiofónicas no pueden utilizar la misma frecuencia al mismo tiempo y en la misma área sin «atascarse» la una con la otra. No existe ninguna diferencia de principio entre el propietario de la tierra y el propietario de las ondas de radio. El único problema es la tarea de definir la aplicación de los derechos de propiedad a este ámbito particular. Es en esta tarea en la que el Gobierno estadounidense ha fracasado estrepitosamente, con unas consecuencias incalculablemente desastrosas.

			No existe ninguna diferencia esencial entre una emisión radiofónica y un concierto: la primera sólo transmite sonidos a través de una larga distancia y requiere un equipo técnico más complejo. Nadie se atrevería a afirmar que un pianista puede poseer sus dedos y su piano, pero que el espacio interior del auditorio —a través del cual viajan las ondas sonoras que él produce— es «propiedad pública» y, por tanto, no tiene derecho a dar un concierto sin un permiso del Gobierno. Sin embargo, éste es el absurdo que se le impone a nuestra industria de la radiodifusión.

			El principal argumento en defensa de la idea de que las frecuencias de radiodifusión deberían ser «propiedad pública» ha sido enunciado sucintamente por el juez Frankfurter: «Las instalaciones [radiofónicas] son limitadas; no están a disposición de todo aquel que pueda desear usarlas; el espectro radiofónico no es lo bastante grande como para acomodar a todo el mundo. Existe una limitación fija natural sobre el número de emisoras que pueden operar sin interferir unas con otras».

			La falacia de este argumento es obvia. El número de frecuencias de radio es limitado; también lo es el número de auditorios; también lo es la cantidad de petróleo, o de trigo, o de diamantes; también lo es la superficie terrestre en la faz de la Tierra. No hay ningún elemento o valor material que exista en cantidades ilimitadas. Y si el «deseo» de utilizar unas ciertas «instalaciones» es el criterio para el derecho a usarlas, entonces, el universo no es lo bastante grande como para acomodar a todos aquellos que albergan deseos de lo que no se han ganado.

			Es la debida tarea del Estado proteger los derechos individuales y, como parte de ellos, formular las leyes por las cuales esos derechos se implantarán y adjudicarán. Es responsabilidad del Estado definir la aplicación de los derechos individuales a un determinado ámbito de actividad: definir (es decir, identificar), no crear, inventar, donar o expropiar. La cuestión de definir la aplicación de los derechos de propiedad ha surgido con frecuencia, a raíz de los importantes descubrimientos científicos o inventos, como la cuestión de los derechos sobre el petróleo, sobre el espacio vertical, etcétera. En la mayoría de los casos, el Gobierno estadounidense se guio por el principio adecuado: quiso proteger todos los derechos individuales afectados, no abolirlos.

			Un notable ejemplo de método adecuado para establecer la propiedad privada desde cero en un área donde antes no había propiedad es la Ley de Asentamientos Rurales de 1862, mediante la cual el Estado abrió la frontera occidental para el asentamiento y entregó la «tierra pública» a propietarios privados. El Estado ofreció una granja de 65 hectáreas a cualquier ciudadano adulto que se instalara en ella y la cultivara durante cinco años, tras los cuales pasaría a ser de su propiedad. Aunque esa tierra era originalmente considerada, por ley, como «propiedad pública», el método de su asignación siguió, en la práctica, el principio adecuado (en la práctica, pero no en la intención ideológica explícita). Los ciudadanos no tuvieron que pagar al Estado como si fuese un propietario; la propiedad empezaba con ellos, y se la ganaron con el método que es el origen y la raíz del concepto de «propiedad»: trabajando en recursos materiales no utilizados, convirtiendo una tierra salvaje en un asentamiento civilizado. Así, el Estado, en este caso, no actuó como el propietario, sino como el custodio de unos recursos sin propietario que define objetivamente unas reglas imparciales por las cuales los posibles propietarios pueden adquirirlos.

			Éste debería haber sido el principio y el patrón de la asignación de las frecuencias de radio.

			En cuanto se puso de manifiesto que la radiodifusión había abierto un nuevo terreno de recursos materiales que, en ausencia de definiciones legales, se convertiría en una tierra salvaje de reclamaciones individuales en conflicto, el Gobierno debería haber promulgado una ley de ondas de radio equivalente a la de Asentamientos Rurales; una ley que definiese los derechos de propiedad en el nuevo terreno, que estableciese la regla de que el usuario de una frecuencia radiofónica la poseería después de haber dirigido una emisora durante cierto número de años, y asignar todas las frecuencias por la regla de la prioridad, es decir: por orden de llegada.

			Téngase en cuenta que el desarrollo de la radio comercial supuso muchos años de dificultades y experimentación, y que la fiebre del oro de los «deseantes» no comenzó hasta que los pioneros —que habían asumido el riesgo de aventurarse en lo desconocido— la convirtieron en una brillante promesa de gran valor comercial. ¿Por qué derecho, código o norma se le debía conceder a nadie ese valor, excepto a los hombres que lo habían creado?

			Si el Estado se hubiese adherido al principio de los derechos de propiedad privada, y si la propiedad de los pioneros se hubiese establecido por ley, entonces, alguien que hubiese llegado más tarde y deseara adquirir una emisora de radio tendría que habérsela comprado a uno de los propietarios originales (como ocurre con cualquier otro tipo de propiedad). El hecho de que el número de frecuencias disponibles fuese limitado no habría servido para atrincherar a los propietarios originales, sino para amenazar su dominio, si no hicieran el mejor uso económico de su propiedad (que es lo que la libre competencia hace con cualquier otro tipo de propiedad). Con una oferta limitada y una creciente demanda, la competencia habría hecho crecer tanto el valor de mercado de una emisora de radio (y, más tarde, de un canal de televisión) que sólo los hombres más competentes podrían haberse permitido comprarla o mantenerla; un hombre que no es capaz de obtener beneficios no podría haberse permitido desperdiciar durante mucho tiempo una propiedad tan valiosa. ¿Quién determina, en un libre mercado, el éxito o el fracaso económico de una empresa? El público (el público como suma de los productores, espectadores y oyentes particulares, que toman cada uno sus propias decisiones, y no como un solo colectivo incapaz e incorpóreo con unos pocos burócratas que se erigen en portavoces de su voluntad sobre la Tierra).

			Contrariamente al «argumento de la escasez», si quieres poner un recurso «limitado» a disposición de todo el público, conviértelo en propiedad privada y arrójalo a un mercado libre y abierto.

			El «argumento de la escasez», dicho sea de paso, está anticuado, incluso en su sentido literal: con el descubrimiento de las frecuencias ultraaltas, hoy hay más canales de radiodifusión que potenciales solicitantes dispuestos a innovar en su desarrollo. Como es habitual, los «deseantes» no quieren crear, sino apropiarse de las recompensas y las ventajas creadas por otros.

			La historia de la colectivización de la radio y la televisión demuestran, de forma condensada, en una especie de microcosmos, el proceso y las causas de la destrucción del capitalismo. Ilustra con elocuencia que el capitalismo está pereciendo por la incomparecencia filosófica de sus supuestos defensores.

			Los colectivistas citan con frecuencia los años iniciales de la radio como ejemplo del fracaso de la libre empresa. En aquellos años, cuando las emisoras no tenían derechos de propiedad de radio, ninguna protección o recurso legales, las ondas eran una caótica tierra de nadie donde cualquiera podía utilizar la frecuencia que le apeteciera y atascar cualquier otra. Algunas emisoras profesionales intentaron dividir sus frecuencias mediante acuerdos privados, que no intentaron imponer a otros; ni tampoco combatieron la interferencia de los aficionados solitarios y maliciosamente gamberros. Esta situación se utilizó, entonces y ahora, para pedir y justificar el control estatal de la radio.

			Esto es una muestra de cómo el capitalismo se lleva la culpa por las maldades de sus enemigos.

			El caos de las ondas de radio no fue un ejemplo de libre empresa, sino de anarquía. No fue causado por los derechos de propiedad privada, sino por su ausencia. Demostró por qué el capitalismo es incompatible con el anarquismo, por qué los hombres sí necesitan un Estado y cuál es la función adecuada de éste. Lo que se necesitaba era legalidad, no controles.

			Lo que se impuso fue peor que los controles: la completa nacionalización. Mediante un proceso gradual, no impugnado —por incomparecencia intelectual—, se dio por sentado que las ondas de radio pertenecen «al pueblo» y son «propiedad pública».

			Si quieres saber cuál era el estado intelectual de la época, te pediré que adivines la ideología política del autor de la siguiente cita:

			La comunicación radiofónica no debe considerarse un mero negocio para obtener unas ganancias privadas, para la publicidad privada o para el entretenimiento de los curiosos. Es una empresa pública que lleva el sello de la confianza pública y debe ser considerada, principalmente, desde el punto de vista del interés público en igual medida que y sobre la base de los mismos principios generales que nuestros demás servicios públicos.

			No, esto no lo dijo un colectivista antiempresas ansioso por establecer la supremacía del «interés público» sobre las «ganancias privadas»; no lo dijo un planificador socialista ni un conspirador comunista; lo dijo Herbert Hoover, a la sazón secretario de Comercio, en 1924.

			Fue Hoover el que luchó por el control estatal de la radio y, como secretario de Comercio, intentó reiteradamente extender el poder del Estado más allá de los límites fijados por las leyes del momento y adherir unas condiciones específicas a las licencias de radio, para lo cual carecía de autoridad legal, y que le fue repetidamente negado por los tribunales. Fue la influencia de Hoover la responsable en gran parte de esa tumba de la industria telefónica (y de la televisiva, aún no nata) conocida como la ley de 1927, por la cual se creó la Comisión Federal de Radio [Federal Radio Commission, FRC], con todas sus autocráticas, discrecionales, indefinidas e indefinibles competencias. (Esa ley —con algunas revisiones y enmiendas menores, incluida la ley de 1934 que convirtió la Comisión Federal de Radio en la Comisión Federal de Comunicaciones [Federal Communications Commission, FCC]— es todavía, en todos los aspectos esenciales, el documento jurídico básico que rige hoy el sector de la radiodifusión.)

			«Lo que estamos haciendo no empezó con la Nueva Frontera», dijo el presidente de la FCC, Newton N. Minow, en 1962. Tenía razón.

			La ley de 1927 no limitó el papel del Estado al del agente de tráfico del aire que protege los derechos de las emisoras frente a las interferencias técnicas (que es lo único que se necesitaba y lo único que debería hacer un Estado). Estipuló el servicio «al interés, la conveniencia o la necesidad del público» como criterio que utilizaría la Comisión Federal de Radio para juzgar a los solicitantes de licencias de radiodifusión y aceptarlos o rechazarlos. Puesto que no existe tal «interés público» (más allá de la suma de los intereses individuales de cada ciudadano), puesto que ese eslogan colectivista nunca ha sido y nunca puede ser definido, esto equivalía a extender un cheque en blanco de poder totalitario sobre el sector de la radiodifusión a cualesquiera burócratas nombrados para la Comisión.

			«El interés público» —la cuchilla intelectual de la guillotina sacrificial del colectivismo, que los operadores de las emisoras tienen que probar poniendo su cabeza en el tajo cada tres años— no fue levantado sobre sus cabezas por los enemigos del capitalismo, sino por sus propios líderes.

			Fueron los llamados «conservadores» —incluidos algunos de los pioneros, algunos de los ejecutivos de la industria radiodifusora, quienes hoy se quejan y protestan— los que se apresuraron a pedirle al Gobierno reglamentos y controles, los que aclamaron el concepto de «propiedad pública» y el servicio al «interés público», y, así, sembraron las semillas de las que Minow y Henry no son sino las lógicas y coherentes flores. El sector de la radiodifusión fue esclavizado con la aprobación de las víctimas, pero no fueron unas víctimas totalmente inocentes.

			Muchos empresarios, partidarios de la economía mixta, recelan de la verdadera naturaleza del capitalismo; creen que es más seguro mantener una posición no por derecho, sino mediante el favor; temen a la competencia en un mercado libre y les parece más fácil ganarse la amistad de un burócrata. La influencia, y no el mérito, es su forma de «protección social». Creen que siempre lograrán cortejar, presionar o sobornar a un burócrata, que es «un buen amigo» con el que pueden «llevarse bien» y que los protegerá de ese inmisericorde extraño: el competidor capaz.

			Pensemos en los privilegios especiales que se encuentran en el estatus de un servidor certificado del «interés público» y de un usuario con licencia de una «propiedad pública». No sólo sitúa a un hombre fuera del alcance de la competición económica, sino que también lo libra de la responsabilidad y los costos que conlleva la propiedad privada. Le concede injustificadamente el uso de una frecuencia de radiodifusión por la que habría tenido que pagar un altísimo precio en un mercado libre y que no habría sido capaz de mantener durante mucho tiempo si mandara a través de las ondas el tipo de inconcebible basura que está mandando hoy.

			Ésos son los intereses creados que posibilita la doctrina del «interés público», y ésos son los beneficiarios de cualquier forma, versión o grado de la doctrina de la «propiedad pública».

			Ahora, observemos la demostración práctica de que, sin derechos de propiedad, ningún otro derecho es posible. Si la censura y la supresión de la libertad de expresión se establecieran alguna vez en este país, habrían tenido su origen en la radio y la televisión.

			La ley de 1927 otorgó a una Comisión del Estado el poder total sobre la suerte profesional de las emisoras, siguiendo como criterio de juicio el «interés público», y, simultáneamente, prohibió a la Comisión censurar programas de radio. Desde el principio, y cada vez más alto con el paso de los años, muchas voces han señalado que esto es una contradicción imposible de llevar a la práctica. Si un comisionado tiene que evaluar qué solicitante de una licencia de radiodifusión servirá mejor al «interés público», ¿cómo puede decidirlo sin juzgar el contenido, el carácter y el valor de los programas que los solicitantes han ofrecido u ofrecerán?

			Si el capitalismo hubiese tenido algún defensor intelectual adecuado, son ellos los que más deberían haber alzado la voz para oponerse a una contradicción de este tipo. Pero no fue eso lo que ocurrió: fueron los estatistas los que se sirvieron de él, no en defensa de la libertad de expresión, sino para apoyar el «derecho» de la Comisión a censurar programas. Y, mientras nadie impugnó el criterio del «interés público», la lógica estuvo del lado de los estatistas.

			El resultado fue el que tenía que ser (que ilustra, una vez más, el poder de los principios básicos): mediante pasos graduales, discretos y cada vez más acelerados, la Comisión amplió su control sobre el contenido de los programas de televisión y radio, lo que provocó las amenazas directas y los ultimátums de Minow, que sólo explicitó lo que se sabía implícitamente desde hacía muchos años. No, la Comisión no censuró programas específicos: sólo tomaba nota del contenido del programa en el momento de renovación de la licencia. Lo que se estableció fue peor que la censura directa (la cual podía ser tumbada en un tribunal): fue la indemostrable, intangible e insidiosa censura del desagrado, el habitual, y único, resultado de cualquier legislación no objetiva.1

			Todos los medios de comunicación influyen unos en otros. Es imposible calcular el grado en que la gris, dócil, temerosa y apaciguadora mediocridad de un medio tan poderoso como la televisión ha contribuido a despojar nuestra cultura de moralidad.

			Ni tampoco se puede destruir la libertad de un medio de comunicación sin afectar a todos los demás. Cuando se acepta completamente la censura de la radio y la televisión como un hecho consumado, no tardarán mucho todos los demás medios —libros, revistas, periódicos, conferencias— en seguir el ejemplo, de forma discreta y oficiosa y con el mismo método: abiertamente, en defensa del «interés público», y, de forma encubierta, por temor a las represalias del Estado (un proceso que ya ha comenzado).

			Se acabó la relación entre los derechos «humanos» y los derechos de propiedad.

			Puesto que la «propiedad pública» es una ficción colectivista, puesto que el público en conjunto no puede utilizar ni deshacerse de su «propiedad», esa «propiedad» siempre estará a cargo de alguna «élite» política, de alguna banda que luego dominará al público, a un público de proletarios literalmente desposeídos.

			Si quieres medir la distancia entre una teoría colectivista y la realidad, pregúntate: ¿por qué inconcebible criterio puede afirmarse que las ondas radiofónicas son propiedad de algún aparcero analfabeto que nunca será capaz de entender el concepto de la electrónica, o de algún paleto sin la suficiente capacidad ingenieril para manejárselas con un alambique con el que destilar licor de maíz, y que esa radiodifusión, el producto de una incalculable cantidad de genio científico, se rija por la voluntad de tales propietarios?

			Recordemos que esto es literalmente el supuesto principio en el que se basa toda la estructura jurídica de nuestra industria radiodifusora.

			Sólo hay una solución a este problema, y tiene que comenzar por la base; nada más funcionará. Las ondas radiofónicas deberían ser entregadas a la propiedad privada. La única manera de hacerlo ahora es vender frecuencias de radio y televisión a los mejores apostantes (mediante un proceso objetivamente definido, abierto e imparcial) y así poner fin a la repugnante ficción de la «propiedad pública».

			No se puede llevar a cabo esa reforma de la noche a la mañana; hará falta un largo esfuerzo, pero ése es el objetivo último que los defensores del capitalismo deben tener en la cabeza. Ésa es la única forma de corregir el desastroso y atávico error cometido por los presuntos defensores del capitalismo.

			Digo «atávico» porque pasaron muchos siglos hasta que las tribus de salvajes primitivos y nómadas llegaron al concepto de propiedad privada; en concreto, de la propiedad de la tierra, que marcó el comienzo de la civilización. Es una trágica ironía que, en presencia de un nuevo territorio abierto por un logro gigantesco de la ciencia, nuestros líderes políticos e intelectuales hayan vuelto a la mentalidad de los nómadas primitivos y que, incapaces de concebir los derechos de propiedad, declaren el nuevo territorio como coto de caza tribal.

			La brecha entre los logros científicos del hombre y su desarrollo ideológico se agranda cada día. Ha llegado el momento de entender que el hombre no puede seguir así mucho tiempo si sigue retrocediendo al salvajismo ideológico a cada paso de progreso científico.

			AYN RAND
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			Las patentes y los derechos de autor

			Las patentes y los derechos de autor son la puesta en práctica legal de la base de todos los derechos de propiedad: el derecho del hombre al producto de su mente.

			Todos los tipos de trabajo productivo conllevan una mezcla de esfuerzo físico y mental, de pensamiento y acto físico, para traducir ese pensamiento a una forma material. La proporción de estos dos elementos varía según los tipos de trabajo. En el extremo inferior de la escala, el esfuerzo mental necesario para realizar trabajos manuales no especializados es mínimo. En el otro extremo, lo que reconocen las leyes sobre patentes y derechos de autor es el papel primordial del esfuerzo mental en la producción de valores materiales; estas leyes protegen la contribución de la mente en su forma más pura: dar origen a una idea. El objeto de las patentes y los derechos de autor es la propiedad intelectual.

			No se puede proteger una idea hasta que se le ha dado una forma material. Un invento se tiene que encarnar en un modelo físico antes de poder ser patentado; una historia tiene que ser escrita o impresa. Pero lo que protegen las patentes y los derechos de autor no es el objeto físico como tal, sino la idea que éste encarna. Al prohibir la reproducción del objeto, la ley declara, en efecto, que el trabajo físico de copiar no es la fuente del valor del objeto, que ese valor lo crea el artífice de la idea y que no puede usarse sin su consentimiento; así, la ley establece el derecho de propiedad de una mente sobre aquello a lo que ha dado origen.

			Es importante señalar, en relación con esto, que no se puede patentar un descubrimiento, sólo un invento. Un descubrimiento científico o filosófico que identifique una ley de la naturaleza, un principio o un hecho de la realidad antes desconocido no puede ser la propiedad exclusiva del descubridor, porque a) no lo creó y b) si se preocupa de hacer público su descubrimiento, afirmando que es verdadero, no puede exigir que los hombres sigan aceptando o practicando falsedades a menos que él les dé permiso. Sí puede registrar los derechos de autor del libro en el que presenta su descubrimiento, y sí puede demandar que se reconozca su autoría en el descubrimiento y que ningún otro hombre se apropie de ese mérito o lo plagie, pero no puede registrar los derechos de autor de un conocimiento teórico. Las patentes y los derechos de autor pertenecen sólo a la aplicación práctica del conocimiento, a la creación de un objeto específico que no existía en la naturaleza; un objeto que, en el caso de las patentes, quizá nunca habría existido sin su particular creador; y, en el caso de los derechos de autor, nunca habría existido.

			El Estado no «concede» una patente o un derecho de autor, en el sentido de un regalo, privilegio o favor; el Estado sólo lo asegura, es decir, certifica la creación de una idea y protege el derecho exclusivo de su propietario a su uso y disposición. Un hombre no está obligado a registrar una patente o unos derechos de autor; puede regalar su idea, si así lo decide; pero si desea ejercer su derecho de propiedad, el Estado lo protegerá, como protege todos los demás derechos. La patente y los derechos de autor representan el equivalente formal de registrar un título de propiedad. El aviso, en un objeto físico, de que está patentado o amparado por los derechos de autor representa la declaración pública de en qué condiciones está el inventor o autor dispuesto a vender su producto: para el uso del comprador, pero no para la reproducción comercial.

			El derecho a la propiedad intelectual no se puede ejercer a perpetuidad. La propiedad intelectual no representa el derecho a los objetos materiales, sino a la idea que encarnan, lo cual significa: no sólo a la riqueza existente, sino a la riqueza aún por producir; el derecho al pago por el trabajo del inventor o el autor. Ninguna deuda se puede extender hasta el infinito.

			La propiedad material representa una cantidad de riqueza estática ya producida. Se puede legar a unos herederos, pero no puede seguir en su cómoda posesión a perpetuidad: los herederos pueden consumirla o deben ganarse seguir poseyéndola mediante su propio trabajo productivo. Cuanto mayor es el valor de la propiedad, mayor es el esfuerzo que se le exige al heredero. En una sociedad libre y competitiva, nadie podría conservar durante mucho tiempo una fábrica o una parcela de tierra sin llevar a cabo un esfuerzo proporcional.

			Pero no se puede consumir la propiedad intelectual. Si se poseyera a perpetuidad, conduciría a lo contrario del principio en que ésta se basa: conduciría no a la merecida recompensa por el logro, sino al inmerecido mantenimiento del parasitismo. Se convertiría en un gravamen acumulativo sobre la producción de las generaciones no natas, que acabaría paralizándolas. Pensemos en qué pasaría si, al producir un automóvil, tuviésemos que pagar regalías a los descendientes de todos los inventores implicados, empezando por el inventor de la rueda y de ahí en adelante. Además de la imposibilidad de mantener esos registros, consideremos el fortuito estatus de dichos descendientes y la irrealidad de sus inmerecidos derechos.

			La herencia de la propiedad material representa un derecho dinámico sobre una cantidad de riqueza estática; la herencia de la propiedad intelectual representa un derecho estático sobre un proceso de producción dinámico.

			Un logro intelectual, en realidad, no puede ser transferido, como no puede serlo la inteligencia, la capacidad o cualquier otra virtud personal. Lo único que se puede transferir son los resultados materiales de una creación, en forma de riqueza real producida. Debido a la propia naturaleza del derecho sobre el cual se basa la propiedad intelectual —el derecho de un hombre al producto de su mente—, ese derecho termina con él. No puede disponer de lo que no puede conocer o juzgar: los resultados aún no producidos, indirectos y potenciales de su logro cuatro generaciones —o cuatro siglos— más tarde.

			Es en esta cuestión donde nuestra terminología, un tanto colectivista, podría inducir a errores: cuando una patente o un derecho de autor expira, la correspondiente propiedad intelectual no se convierte en «propiedad pública» (aunque se le llame «de dominio público»); deja de existir como propiedad. Y si se sigue produciendo el invento o el libro, el beneficio de esa antigua propiedad no va a parar al «público», sino a los únicos herederos legítimos: a los productores, a los que realizan el esfuerzo de encarnar esa idea en nuevas formas materiales y, de ese modo, mantenerla viva.

			Puesto que los derechos de propiedad intelectual no se pueden ejercer a perpetuidad, la cuestión de su límite temporal es sumamente compleja. Si se ciñeran al tiempo de vida de su creador, su valor se destruiría, al hacer imposibles los acuerdos contractuales a largo plazo: si un inventor muriera un mes después de que su invento fuese colocado en el mercado, podría arruinar al fabricante que quizá haya invertido una fortuna en su producción. En esas condiciones, los inversores no podrían asumir un riesgo a largo plazo; cuanto más revolucionario o importante es un invento, menos oportunidades habrá de encontrar quien lo financie. Por tanto, la ley tiene que definir un período de tiempo que proteja los derechos e intereses de todos los implicados.

			En el caso de los derechos de autor, la solución más racional es la Ley de Derechos de Autor de 1911 de Gran Bretaña, que estableció los derechos de autor de los libros, cuadros, películas, etcétera, durante el tiempo de vida del autor y los cincuenta años posteriores.

			En el caso de las patentes, el problema es mucho más complejo. Un invento patentado tiende a menudo a obstaculizar o restringir nuevas investigaciones o desarrollos en un determinado ámbito de la ciencia. Muchas patentes cubren ámbitos que se solapan. La dificultad reside en definir los derechos específicos del inventor sin incluir más de lo que puede reclamar con propiedad, en forma de repercusiones indirectas o consecuencias aún no descubiertas. Una patente vitalicia se podría convertir en una injustificable barrera para el desarrollo del conocimiento más allá de la capacidad potencial del inventor o de su propio logro. El problema jurídico es establecer un límite temporal que asegure al inventor el beneficio más pleno posible de su invento sin infringir los derechos de los demás a emprender una investigación por su cuenta. Como ocurre con muchas otras cuestiones jurídicas, ese límite temporal ha de ser determinado por el principio de la definición y protección de todos los derechos individuales afectados.

			Como objeción a la ley de patentes, algunas personas citan el hecho de que dos inventores puedan trabajar, por separado y durante años, en un mismo invento, pero uno llegará una hora o un día antes que el otro a la oficina de patentes y adquirirá un monopolio exclusivo, mientras que todo el trabajo del perdedor habrá sido entonces completamente inútil. Este tipo de objeción se basa en el error de equiparar lo potencial con lo real. El hecho de que un hombre pudiera haber sido el primero no cambia el hecho de que no lo ha sido. Puesto que este problema no es de derechos comerciales, el perdedor, en un caso de ese tipo, tiene que aceptar que, al intentar comerciar con otros, deberá afrontar la posibilidad de que un competidor gane la carrera, como sucede en todos los tipos de competición.

			Hoy en día, las patentes son objeto especial de los ataques —directos e indirectos— de los colectivistas, con cosas como la propuesta de abolir las marcas registradas y comerciales. Mientras que los llamados «conservadores» observan esos ataques con indiferencia o, a veces, con aprobación, los colectivistas parecen darse cuenta de que las patentes son el corazón y núcleo de los derechos de propiedad y de que acabar con ellas supondrá automáticamente la destrucción de todos los demás derechos, a modo de breve epílogo.

			La actual situación de nuestro sistema de patentes es una pesadilla. Los derechos de los inventores están siendo infringidos, mermados, quebrados, carcomidos y vulnerados de tantas maneras al amparo de tantos estatutos no objetivos que los empresarios industriales están empezando a recurrir al secretismo para proteger inventos valiosos que temen patentar. (Considérese el tratamiento otorgado a las patentes con las leyes antimonopolio, sólo como un ejemplo entre muchos.)

			Aquellos que observan el espectáculo del progresivo colapso de las patentes —el espectáculo de la mediocridad corriendo a aprovecharse de los logros de los genios—, y que entienden sus implicaciones, comprenderán por qué, en los últimos párrafos del capítulo VII de la segunda parte de La rebelión de Atlas, uno de los hombres más culpables es el pasajero que dijo: «¿Por qué debería ser Rearden el único autorizado a fabricar el metal Rearden?».

			AYN RAND
The Objectivist Newsletter,
abril de 1964
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			La teoría y la práctica

			Los que odian al hombre

			Pocos errores son tan ingenuos y suicidas como los intentos de los «conservadores» de justificar el capitalismo sobre una base altruista-colectivista.

			Muchas personas creen que el altruismo significa bondad, benevolencia o respeto por los derechos de los demás. Pero significa exactamente lo contrario: enseña el autosacrificio, así como el sacrificio de los demás, a cualquier «necesidad pública» no especificada; considera al hombre un animal de sacrificio.

			Creyendo que lo que mueve a los colectivistas es una auténtica preocupación por el bienestar de la humanidad, los presuntos defensores del capitalismo aseguran a sus enemigos que el capitalismo es el camino práctico al objetivo de los socialistas, el mejor medio para el mismo fin, el mejor «servidor» de las necesidades públicas.

			Luego se preguntan por qué fracasan, y por qué el lodo sangriento de la socialización sigue desbordándose sobre la faz de la Tierra.

			Fracasan porque no se puede lograr el bienestar de nadie mediante el sacrificio de nadie, y porque el bienestar del hombre no es el objetivo de los socialistas. No es por sus presuntos defectos por lo que los altruistas-colectivistas odian el capitalismo, sino por sus virtudes.

			Si dudas de ello, considera algunos ejemplos.

			Muchos historiadores colectivistas critican la Constitución de Estados Unidos basándose en que sus autores fueron ricos terratenientes que presuntamente no estaban motivados por ningún ideal político, sino sólo por sus propios y «egoístas» intereses económicos.

			Esto, por supuesto, no es cierto. Pero sí es cierto que el capitalismo no necesita el sacrificio de los intereses de nadie. Y lo importante aquí es la naturaleza de la moralidad en que se apoya el argumento de los colectivistas.

			Antes de la Revolución de las Trece Colonias, a lo largo de siglos de feudalismo y monarquía, los intereses de los ricos residían en la expropiación, la esclavitud y la miseria de los demás. Por tanto, una sociedad donde los intereses de los ricos necesitan la libertad general, la productividad sin restricciones y la protección de los derechos individuales debería ser ensalzada como un sistema ideal por cualquiera cuyo objetivo sea el bienestar del hombre.

			Pero ése no es el objetivo de los colectivistas.

			Los ideólogos colectivistas expresan críticas similares sobre la guerra de Secesión estadounidense. Al Norte, afirman con desprecio, no lo movía la preocupación autosacrificial por el sufrimiento de los esclavos, sino los intereses económicos «egoístas» del capitalismo, el cual necesita un mercado laboral libre.

			Esta última frase es cierta. El capitalismo no puede trabajar con mano de obra esclava. Fue el Sur, agrario y feudal, el que mantuvo la esclavitud. Fue el Norte, industrial y capitalista, el que la eliminó, como el capitalismo eliminó la esclavitud y la servidumbre en todo el mundo civilizado del siglo XIX.

			¿Qué mayor virtud puede uno atribuir a un sistema social que el hecho de que no deja ninguna posibilidad a ningún hombre para servir a sus propios intereses mediante la esclavización de otros hombres? ¿Qué sistema más noble podría desear cualquiera cuyo objetivo sea el bienestar del hombre?

			Pero ése no es el objetivo de los colectivistas.

			El capitalismo ha creado el más alto nivel de vida jamás conocido en la Tierra. Las pruebas son incontrovertibles. El contraste entre Berlín Oeste y Berlín Este es la última demostración, cual experimento de laboratorio, que todos pueden ver. Sin embargo, los más altisonantes al proclamar su deseo de eliminar la pobreza lo son también al condenar el capitalismo. El bienestar del hombre no es su objetivo.

			Los países «subdesarrollados» son un presunto problema para el mundo. La mayoría de ellos están desahuciados. Algunos, como Brasil, saquean (o nacionalizan) la propiedad de los inversores extranjeros; otros, como el Congo, asesinan a los extranjeros, mujeres y niños incluidos; después, todos ellos piden a gritos la ayuda extranjera, técnicos y dinero. Es sólo la indecencia de las doctrinas altruistas las que les permiten la esperanza de salirse con la suya.

			Si a esos países se les enseñara a instaurar el capitalismo, con la plena protección de los derechos de propiedad, sus problemas desaparecerían. Los hombres que pudiesen permitírselo invertirían capital privado en el desarrollo de los recursos naturales, esperando obtener beneficios. Aportarían los técnicos, los fondos, la influencia civilizatoria y los puestos de trabajo que esos países necesitan. Todo el mundo se beneficiaría, sin perjuicio ni sacrificio de nadie.

			Pero esto sería «egoísta» y, por tanto, malvado, según el código de los altruistas. En su lugar, prefieren apoderarse de las ganancias de los hombres —a través de los impuestos—, desperdiciar cualquier dinero extranjero y observar cómo nuestro propio crecimiento económico se ralentiza año tras año.

			La próxima vez que te niegues alguna necesidad que no te puedas permitir, o algún pequeño lujo que suponga la diferencia entre el placer y la monotonía, pregúntate qué parte de tu dinero ha ido a parar al pago de una carretera destartalada en Camboya, o a la ayuda a esos pequeños altruistas «desinteresados» del Cuerpo de Paz, que hacen de gerifaltes en la selva a costa de los contribuyentes.
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